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SEÑOR PRESIDENTE (Souza).- La Comisión tiene el agrado de recibir a la señora Lorna Marchetti y 
al doctor Angel Cardozo, representantes de la asociación civil Misión Vida para las Naciones. 


SEÑORA MARCHETTI.- Represento a Misión Vida para las Naciones, asociación civil que trabaja 
hace más de dos décadas en Uruguay para ayudar y asistir a personas en situación de vulnerabilidad y 
marginalidad y defender los derechos humanos de uruguayas y uruguayos. 


En este sentido, nos presentamos ante la Comisión como quienes abogamos por la garantía del derecho a la 
vida, y por eso entendemos que se está legislando el aborto de una manera permisiva. 


Creemos que uno de los aspectos más importantes a destacar es que estamos ante dos posiciones que son 
inconciliables. Por un lado, la mayoría de los operadores jurídicos, legales y científicos coinciden en 
reconocer la existencia y necesidad de proteger la vida humana desde la concepción. Por otro lado, otro 
sector, sin desconocer lo anterior y sin la posibilidad de negarlo en absoluto, insiste en dar primacía a la 
voluntad de la madre sobre la vida del niño. Creemos que ambas posiciones son completamente 
inconciliables porque el reconocimiento de que hay que garantizar el derecho a la vida es incompatible con la 
afirmación de que ese mismo derecho se vuelve relativo en función de la subjetividad de alguien más, en este 
caso de la madre, de su criterio. Dejar librada la vida de alguien a la subjetividad de otro es claramente 
arbitrario y discriminatorio. 


En la exposición de motivos del proyecto presentado por el señor Diputado Posada se habla de "excepcional" 
con una interpretación laxa y muy peligrosa. Nos preguntamos qué tiene de excepcional que cualquier mujer, 
con doce semanas de gestación, por la expresión de cualquier motivo y por su sola voluntad, pueda decidir 
terminar con la vida de su hijo. Esto no es para nada excepcional, sino que claramente se está abriendo la 
puerta a la generalización de esa práctica. 


Por otra parte, no se puede utilizar el aborto como un resorte para resolver problemáticas de índole social, 
como se menciona en la iniciativa, es decir, en casos de familias numerosas, en situación crítica económica, 
etcétera. Ahora bien, si el Estado no puede proponer políticas para ayudar a salir a las familias numerosas que 
viven en situación de pobreza, eliminar a sus miembros no es la solución. Entre líneas se está diciendo que 
queremos eliminar la pobreza a través de la eliminación de los pobres; esa es la verdadera interpretación. Con 
ese mismo criterio, en el futuro se podrían debatir proyectos para quitar el derecho a la vida a delincuentes y 
a drogadictos, que hoy nos hacen vivir una cruda inseguridad. 


Por otra parte, según la perspectiva de género se discute la despenalización del aborto como un derecho de la 
mujer. Las mujeres tenemos derecho a concebir, a tener relaciones sexuales lícitas, voluntarias, no impuestas, 
pero desde el momento en que a partir de una relación sexual la mujer queda embarazada, entra en juego la 
vida de otra persona, y sobre esa persona la madre no tiene derecho. Si el aborto dejara de ser clandestino, 
ello no va a mitigar la censura ni a quitar a la mujer el estado de vergilenza que vive luego de haber abortado. 


Atendemos a cientos de mujeres que pasan por un aborto por razones muy variadas. No solo atendemos 
mujeres que abortaron por pasar penurias económicas o una situación de abuso o de violencia; hay mujeres 
que abortan por el simple hecho de que le tienen miedo a la maternidad. Así, podemos decir que todas estas 
mujeres tienen algo en común: vivieron una experiencia traumática, dolorosa y, por mucho esfuerzo que 
hagan, no pueden quitarse la culpa de haber abortado. 


La perspectiva de género trata de explicar que ese trauma que vive la mujer que aborta, esa situación 
patológica, es culpa de la clandestinidad. Nosotros estamos convencidos de que no es la clandestinidad ni la 
criminalidad del aborto las que hacen caer a la mujer en censura y vergúenza, sino el aborto per se, porque 
conlleva la eliminación de una vida, nada más ni nada menos que la vida de un hijo propio. 


Además, la perspectiva de género cosifica al padre y al hijo, porque ni el hijo ni el padre tienen voz ni voto. 
Por un lado, se premia al padre ausente, irresponsable, que no se hace cargo, quitándole la carga de ejercer la 
paternidad responsable y, por otro, se castiga al esposo o pareja estable que sí quiere hacerse cargo de su hijo, 
privándole de ese derecho a ejercer su paternidad responsable. ¿Por qué? Porque según la perspectiva de 
género que impulsa este tipo de despenalización, todas las mujeres somos obligadas por nuestros maridos a 
tener relaciones sexuales y a quedar embarazadas. Según esta misma perspectiva de género, todas las mujeres 
somos víctimas de una sociedad machista, que nos oprime obligándonos a llevar un embarazo de nueve 
meses, a parir, a amamantar y luego a postergar proyectos personales en pro del bien de alguien más. 


Creemos que este no es el sentimiento de todas las mujeres uruguayas, sino una visión de feminismo 
extremo, de un feminismo radical, que nada bien hace a la promoción de la mujer. Si queremos promover a la 
mujer, defender sus derechos, hablar en contra de la discriminación y legislar en ese sentido, debemos partir 
de la base de que la mujer es diferente al hombre y ninguna ley, por más que lo pretenda, hará que una mujer 
se iguale a un hombre jamás. Las mujeres somos diferentes en roles, y si queremos elaborar proyectos de ley 
para promoverlas y defenderlas, tenemos que partir de la base de reconocer esos roles, de que la mujer es 
diferente al hombre, a fin de elaborar normas para amparar a la mujer en todos esos roles, incluido 
especialmente, el de la maternidad. 


Vamos a repartir un material elaborado por nuestros asesores, quienes han hecho un análisis profundo de los 
proyectos que se presentaron. 


SEÑOR CARDOZO.- Pertenecemos a una organización, una asociación civil, que está dedicada a la 
defensa de los derechos humanos, pero yo hablo como abogado, en representación de un grupo de 
abogados que tenemos el mismo sentir en cuanto a qué va a pasar en el momento de aplicar la norma. 


Una de las cosas que pasa en cuanto a los derechos humanos es que cuando se consagra un derecho y se lo 
protege, se busca protegerlo cada vez más. En este caso, estamos convencidos de que la promulgación y 
puesta en práctica de este proyecto de ley no defenderá un poco más la vida, sino que la desprotegerá. Es 
bastante ligera la forma en la cual una mujer va a poder acceder a tener un aborto. 


Además, entendemos que el proyecto de ley confunde algunos términos. En algunos lugares se habla de 
mujer y al mismo tiempo se habla de padre. Entonces al intérprete no le va a quedar claro si lo que se busca 
es un concepto de hombre- mujer como familia, o de hombre- mujer como personas que vaya a saber por qué 
se mezclaron y tuvieron un embrión que empieza a gestarse y como es un embrión no saben ni qué forma 
tiene y por eso no es persona. 


Tampoco queda muy claro en este proyecto de ley cómo se va a entender el concepto de persona. Se pone un 
mínimo de doce semanas que no tiene un fundamento científico ni racional porque nada impide que a las diez 
semanas de gestación el feto tenga actividad cerebral y tenga su corazón funcionando; sin embargo, en la 
semana once se puede practicar un aborto. Desde el punto de vista científico se puede comprobar que en esas 
once semanas el feto era una persona y que la mujer cometió un homicidio con intención de matar, de quitar 
la vida. 


A su vez, se propone armar un equipo técnico formado por doctores que llevará adelante consultas y una 
evaluación. El proyecto de ley deja entrever que -del mismo modo que los escribanos cometen fraudes -se 
puede crear en forma totalmente legítima una estructura hasta delictiva tendiente a enriquecerse a causa de 
los mecanismos que en este proyecto de ley se establecen. 


Por otra parte, entendemos que el artículo 4 del Pacto de San José de Costa Rica utiliza una expresión 
bastante ambigua, al decir "en general". Este artículo establece: "Este derecho" -se refiere al derecho de la 
vida que nosotros defendemos -"estará protegido por la ley y, en general, a partir del momento de la 
concepción [...]". Hay muchas interpretaciones, los legisladores han recurrido a esta doctrina bastante 
recibida -que uno estudia en facultad y que después repasa en los libros para los exámenes-, pero entendemos 
que la interpretación que se hace de esa expresión se aparta de ese sentir de proteger la vida aún más de lo 
que ya está protegida. Si bien lo que el derecho trata de lograr es que si la vida está protegida, protegerla un 
poco más, no nos parece bien que en general quede sometido a la mera decisión de una mujer. Inclusive este 
proyecto de ley no requiere en forma acabada la voluntad del padre; se puede llegar a plantear el caso de que 
el padre en su momento diga que sí, pero luego en un Juzgado diga que no, que fue sometido, que hubo un 


vicio de consentimiento. Es un procedimiento bastante peligroso por la consecuencia de que un embrión que 
se empezó a gestar no pueda llegar a ser persona, no pueda llegar a ser un Diputado, un Senador, un abogado, 
una madre, un padre. 


Asimismo, nos parece que este proyecto genera confusión por algunos términos que sería necesario corregir. 
En un parte habla de "mujeres menores de 18 (dieciocho) años". Se legisló un Código de la Niñez y la 
Adolescencia, que establece conceptos de niña y de adolescente, para que aquí se establezca esta expresión. 
De esta manera, frente a un Juzgado por un problema de tenencia tendré el amparo legal para decir que una 
menor de dieciocho años no es ni niña ni adolescente, sino mujer. 


Estamos convencidos de que esta iniciativa no debería salir a la población con fuerza y rigor de ley porque 
las personas lo interpretarán a la ligera y fácilmente podrán empezar a matar a toda clase de niños, así tengan 
dos meses de vida; nada quita que los médicos firmen un certificado diciendo que tenía doce semanas de 
gestación. Ese no es el sentir. 


Como decía la señora Marchetti, el país tiene algunos problemas, tiene pobreza, indigencia, pero empezar a 
eliminar la vida por esto no beneficia a la mujer como tal ni a la familia como familia, sino que beneficia a un 
sector de la población, a las mujeres que en un sentir meramente caprichoso -ni siquiera por necesidad - 
tendrán un mecanismo legal de quitarse la culpa y podrán decir: "Porque la ley me lo permite, yo aborto". 


De todas maneras, van a seguir muriendo mujeres, van a seguir existiendo niños sin nacer, y en la población 
va a seguir existiendo pobreza. Está demostrado que eliminar el nacimiento no va a eliminar la pobreza. Esta 
iniciativa no brinda soluciones y en el caso de haber tenido el buen sentido de brindarlas, no tiene una 
correcta interpretación de las normas internacionales ya que en lo específico se confunden términos que el 
derecho ha amparado como los de adolescente, niña, madre, padre, familia, etcétera. 


SEÑORA MARCHETTI.- Queremos hacer hincapié especialmente en que en ninguno de estos casos, 
como se quiere hacer creer, se despenaliza el aborto. En todos los casos se legaliza porque desde el 
momento en que a una mujer se le otorga el permiso para que, libremente, por la expresión de 
cualquier motivo y por su sola voluntad, pueda practicarse un aborto, se le está confiriendo un derecho 
ya que todos los centros de salud, públicos y privados, tendrán la obligación de realizárselo; en caso de 
que estos no se lo practiquen ella va a poder demandarlos. Lo que es peor: el Estado va a garantizar 
esos abortos y todos nosotros los vamos a tener que pagar a través de nuestros impuestos aunque no 
estemos de acuerdo. 


Creemos que es muy arbitrario dejar librada la vida a la mujer sola, librada a su propia subjetividad. No hay 
nadie más vulnerable que una mujer embarazada, mucho más cuando ese embarazo no era esperado. 


Lamentablemente, van a seguir existiendo abortos; que una mujer aborte es el crimen de una mujer, pero 
despenalizar y legalizar el aborto es el crimen de una nación y en ese caso, señores, todos somos 


responsables. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión les agradece su presencia. 


(Se retira de Sala la delegación de la asociación civil Misión Vida para las Naciones) 
(Ingresa a sala la organización social Madrinas por la Vida) 


——- La Comisión tiene el agrado de recibir a la organización social Madrinas por la Vida, integrada por las 
señoras María Teresa Rodríguez y Marta Grego, a efectos de analizar el proyecto que está en discusión. 


SEÑORA RODRÍGUEZ (doña María Teresa).- Quiero agradecerles en nombre de Madrinas por la 
Vida que nos hayan recibido y por el tiempo que nos dedican para escuchar lo que venimos a exponer. 


Cuando se debate un tema, lo más adecuado es escuchar todas las opiniones, tanto a favor como en contra, 
para llegar a aquella que mejor contemple las necesidades y objetivos de la población a quien va dirigida. 


Pero cuando el tema a debatir es la vida humana, esa exigencia debe ser infinitamente superior, debiéndose 
estudiar, comparar y evaluar todas las opciones con rigor científico y humano. Consideramos que en este 
tema esto no solo no se ha tenido en cuenta, sino que se ha ignorado cuando el resultado no ha sido el que se 
buscaba 


En este lucha que hemos emprendido para evitar que se legalice el aborto en nuestro país contamos con los 
argumentos más justos y veraces, respaldados por la ciencia, la religión, la filosofía y todas las disciplinas 
que atañen al hombre, pero a pesar de ello, son los más rebatidos e ignorados. No solamente se han 
manipulado términos y opiniones para mostrar el aborto como algo bueno, sino que se ignoran o dejan de 
lado opciones válidas y mucho más beneficiosas tanto para la madre como para el niño. Todas las propuestas 
que se han presentado como alternativa dejan en clara desventaja la opción por la vida. 


En el texto que se pretende aprobar se señala como despenalización lo que es claramente una legalización, ya 
que al obligar a todos los centros de salud a realizar abortos, se está determinando su legalización, 
correspondiéndole a la mujer, a su vez, el derecho a abortar. Lo mismo ocurre al ser considerado un acto 
médico, que implica salvar vidas y no destruirlas como en el caso del aborto. 


El artículo 9* viola del mismo modo la libertad de las instituciones, ya que esas prácticas en algunos casos 
van en contra de sus principios, como es el caso del Círculo Católico o del Hospital Evangélico. 


Por otro lado, otro artículo indica que la mujer debe concurrir a la consulta para indicar, según su criterio, los 
hechos o situaciones que le impiden seguir con su embarazo, para luego ser asesorada por un equipo de 
profesionales. ¿Ustedes creen de verdad que una mujer en situación de extrema vulnerabilidad, generalmente 
sola y con grandes carencias económicas y afectivas pueda ser capaz de evaluar objetivamente su situación? 
¿Creen realmente que pueda cantar alabanzas frente a un embarazo? Por supuesto que no. Lo que necesita no 
es que la asesoren sobre la mejor forma de matar a su hijo; lo que necesita es una voz amiga que la ayude, 
que le diga que su hijo es una bendición y no un problema, que le indique un camino de esperanza. 


Esta es nuestra experiencia en Madrinas por la Vida. Les aseguro que esas mujeres no se arrepienten de haber 
conservado a sus hijos. Por el contrario, cuando hablan sobre el tema, todas coinciden en que el médico, la 
enfermera, la subestimaron, presionando para que abortara. Hoy son madres felices con lo poco que nosotras 
les podemos dar y lo mucho que reciben de sus hijos. También tenemos experiencias dolorosas, pero no de 
aquellas que decidieron conservar a su bebé, sino de las que cedieron ante los buenos consejos. El síndrome 
posaborto existe y tiene como víctima a esa madre que no puede quitarse de su corazón el dolor de haber 
matado a su bebé. Más acá o más allá, el recuerdo de ese acto vuelve una y otra vez con consecuencias 
realmente dolorosas. 


Otro artículo refiere a la entrevista con el padre solo si la mujer lo desea, que no es otra cosa que dejar el 
aborto en manos de la mujer. Les aseguro que si yo fuera hombre me sentiría tremendamente ofendido frente 
a esta gravísima violación de mis derechos como padre. Esa mujer no quedó embarazada en solitario: el 
cincuenta por ciento de ese bebé pertenece al padre y debe dársele la oportunidad de participar sobre el 
destino de alguien que, aunque no lo desee, forma parte de él. Esto no parece concordar con la idea de 
paternidad responsable. ¿No se debería apuntar a una educación integral de la persona para que la mujer y el 
hombre valoren su dignidad y la responsabilidad que les compete al traer hijos al mundo? Por supuesto que 
esto es mucho más costoso y no da el rédito económico que daría un aborto. 


Así vemos que día a día se van sucediendo proyectos y comisiones para sacar adelante una ley absolutamente 
injusta y discriminatoria. Lo importante es sacarla cuanto antes, anteponiendo intereses personales y 
partidarios a los intereses de la población. Inclusive, se quiere reducir el debate a un interés religioso, 
mostrándolo como la voluntad de una minoría intolerante y fanática, cuando el derecho a la vida, todos lo 
sabemos, trasciende la religión y la filosofía; es inherente a la persona y no admite doble interpretación. 


Consideramos que no existe una propuesta alternativa. Todos los proyectos son un disfraz para ocultar el 
objetivo impuesto desde afuera, y la mujer continúa estando en una situación de absoluta indefensión y a 
expensas de profesionales sin conciencia, que no solo le muestran su embarazo como un problema, sino que 
le ofrecen, como única solución, deshacerse de su hijo. Esto debemos tenerlo bien claro. Lo que esta mujer 
tiene en su vientre no es un coágulo o un puñado de células; es su hijo, un ser humano que desde el mismo 
momento de la fecundación posee la información necesaria para su desarrollo y lo único que necesita es 


tiempo. La vida intrauterina es una etapa imprescindible y necesaria para la siguiente etapa que, a su vez, es 
indispensable para la que le sigue, y así sucesivamente hasta el final de la vida. 


Señores legisladores: es hora de que llamemos las cosas por su nombre. Desde el comienzo de esta lucha, el 
único objetivo que se persiguió fue sacar adelante el aborto. Se han ignorado las estadísticas que demuestran 
que este no solo ha aumentado en los países donde se ha legalizado, sino que no ha disminuido el número de 
muertes maternas. Hace poco en nuestro país tuvimos el caso de dos muertes por aborto con misoprostol. 
Sabemos que las organizaciones a favor del aborto han alterado las cifras para mostrarlo al mundo como algo 
bueno, como así lo denunció en su testamento el doctor Nathanson, uno de los mayores abortistas de Estados 
Unidos, hoy fallecido. 


Lamentablemente, el Uruguay, un país despoblado y viejo, sirve como conejillo de Indias y como buque 
insignia de intereses oscuros. Gracias a iniciativas sanitarias, el aborto se realiza con una impunidad absoluta, 
siendo el primer consejo que se le da a la mujer cuando consulta. No es cierto cuando se afirma que el 
objetivo es buscar su beneficio. Si fuera así, por lo menos habría una propuesta dirigida a fomentar su 
educación, no solamente la educación sexual que se da actualmente -que no es otra cosa que un biologismo 
trasnochado, sino la educación integral, donde se afirme su valor como persona. Si la mujer fuera el objetivo 
de tan buenas intenciones, se ofrecerían herramientas destinadas a mejorar su situación laboral o de vivienda, 
que es uno de los tantos problemas que sufre; se ayudaría a la mujer en situación de calle o de abandono; se 
la alentaría en su maternidad, ayudándola en todo lo necesario, tanto a ella como a su bebé, ofreciéndole una 
vivienda digna, trabajo y lo necesario para criar a su hijo de la mejor manera. 


En nuestra ONG el 90% de las mujeres está sola, sin pareja. Algunas de ellas ni siquiera tienen el soporte de 
su familia y su experiencia en los centros de salud de nuestro país es realmente lamentable. Pensar en 
penalizar a esta mujer que se acerca con total indefensión a consultar con un profesional de la salud está 
totalmente fuera de cuestión. Quienes realmente deberían ser penalizados son esos profesionales que, 
debiendo ser referentes para ellas, no les dan otra opción más que la de abortar, porque está sola, porque no 
puede mantenerlo, porque tiene otros hijos o porque sí. Agreguen todas las razones que su imaginación pueda 
ofrecerles porque, en realidad, estas no importan. Lo que importa es que de deshaga de su bebé. Y ahora 
existe la maravillosa pastilla que hace que lo haga sola en su casa. ¿Pueden imaginar un hecho más inhumano 
que instigarla a que mate a su bebé mientras el médico se lava las manos abandonándola a su suerte? 
Simplemente, cuando acaben las contracciones y la hemorragia deberá volver al centro de salud para que el 
médico termine lo empezado por ella pero eso sí: sin haberse ensuciado las manos. Seguramente, sus manos 
permanecerán inmaculadas, pero su conciencia estará manchada de sangre inocente. 


Señores legisladores: ustedes antes que políticos son personas y si están hoy aquí es gracias a que sus madres 
eligieron la vida. 


Nosotros venimos a proponer otra alternativa, basada en nuestra experiencia de doce años en la ayuda a la 
mujer embarazada y su inserción en el campo laboral. En base a ella, podemos afirmar que ninguna mujer 
que recibe apoyo al momento de enfrentar un embarazo no deseado decide abortar. Por ello, les rogamos que 
revean sus posiciones y apoyen realmente la opción de la vida. Toda vida vale: la del niño de dos años y la 
del embrión de dos meses; la del bebé sano y la del feto con síndrome de Down. No se transformen en Jueces 
para decidir quién tiene derecho a vivir y quién no. Apoyen a la mujer. Permitan que nuestro país crezca y sea 
un lugar seguro donde se proteja a los que no pueden hacerlo por sí mismos. 


Muchas gracias. 
SEÑORA GREGO.- Agradezco la oportunidad de poder presentarnos. 


Hace doce años que venimos trabajando con mujeres con riesgo de aborto. Las recibimos, escuchamos sus 
problemas, les ofrecemos apoyo para salir adelante con su hijo. En estos doce años de trabajo ninguna mujer 
que se acercó a nuestra ONG y fue asesorada decidió abortar, en contraposición a lo que sucede luego del 
asesoramiento en el Hospital Pereira Rossell, donde el 80% de los que consultan deciden hacerlo. 


Nos reunimos dos veces por semana con las madres. Allí compartimos desayunos, reciben charlas de 
formación humana, se les entrega una canasta mensual de alimentos y ropa para bebé. Tenemos talleres de 
costura y tejido, y venta de ropa usada en ferias vecinales. Recibimos a aproximadamente ochenta mujeres 


embarazas por año. Esta es nuestra respuesta: apoyar a la mujer en su embarazo y salvar la vida de su bebé. 
Ninguna mujer que recibe apoyo, aborta. 


En estos años hemos visto con alegría que a pesar de las peores circunstancias en que pueda encontrarse la 
mujer embarazada sale adelante con su hijo. No hay peor flagelo que el aborto, que mata al hijo y destruye a 
la madre. Tenemos experiencia en atención de mujeres con síndrome pos aborto; conocemos muy bien su 
dolor. Aquí la dignidad, la justicia y la salud se salvan 


Con la esperanza de que entiendan que es posible dar esa respuesta de vida les pedimos, por las mujeres, por 
los bebés que están por nacer y por el futuro del Uruguay, que legislen respetando y apoyando la vida desde 
la concepción. El crimen del aborto jamás debe ser la respuesta. 


Como verán, no hemos discutido ningún punto de los tres proyectos que se presentan porque todos incluyen 
el aborto y para nosotros esa solución no es viable. 


No es la primera vez que venimos a visitarlos; ya les hemos hecho conocer nuestra experiencia, nuestro 
trabajo. Somos pocas, alrededor de cuatro o cinco, las que venimos luchando hace doce años sin ningún tipo 
de ayuda económica. Tenemos la alegría de darles el mensaje de que es posible ayudar de otra manera a la 
madre, a la mujer uruguaya. 


Teníamos la esperanza de que alguno de ustedes se interesara y nos hubiera hecho alguna pregunta, llamado o 
venido a visitar, y todavía seguimos teniéndola. 


Quedamos a sus órdenes y les dejamos nuestros teléfonos. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos la presencia. 


(Se retira de Sala la delegación de Madrinas por la Vida) 
(Ingresa a Sala la delegación de Movidos por la Vida) 


——— La Comisión da la bienvenida a la delegación Movidos por la Vida, integrada por las señoras María Inés 
Montero, Ellen Noguera y Victoria Colla y por los señores Ricardo Poladura, Juan Manuel Gutiérrez, Nicolás 
Portela y Nicolás Varela, a quienes les cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR PORTELA.- En primer lugar, les agradecemos haber aceptado nuestra solicitud de audiencia, 
que beneficia que Movidos por la Vida forme parte de este debate público parlamentario. 


Esperamos y deseamos, por el bien de nuestra sociedad y de nuestra democracia, que este debate sea real y 
fructífero, y que los puntos de vista y preocupaciones de las delegaciones sean tenidos en cuenta. 


También deseamos que el ritmo de gran aceleración con que se está tratando el tema, así como el hecho de 
que el texto en cuestión fuera votado antes de las audiencias de las delegaciones, no actúe en perjuicio de este 
debate. 


Mencionados estos buenos deseos por parte de nuestra organización, haremos una breve mención acerca de 
Movidos por la Vida, para luego introducimos directamente en el análisis de la versión final del texto que nos 
convoca y que nos fuera remitido amablemente. 


La organización Movidos por la Vida viene trabajando con ahínco en la causa de la defensa de la vida 
humana y se caracteriza por tres particularidades principales. 


En primer lugar, es una organización de jóvenes -la primera de este tipo en Uruguay, fundada, dirigida y 
promovida por ellos 


En segundo término, no tiene institucionalmente ninguna afiliación religiosa ni partidaria, conformando una 
columna de jóvenes extraordinariamente amplia y diversa, con múltiples credos religiosos y jóvenes sin 


credos, y con múltiples simpatías y adhesiones políticas, estando todas las visiones partidarias presentes, así 
como visiones sin claras preferencias. 


En tercer lugar -esto es fundamental, uno de sus trabajos principales lo constituye el contacto cara a cara con 
los uruguayos de a pie, de todos los barrios y condiciones del país, en lo que nosotros denominamos 
"militancias" o "movidas" barriales, tratando de concientizar sobre el tema. 


Estas características que hacen a la esencia de nuestra organización plantean cuestiones fundamentales. 
Como jóvenes -y esto lo digo enfáticamente -queremos transmitir el sentir de buena parte de este segmento 
de la población, como actores protagonistas activos de la historia y de la construcción de nuestro propio 
futuro y el de nuestra nación. Los contenidos de esta disertación, nuestros argumentos, escapan, exceden y no 
se basan ni parten de concepciones religiosas. Nuestros análisis y principios se basan en una cuestión 
altamente comprobable científica y objetivamente: la vida humana comienza en la concepción y nuestra 
misión consiste en defenderla y promoverla en todas sus etapas, por principios humanistas fundamentales y 
por una posición filosófica que adhiere a la concepción de los derechos humanos, siendo el derecho a la vida 
el primero de ellos y, además, inherente a la persona humana. Asimismo, el diálogo fluido con la sociedad - 
esto es muy importante -y con los uruguayos de a pie, nos ha permitido tener una visión global -más allá de 
lo que nosotros pensamos, hemos podido acceder a lo que piensa el conjunto de la sociedad -y extraer 
conclusiones importantes que serán incluidas en nuestro análisis. 


Mencionado todo esto, vayamos sin más al análisis del texto que nos convoca. 
SEÑOR GUTIÉRREZ.- Personalmente integro la Comisión de formación de nuestro movimiento. 


Si bien podríamos desarrollar un extenso análisis sustantivo, basado en los principios y derechos que están en 
juego con la práctica del aborto y con su legalización o despenalización, creemos que de esto se van a 
encargar de muy buena manera otras organizaciones que defienden la vida humana en este país. Por lo tanto, 
nos pareció un mecanismo de dialogo, desarrollar un análisis basado en la utilidad de este tipo de iniciativas, 
comparando los objetivos buscados y la eficacia para lograrlos 


Empecemos, entonces, definiendo cuáles son los objetivos que se buscan al querer regular el aborto 
reconociendo, evidentemente, que es necesario dar una regulación adecuada a una realidad tan difícil como 
esta, punto en el que seguramente estemos todos de acuerdo. La pregunta, entonces, es: ¿qué finalidad 
buscamos con una regulación? Creemos que son dos y que ustedes, señores Diputados, las compartirán. La 
primera de ellas es lograr que se reduzcan al máximo posible la cantidad de abortos, ya que son algo doloroso 
e indeseable, que además quitan la vida de al menos una persona y destruye anímica y físicamente a la otra. 


El segundo objetivo es ser indulgentes con la mujer que pasa por el calvario del aborto; es preciso ayudarla, 
contemplar mejor su situación y no simplemente castigarla con prisión. 


Nosotros creemos, sin temor a equivocarnos, que ninguno de los textos tratados en esta Comisión -el del 
Diputado Fernando Amado, el de los legisladores Mónica Xavier y Álvaro Vega, y el del Diputado Iván 
Posada, ni tampoco la versión producto de un acuerdo que nos han remitido -denominada "Interrupción 
excepcional del embarazo", logra los dos objetivos que acabamos de mencionar, y que por ello no son buenas 
regulaciones del aborto. 


En el texto producto de un acuerdo -que es en definitiva el que tratará esta Comisión y que ya se ha votado en 
forma general -se consagra, lisa y llanamente, un derecho a abortar y se regula su ejercicio, es decir se 
legaliza. Legalizar una conducta es lo mismo que hacerla lícita o permitida y, por lo tanto, ampararla al 
principio de libertad consagrado y protegido por nuestra Constitución en sus artículos 7” y 10”. La libertad de 
realizar un acto permitido es un derecho exigible. Por otro lado, si una conducta está tan solo despenalizada 
sigue siendo prohibida, y yo no puedo exigir realizarla, simplemente no seré castigado si incurro en ella. Este 
texto, por lo tanto, no es una mera despenalización sino que es una legalización. Vemos, por ejemplo, que en 
el artículo 9” se les impone a las instituciones del Sistema Nacional Integrado de Salud, la obligación de 
realizar abortos a sus beneficiarias, declarándolos actos médicos. La contracara de esta obligación no puede 
ser sino un derecho exigible. ¿Qué diferencia hay entre una ley que me obliga a pagarle $ 100 a Juan y otra 
que le da a Juan el derecho a exigirme $ 100? No hay ninguna diferencia. 


El carácter de legalización de este texto se ve reforzado, a su vez, con la lectura del quinto inciso del 
artículo 3%, y de los artículos 6%, 7* y 10%, 


Con un texto como este, o los otros que se han tratado, no lograremos el objetivo de reducir los abortos. Por 
el contrario, como muestra la experiencia en varios países, el número de abortos crece exponencialmente, 
comparando el año en que es legalizado con los siguientes años y décadas. ¿Cómo no va a crecer el aborto, si 
se publicitará como un servicio de salud más? Alcanza con ver lo que establece el artículo 5", literal d) de este 
texto. Inclusive, se podrán poner clínicas privadas que incentivarán a realizar más abortos -invitarán a las 
mujeres a practicarse abortos-, porque se dispondrá de una clínica limpia, linda, segura y profesional. 
Asimismo, quien instale la clínica, promoverá su negocio y le dará marketing, porque su afán es el lucro. Si 
la instala, es lógico que invite y estimule a las mujeres a realizarse abortos en esa clínica. Esto, por otra parte, 
producirá un fenómeno cultural de costumbre hacia el aborto, tomándolo como un método anticonceptivo 
más. 


El ex Presidente Tabaré Vázquez sintetizó muy bien este proceso cuando vetó algunos capítulos de la Ley de 
Salud Sexual y Reproductiva del año 2008: Dice el texto: "En los Estados Unidos en los primeros diez años 
se triplicó, y la cifra se mantiene: la costumbre se instaló. Lo mismo sucedió en España." Está claro, 
entonces, que la reducción del número de abortos está lejos de lograrse con regulaciones que lo legalicen. A 
esto debemos sumar el resultado del censo, que demuestra que en este país disminuyeron los nacimientos, lo 
cual es un problema: el reemplazo de la población. 


Por otro lado, estas iniciativas tampoco logran el objetivo de contener a la mujer que aborta; muy por el 
contrario, dejan en absoluta soledad a la mujer. Solo ella, y nadie más que ella -si tienen alguna duda, 
consulten el artículo 4* -deberá tomar la decisión. Inclusive, nada impide que la mujer, en un contexto de 
violencia intrafamiliar, se vea obligada a realizarse el aborto debido a amenazas de su pareja. Es más, una vez 
practicado el aborto, un gran porcentaje de las mujeres padecerá lo que se conoce como síndrome pos aborto 
y ahí, una vez más, el Estado dejará a la mujer librada a su suerte: la dejará sola. ¿Esto es indulgencia y 
solidaridad con la mujer? ¿No se la estará condenando a un mar de penurias? 


Nosotros creemos que estas iniciativas, efectivamente, tampoco ayudan a la mujer. 


Muchas gracias. 


SEÑORA MONTERO.- El texto presentado por esta Comisión no aborda ni propone soluciones 
concretas y efectivas a la problemática que motiva a las mujeres a realizarse un aborto. Tanto es así, 
que estamos seguros de que el tiempo y los esfuerzos que se han invertido en intentar liberalizar esta 
práctica -que todos coincidimos que no es deseable y debe ser evitada -debería enfocarse en su lugar a 
promover y efectivizar la verdadera solidaridad con la mujer embarazada, atendiendo las necesidades 
de esta población y de cada caso en particular. 


Las diversas circunstancias que empujan a una mujer a realizarse un aborto son las que prácticamente todos 
conocemos: problemas económicos, dificultades para terminar sus estudios, discriminación laboral, falta de 
apoyo familiar y social, violencia doméstica, o el hecho de encontrarse solas y sin que se les ofrezca ninguna 
alternativa. Estas circunstancias que acabo de mencionar siguen siendo las mismas una vez que esa mujer se 
realizó el aborto y van a permanecer incambiadas, a menos que sean abordadas específicamente. La 
legalización o despenalización del aborto no van a solucionar ninguno de estos problemas subyacentes y si 
esto efectivamente fuera una solución, desaparecerían los problemas por los cuales una mujer decide 
realizarse un aborto. 


En definitiva, el problema del aborto no se va a solucionar mágicamente con una despenalización o con una 
legalización, sino con un régimen de apoyo y solidaridad a la mujer embarazada que se encuentra en una 
situación de vulnerabilidad y también a aquellas que ya han abortado; hay que atacar esas causas que las 
llevaron a tomar tan drásticas decisiones. Debemos apostar a medidas que les permitan llevar su embarazo a 
término y ejercer su maternidad -protegida por nuestra Constitución -en condiciones de dignidad y 
contención. 


Asimismo, el Estado debe también garantizar las condiciones para un adecuado desarrollo de los niños por 
nacer. Sabemos que el apoyo que podamos ofrecer a estas mujeres nunca será suficiente y es por eso que 


siempre debemos aspirar a más y tener un objetivo máximo como referencia, que es el de salvar a los dos, 
tanto al niño por nacer como a la mujer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quería hacer una precisión. 


Esta Comisión ha aprobado en general el proyecto que vino del Senado para abrir la discusión sobre el tema; 
no ha aprobado su articulado en particular. 


Agradecemos vuestra presencia y, seguramente a la hora de discutir el articulado, tomaremos en cuenta sus 
opiniones que han vertido con actitud, altura y respeto. Además, me parece muy rescatable que jóvenes como 
ustedes se motiven por cuestiones que hacen a la vida del país y a la opinión de la gente. 


Muchas gracias. 
(Se retira de Sala la delegación Movidos por la Vida) 
(Ingresa a Sala la delegación de la Mesa Coordinadora Nacional por la Vida) 


——- La Comisión Especial tiene el agrado de dar la bienvenida a la Mesa Coordinadora Nacional por la 
Vida, integrada por los señores Néstor Martínez y Carlos lafigliola, a quienes les cedemos el uso de la 
palabra. 


SEÑOR IAFIGLIOLA.- Saludamos y agradecemos a la Comisión por recibirnos en la mañana de hoy. 


Nuestra Mesa Coordinadora Nacional por la Vida, representante de varias organizaciones que defienden la 
vida en el Uruguay, quiere dar su parecer frente a esta nueva iniciativa parlamentaria de discusión sobre la 
legalización del aborto en nuestro país. Para ello, vamos a hablar de cuestiones de forma, de fondo, de 
procedimientos y de contenido. 


En cuanto a la forma queremos decir que entendemos que este tema ha tenido, a nivel del Poder Legislativo, 
un tratamiento irregular, con actos contrarios a derechos y, por momentos, con acciones de corte 
antidemocráticas. 


En la Comisión respectiva del Senado se negó audiencia a muchas asociaciones, que con la legítima finalidad 
de exponer su punto de vista ante un tema fundamental, como es el derecho a la vida, la habían solicitado en 
tiempo y forma. 


Además, desde la Comisión de Salud Pública del Senado fue enviado un texto al Plenario de esa Cámara, sin 
haber sido votado en general, por lo que dicho texto nunca fue ni es proyecto de ley. A continuación, dicho 
texto se votó inconstitucionalmente en el Plenario del Senado en forma apresurada, en medio de las fiestas 
navideñas, aprovechando la distracción natural de los ciudadanos, en un verdadero alarde de falta de 
sensibilidad y de respeto nunca vistos en el Senado del país. 


Luego de ello, en febrero pasado, el mencionado texto fue impugnado por un grupo de ciudadanos sin elevar 
la Presidencia de la Cámara el recurso jerárquico interpuesto. Ingresado el texto a la Comisión de Salud 
Pública y Asistencia Social de la Cámara de Diputados, donde siempre se han tratado este tipo de temas, fue 
sacado del orden del día y viendo que no había mayorías necesarias para su aprobación se realizó la jugada 
política de crear una Comisión Especial, votada en la madrugada durante una sesión maratónica en la que se 
trataba el tema de Pluna. De nuevo se intentó que su creación pase inadvertida para la ciudadanía. 


Por lo tanto, la Comisión Especial no tuvo un proyecto determinado para discutir, sino varios: el del Diputado 
Amado, el del Diputado Posada, el que venía del Senado y uno acordado entre el Frente Amplio y el Partido 
Independiente. 


En la Comisión Especial se toma una decisión sorprendente por lo inusual y antidemocrática. Me refiero a 
que se vota un texto antes de escuchar a cualquiera de las más de veinte asociaciones que ya habían solicitado 
ser recibidas. Esto es ir contra la esencia misma del Parlamento, dejando de lado la voz del pueblo, opinión 


que debería servir a los legisladores para madurar la decisión a tomar en la votación considerando, además, 
en este caso, la real importancia del tema en cuestión: el derecho a la vida. 


Y continúan las irregularidades. Esta vez la jugada pretendida es votar el texto que viene del Senado y 
sustituirlo integramente por el acordado entre el Frente Amplio y el Partido Independiente. Esto se haría en 
una votación particular, por vía de sustitución de artículos. De este modo, se enviaría al Senado un texto 
nuevo disfrazando al que tiene media sanción, pretendiendo de esta manera decidir todo en una sola votación. 


Estas y otras inconstitucionalidades nos hacen pensar que pocas veces, o nunca, en la historia legislativa del 
país se han atropellado tantas normas y principios esenciales en el afán desaforado de imponer, como sea, un 
texto mediante procedimientos profundamente contrarios a las tradiciones democráticas de nuestro pueblo. 


Por último, y ante todo, exhortamos a los legisladores conscientes del valor y de la dignidad de la vida 
humana y de las exigencias de una auténtica democracia a que redoblen sus esfuerzos por evitar que siga 
adelante este atropello a nuestro sistema constitucional legislativo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de continuar, esta Presidencia se va a permitir clarificar algunos 
aspectos ya que, aparentemente, la delegación presente carece de alguna información. 


El señor Carlos lafigliola ha hecho algunas afirmaciones con respecto a esta Comisión y al Parlamento que 
son absolutamente inexactas. 


En primer lugar, esta Comisión votó en general el proyecto de ley que envió el Senado, por lo que el texto 
definitivo, su articulado, aún no está aprobado. Además, no es cierto que hayamos aprobado el proyecto de 
ley y que luego se invitara a las delegaciones. Por lo pronto, corrijo eso. Usted, y el señor que lo acompaña 
están siendo recibidos por la Comisión antes de la votación particular del proyecto de ley. 


Por tanto, reitero que no es correcto lo que usted afirmó. Y quería decirle esto para que tuviera con precisión 
la información con precisión. 


SEÑORA LAURNAGA.- Voy a hacer uso de la palabra y después me voy a retirar de Sala hasta que 
termine esta entrevista, porque esta Comisión no va a abrir un debate sobre esto. 


Simplemente quiero decir que si la delegación presente cuestiona la legitimidad de la democracia de esta 
Casa y de esta Comisión, hubiera sido de su estatura moral no aceptar la invitación para venir a expresarse a 
un ámbito ilegítimo. 


De todos modos, vamos a considerar lo que dejen por escrito y todas sus expresiones para demostrarle que 
esta Casa es democrática y que nosotros integramos un organismo legítimo. Si el señor considera que es 
ilegítimo, se tiene que retirar de la Comisión. 


Por tanto, me retiraré de Sala y volveré en cinco minutos. 


(Se retira de Sala la señora Representante Laurmnaga) 


SEÑOR IAFIGLIOLA.- En primer lugar, quiero decir que es una pena que se retire la señora 
Diputada, porque los cuestionamientos que hicimos fueron en base a la constatación de los hechos y a 
las versiones taquigráficas de cada una de las instancias que se llevaron a cabo sobre este tema, tanto 
en el Senado como en la Cámara de Representantes. No estamos inventando nada. 


Venimos porque nos corresponde, más allá de que consideramos que hay una cantidad de aspectos que no se 
ajustan a derecho. Como ciudadanos tenemos derecho a venir a expresar nuestra posición y voluntad a una 
Comisión como la que en estos momentos estamos visitando. Por eso creo que el planteo de la señora 
Diputada es equivocado. 


En cuanto a lo planteado por el señor Presidente con respecto a la votación y recibir a las delegaciones, 
siempre tuvimos la idea de que a las organizaciones eran recibidas antes de que se hiciera algún movimiento 
sobre los proyectos, es decir, ni siquiera votarlos en general. Esta Comisión, la semana pasada, votó en 


general un proyecto de ley. Entonces, nos parece que el procedimiento correcto hubiera sido el de recibir, en 
primer lugar, a las organizaciones que legítimamente solicitamos una audiencia con esta Comisión y después 
recién comenzar -como corresponde legítimamente -a discutir el o los proyectos, y votarlos cuando 
correspondiera. 


Nos parece que el procedimiento fue al revés, y por eso lo marcamos en esta instancia. 


SEÑOR GARCÍA.- Creo este procedimiento no es bueno para llevar adelante la dinámica de trabajo 
pautada. Si los legisladores interrumpimos e iniciamos un debate, después deberemos respetar el 
tiempo que se le otorga a cada organización. Considero que deberemos proceder como en los partidos 
de básquetbol, que se marca el reloj de tiempo de juego, porque de lo contrario con nuestras actitudes 
lo que hacemos es amordazar a las delegaciones. Por tanto, en primer lugar, voy a solicitar que se 
respete la pauta que nos fijamos: de escuchar a las delegaciones. 


Por otro lado, abierto el debate, voy a incurrir en él. 


Creo que lo que acaba de decir el señor lafigliola es de estricta verdad: había tres proyectos de ley, y con el 
pasaje a la discusión en particular de uno de ellos se decidió que solo ese se tuviera en cuenta. Todos sabemos 
que cuando se aprueba un proyecto de ley en general -ese es el término reglamentario, se descartan los demás 
que puedan existir. En realidad, empezamos el trabajo de esta Comisión con tres iniciativas y ahora tenemos 
una. ¿Por qué? Porque se llevó a cabo una votación en general. Lo dijo el señor Carlos lafigliola es 
estrictamente verdad. 


En segundo término, sobre los cuestionamientos que puede hacer una delegación sobre la legitimidad, 
¡vamos! Ni el señor Presidente ni yo somos nuevos en esta Casa, Uno puede compartir, o no, lo que dice una 
delegación, pero hay una cuestión esencial de respeto, de escucha. Para eso se los convoca 


En esta Casa se han votado proyectos de ley que luego fueron leyes inconstitucionales. Así que reaccionar - 
por un cuestionamiento a la legitimidad, que es procedimental, me parece que es tener la piel 
extremadamente fina o, por lo menos, no tener la tolerancia necesaria para escuchar, aun en la discrepancia. 


El día de hoy recibiremos a dieciocho delegaciones -apenas vamos en la cuarta -y estoy seguro de que no voy 
a coincidir con todas, como tampoco lo hará el señor Presidente, pero creo que no se le va a ocurrir 
abandonar la Presidencia intempestivamente, ni a mí hacer lo propio. Escucharemos, como corresponde, en 
forma democrática, con respecto y tolerancia sabiendo que por suerte formamos parte -de un país plural. Por 
tanto, creo que no hay que agraviarse y que hay que respetar y escuchar a las delegaciones 


Reitero una vez más que lo que sostuvo la delegación presente, el señor lafigliola en particular, es la estricta 
verdad: hubo una votación en general. Ahora se están recibiendo a las delegaciones, y después se llevará a 
cabo la votación particular. ¿Sobre qué proyecto de ley? Sobre el que fue votado, y no sobre otro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Recuerdo a los señores Diputados que lo que se acordó, como bien dijo el 
señor Diputado García, es escuchar a las delegaciones, por lo que les pido su colaboración. 


SEÑOR POSADA.- Simplemente quiero dejar una constancia. En primer lugar, la votación en general 
de un proyecto supone el pasaje a la discusión particular, y en esa etapa se pueden modificar todos y 
cada uno de los artículos. Por tanto, en la medida en que no se ha comenzado directamente con la 
votación de los artículos, la discusión está abierta. Por eso me parece que fue sabia la decisión tomada 
el día de ayer, en cuanto a aplazar esa discusión hasta que se culminara de recibir a las delegaciones. 


En segundo término, nuestros invitados han insistido -lo han mencionado en un par de oportunidades -en que 
se trata de un proyecto de ley producto del acuerdo entre el Frente Amplio y el Partido Independiente. 


El Partido Independiente, como es notorio, entiende que este es un tema en el que se debe tener libertad de 
conciencia, y en consecuencia, ha dejado en libertad a los legisladores que lo representamos. Tan es así que 
quien habla presentó un proyecto de ley con el cual no coincide el señor Diputado Daniel Radío. Por lo tanto, 
no se puede hablar de un acuerdo entre el Frente Amplio y el Partido Independiente. En todo caso, se puede 
hacer referencia al acuerdo que han realizado algunos legisladores del Frente Amplio con quien habla. 


Esta era la aclaración que quería realizar. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Me voy a referir al contenido del texto aprobado, fundamentalmente, a los 
puntos en que coincide sustancialmente con el otro texto que, según se desprende de las versiones 
taquigráficas, es el que se proyecta ir sustituyendo por otros artículos. Inclusive, me voy a referir a los 
artículos de ese otro proyecto, porque me parece que es lo más práctico. 


Ante todo quiero decir que este proyecto es de legalización del aborto y no solamente de despenalización, tal 
como se ha dicho en algunos lugares. Hay aspectos de este texto establecen esa legalización. Por ejemplo, el 
artículo 9” establece el derecho a exigir la realización del aborto en los centros de salud públicos y privados. 
Esto supone un derecho de la mujer a que se realice el aborto, y esto va mucho más allá de lo que sería una 
despenalización. 


Además, en ese mismo artículo también se dice que el aborto es un acto médico. Evidentemente, no se está 
haciendo referencia a la despenalización de un acto médico, sino a una actividad que se considerará legal. 


En el artículo 4* se dice que los médicos deberán entrevistarse con el padre en caso de que se haya recabado 
previamente el consentimiento expreso de la mujer. O sea que aquí, nuevamente, subyace la idea del derecho 
de la mujer a tomar una decisión, lo cual va mucho más allá de decir que algo no va a ser penalizado. 


El término "padre" está explicitando la convicción subyacente de que el fruto de la concepción es un ser 
humano, porque el único que puede ser hijo de otro ser humano es un ser humano. Además, el texto no solo 
legaliza el aborto, sino que en los hechos, hasta los nueve meses, puede hacerse con la sola petición de la 
mujer. En el artículo 6” se establecen excepciones en el caso de grave riesgo para la salud de la mujer, 
malformación incompatible con la vida fuera del vientre de la madre, y violación. Estas excepciones, al no 
tener ningún límite, nada impide que lleguen hasta los nueve meses más allá del tecnicismo de que se diga 
que se practicaría el aborto solo si la criatura no es viable. De todos modos, es evidente que una interrupción 
del embarazo por más viable que sea, la criatura no va a nacer, ni vivirá y crecerá ya que el objetivo es la 
muerte del hijo. 


¿Por qué decimos que se legaliza en los hechos hasta los nueve meses con la sola petición de la mujer? 
Porque el concepto de salud que se maneja corrientemente como estado de bienestar biológico, psicológico y 
social habilita a que en los hechos la mujer pueda aducir malestar psicológico, simplemente por el embarazo, 
hasta los nueve meses. Según el texto de este proyecto de ley ello obligaría a los centros de salud a realizar el 
aborto, con lo cual el plazo de doce semanas, en la práctica, pasará a ser algo puramente retórico. 


Además, el texto atenta contra la libertad de ideario de las instituciones de salud y el derecho de objeción de 
conciencia institucional cuando el artículo 9” establece la obligación de llevar a cabo el procedimiento de 
aborto en los centros de salud públicos y privados. Se ha hablado mucho de que con este texto no se quiere 
obligar a nadie a actuar contra sus convicciones. Sin embargo acá se pretende obligar a instituciones de salud 
que pueden tener principios filosóficos radicalmente contrarios a atentar contra el derecho de la vida de un 
ser humano inocente, a hacer los abortos. 


Por ejemplo, recordemos que el Parlamento Europeo, el 7 de octubre de 2010, en la Resolución N* 1763 se 
estableció: "[...] ninguna persona u hospital o institución será coaccionada, considerada civilmente 
responsable o discriminada respecto a su rechazo a realizar, autorizar, participar o asistir en la práctica de 
abortos, eutanasia o cualquier otro acto que cause la muerte de un feto humano o un embrión por cualquier 
razón. [...]". 


Obviamente que esta no es una ley uruguaya, pero es un indicador de por dónde van las sociedades más 
civilizadas en este momento en cuanto a reconocer lo más básico de los derechos humanos: el derecho a la 
vida. 


Esta Resolución continúa diciendo que ello se podrá hacer "[...] mediante la contratación de los servicios 
pertinentes [...]", es decir, por medio de la tercerización, aspecto que también se prevé en este proyecto de 
ley. Obviamente que esto no cambia la violencia moral que se ejerce sobre las instituciones al obligarlas no 
solo a matar sino a pagar a otro para que mate. No hay una diferencia sustancial al respecto. 


También decimos... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señor Martínez: le solicito que redondee su exposición. Hemos tenido 
tolerancia para que pueda culminar. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Me parece que con las intervenciones quedé bastante perjudicado en cuanto al 
tiempo. 


De todos modos, dejo a la Comisión nuestra posición al respecto para que los señores Diputados puedan 
leerla. 


Termino diciendo que el texto es violatorio al derecho a la vida que es el derecho humano fundamental. Todo 
ser humano inocente tiene derecho a la vida. Hablamos de inocente para no entrar en colisión con el derecho 
de legítima defensa o con el derecho del Estado a utilizar la fuerza en la expresión del delito. Fuera de estos 
casos, una sociedad civilizada no puede autorizar por ley que se le quite la vida a un ser humano, menos aún 
al más indefenso de todos que es el que todavía no ha nacido. 


Todo el sistema legal pierde sentido si no está al servicio de los derechos humanos, más aún si es violatorio 
de los derechos humanos. Es impensable el Estado de derecho en un sistema democrático, republicano y 
representativo si la ley autoriza el atentado contra el derecho a la vida. 


El Derecho es lo que distingue a la sociedad humana de cualquier agrupación de bestias irracionales. De 
todos los derechos, el derecho a la vida es el más básico y fundamental, porque es el que condiciona a todos 
los otros derechos. Se ha hablado de fundamentalismo y es imposible hablar de ello a la hora de defender los 
derechos más elementales que distinguen la convivencia humana del mero gregarismo animal. También es 
imposible hablar de fundamentalismo en la consigna de la cruzada de los 33 orientales, "Libertad o Muerte". 
No es que fuesen fundamentalistas sino que estaban frente a realidades básicas y fundamentales. 


Precisamente, es la libertad del ser humano la que está amenazada en una sociedad que tolera la ejecución 
legal de los inocentes, sacrificados a los intereses de diversas clases y tipos de poderosos. 


¿Cómo no hablar de discriminación... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señor Martínez: le agradezco por su tiempo. Realmente hemos sido flexibles. 
Comenzamos esta entrevista a la hora 10 y es la hora 10 y 25. Tenemos que recibir a otras delegaciones 
que están esperando. Lamentablemente, se ha agotado el tiempo que teníamos destinado para escuchar 
sus Opiniones, por lo que agradecemos vuestra presencia en la mañana de hoy. 


(Se retira de Sala la Mesa Coordinadora Nacional por la Vida) 
(Ingresa a Sala la señora Adriana Abraham, de Ceprodih) 


——— La Comisión tiene el agrado de recibir a la señora Adriana Abraham, representante de Ceprodih, Centro 
de Promoción por la Dignidad Humana. 


SEÑORA ABRAHAM-- Estoy aquí para hablar sobre las circunstancias derivadas de las condiciones 
de penuria sociales y familiares de las mujeres embarazadas, que supuestamente se esgrime como 
argumento para legalizar el aborto. 


Ceprodih tiene más de catorce años trabajando con madres, niños y familias en situación de alto riesgo, 
situación de calle, violencia doméstica y desempleo, y podemos afirmar que el aborto no soluciona nada a 
estas mujeres. La realidad es que la mujer aborta y va a volver a la misma realidad de violencia, pobreza y 
maltrato en la que estaba. Permitiéndole o autorizándole a abortar no le estaríamos solucionando el problema 
a la mujer. 


Desde hace tres años Ceprodih viene implementando el Programa Porvenir porque si bien estábamos 
trabajando con familias, veíamos que había un déficit tremendo a nivel del Estado con respecto a la mujer 


embarazada. Por ejemplo, el INAU nos paga por niño nacido, pero si estaba en la panza de la madre, no nos 
paga nadie. Inclusive, actualmente el INAU ni siquiera nos paga por la madre sino por la atención de niños, 
en este caso, víctimas de violencia doméstica. 


Frente a ese vacío de políticas de Estado enfocadas a apoyar a la mujer embarazada, creamos el Programa 
Porvenir, que fue presentado en todos los organismos públicos habidos y por haber: tanto al INAU, MIDES, 
Intendencia y Salud Pública. Hasta el momento no hemos logrado algún financiamiento para este programa, 
que apoya a la maternidad, a la mujer que está atravesando una situación económica y familiar difícil. 
Todavía estamos esperando por una respuesta. 


Quisiéramos que el Programa "Uruguay crece contigo" invierta dinero en la mujer que quiere tener a su bebé 
pero no puede por las circunstancias anteriormente mencionadas. 


Soy una persona bastante ignorante aunque dirijo a Ceprodih y capaz a la Comisión le parezca un poco un 
mamarracho lo que voy a decir. Hay una cuestión de sentido común. Se argumenta que hay treinta y tres mil 
abortos por año. Si se calcula que un aborto a nivel clandestino cuesta US$ 300, aproximadamente, estamos 
hablando que de legalizarse el aborto se invertirían US$ 10:000.000 en eliminar la vida del ciudadano 


Hasta el momento nosotros no hemos podido recibir un solo peso por parte del Estado para salvar la vida de 
un niño. Entonces, si estamos en un país que tiene baja natalidad y que en pocos años esto se va a volver en 
un problema real por el recambio generacional, ¿cómo es posible que haya dinero para eliminar la vida de los 
bebés y no se logre concretar apoyo para salvar las vidas? -No estamos hablando solo de salvar la vida del 
bebé, porque Ceprodhi -les dejé un folleto explicativo -es un programa de atención integral a la mujer a 
través de la capacitación, apoyo para insertarse en el mercado laboral y se la ayuda con soluciones 
habitacionales. 


Si ustedes, que son quienes tienen el poder, pudieran hacer cumplir el famoso artículo 42 de Constitución de 
la República, que dice que la maternidad, cualquiera sea la condición, tiene derecho a la protección de la 
sociedad, sería mejor que tener esa especie de obsesión de legalizar y legalizar el aborto. ¡Apoyemos 
programas integrales que ayuden a la mujer embarazada! ¡Destinemos recursos a la mujer embarazada en una 
situación complicada! Ceprodhi puede ofrecer un modelo de intervención, puesto que desde hace tres años 
viene trabajando en forma ambulatoria y este año, sin difusión, sin apoyo del Estado ni recursos, han nacido 
y hemos atendido a decenas de bebés. En estos días -espero poder darle un poco de difusión -va a nacer el 
primer niño dentro del hogar. 


Si las empresas, las organizaciones privadas y personas se unen para salvar la vida de los niños, imaginen lo 
que podríamos hacer si el Estado destinara ese dinero a salvar vidas. Con la décima parte de esos diez 
millones, nosotros ponemos un centro de atención a la mujer vulnerable en cada región del país, y no 
solamente estaremos garantizando el nacimiento de decenas de niños sino un programa integral para la mujer. 
Creo que sería "ganar ganar”, porque no solamente ganarían los niños con posibilidades de nacer, se apoyaría 
efectivamente a la mujer con un programa de capacitación y de inserción laboral, que le permitiría estar más 
preparada para enfrentar a futuros hijos, sino que también ganaría el país. Reitero que ganaría la mujer, 
ganaría el niño y ganaríamos todos si se invirtiera ese dinero en programas integrales de atención a la mujer 
vulnerable. 


SEÑOR GARCÍA.- ¿Qué cantidad de madres y niños han atendido? 


SEÑORA ABRAHAM.- Hemos atendido a más de setenta mujeres. Este año vamos en veinticinco y el 
año pasado llegamos a un total de cincuenta y seis, con recursos privados y sin difusión. Ahora en el 
hogar tenemos a cuatro madres pero es porque no tenemos plata para pagar el equipo, la luz, el agua, 
la carne ni la verdura. Realmente intentamos que sea un programa integral y cuesta más de $ 100.000 
por mes sostener un hogar en condiciones. Quienes trabajan en esto lo saben. 


Fui al Mides y me mandaron al PASC -Programa de Atención a las Situaciones de Calle, pero esto no es un 
refugio sino un programa de atención integral a la familia vulnerable. El programa pretende que la mujer 
salga adelante y busca aprovechar los meses del embarazo para hacer un proceso de la mujer para que cuando 
salga, tres o seis meses luego de nacido el niño, lo haga con herramientas concretas para insertarse en la 
comunidad. 


SEÑOR GARCÍA.- ¿Algunas de las madres que ustedes reciben se acercan planteando la intención de 
hacerse un aborto o todas van con la iniciativa de tener a su hijo? 


SEÑORA ABRAHAM.- Nos llega de todo, desde la chica que se plantea el aborto hasta la madre que 
quiere que su hija adolescente aborte. Nuestra experiencia es que, una vez que se habla con la familia, 
ya sea con la mujer embarazada o con los padres -hace poco llegó una chica que tenía pareja y a los dos 
padres, e igual querían abortar -y se plantea la posibilidad de tener un proyecto de vida, de 
capacitarse, se le dice que el niño no va a ser un estorbo, que la vamos a apoyar en la inserción laboral 
o en el problema de vivienda que tenga o, incluso, con la simple contención, la mayoría decide tener al 
bebé. Son muy pocos los casos en que han abortado. 


Para que vean la pobreza con que trabajamos, ni siquiera tenemos una línea telefónica gratuita; la chica que 
se comunica paga el mensaje de texto. A pesar de la poca difusión que tenemos nos llaman muchas chicas, así 
como también madres y abuelas preocupadas por sus hijas o nietas que se plantean la alternativa del aborto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos su aporte. 


(Se retira de Sala la representante de Ceprodhi) 
(Ingresan a Sala representantes del Departamento de Género, Equidad y Diversidad del PIT CNT) 


——- La Comisión da la bienvenida a las señoras Beatriz Fajián, Loreley González, Alma Fernández y 
Adriana Lado, representantes del Departamento de Género, Equidad y Diversidad del PIT? CNT. 


SEÑORA FERNÁNDEZ.- En nombre del PIT- CNT agradecemos a la Comisión que nos haya recibido. 


Desde hace muchos años el movimiento sindical, en tanto organización social, tiene posición sobre la 
legalización del aborto. Creemos que es una cuestión de derechos humanos y de avance de la democracia que 
el proyecto sea sancionado. Nos lastiman mucho las muertes de mujeres por mala praxis durante el aborto. 
Lamentablemente, este año ya ocurrieron dos. 


Ha llegado un momento en el proceso democrático de este país en el que tenemos que decir sí a este 
proyecto, en el que tenemos que despenalizar y legalizar el aborto. 


También queremos hablar de la igualdad de oportunidades. En este país la práctica clandestina del aborto es 
muy común y no podemos seguir enterrando la cabeza en la tierra como el avestruz, sabiendo que han muerto 
mujeres por esa causa. Estamos seguras de que esta Legislatura, al igual que la anterior, va a aprobar la 
despenalización del aborto. Las mujeres de la clase trabajadora buscamos la igualdad de oportunidades. No 
puede ser que quien tiene dinero pueda acceder a una práctica segura del aborto y quien no lo tiene - 
fundamentalmente las trabajadoras -deba correr el riesgo de una práctica insegura que puede llevar a la 
muerte. 


Creemos que es una cuestión de democracia, de igualdad de oportunidades y, por lo tanto, pedimos a la 
Comisión que avance en el trámite de este proyecto y lo apruebe de una vez en esta Legislatura porque, en 
nuestra casa, en el PIT CNT, el Presidente de la República se comprometió a no vetarlo. 


Se trata de un debe con las mujeres uruguayas, y queremos que en esta Legislatura se avance de una vez en la 
resolución de esto, que es muy importante para las uruguayas, porque no podemos darnos el lujo de tener una 
sola muerte más por mala praxis de aborto. 


Por lo tanto, solicitamos a esta Comisión que escuche, por lo menos, la palabra de las trabajadoras, sabiendo 
que tendrá nuestro apoyo tácito. 


No venimos a opinar solo como representantes de la Secretaría de Género, Equidad y Diversidad del PIT- 
CNT, sino a transmitir la resolución del VII Congreso del PIT- CNT. 


Por lo tanto, ni una muerte más de mujeres, y queremos que en las mutualistas y en ASSE se pueda 
desarrollar esta práctica, que es muy común y que también hace a nuestra convivencia. 


SEÑORA FAJIÁN.- Soy Secretaria de Género, Equidad y Diversidad en el mayoritario Secretariado 
de hombres del PIT CNT. 


Cuando algunas mujeres decimos que estamos a favor de despenalizar el aborto, parecemos malvadas. Creo 
que ninguna mujer quiere hacerse un aborto; es su última decisión, porque el instinto pide que uno sea madre. 
Por ejemplo, la compañera Alma Fernández y yo tenemos cuatro hijos y más. Es decir, nos gusta tener hijos. 
Si yo hubiera dispuesto de medios económicos, habría tenido una docena de hijos, pero como no tenía, me 
tuve que conformar con los que pude tener para darles lo mínimo indispensable. 


En esta época la mujer sabe cómo prevenir y, si no lo sabe, ahora hay distintos lugares donde se informa. No 
obstante, siempre existen imprevistos -que no precisan explicarse -y alguna mujer puede quedar embarazada 
sin haberlo pretendido y no tiene los medios para tener a ese niño. No olvidemos que los niños no vienen al 
mundo con un pan abajo del brazo, y debemos mantenerlos, educarlos y brindarles las mejores condiciones. 
Para eso, debemos disponer de un lugar adecuado donde criarlos, educarlos y alimentarlos correctamente. 
También debemos tener en cuenta quién lo cuide en el momento que salimos a trabajar. Hoy ya no se dice 
que la casa la puede mantener solo el hombre, y sabemos que se necesita más de un ingreso. 


Nosotros queremos igualdad de oportunidades. Sabemos que las mujeres que se hacen abortos en clínicas 
muy buenas no tienen ningún problema, y de eso no hay estadísticas, pero sí las hay de los que se hacen las 
mujeres pobres, que no pudieron pagar un aborto seguro, que recurren a cualquier lugar, que toman pastillas 
o les colocan una sonda, en las peores condiciones y muchas veces se mueren, dejando sus hijos sin madre y 
todo un embrollo familiar. Queremos que las mujeres uruguayas tengan las mismas oportunidades, sin 
importar su situación. 


Insisto que las mujeres nacimos, por instinto, para tener hijos y por ellos peleamos cada día, porque somos 
capaces de enfrentar cualquier cosa por nuestras crías, de hacer lo imposible para tener medios para 
mantenerlos. Somos capaces de muchas cosas, pero a veces uno debe valorar si hay condiciones para tener un 
hijo. 


Suponemos que estamos en un país bastante adelantado en muchos aspectos, pero no puede ser que en África 
desde la década del noventa exista la posibilidad de que la mujer, antes de las doce semanas, en función de 
sus necesidades, se practique un aborto, sin presiones, y acá no. 


Si se aprueba la despenalización, no creo haya ni un aborto más que hasta ahora, sino que simplemente se 
van a hacer con más seguridad. 


Asimismo, no podemos vendarnos los ojos y negar la existencia del aborto en Uruguay. No hay estadísticas 
del aborto ilegal que se hace -quien puede pagárselo, sino de quien no se lo puede pagar y, después, se dice 
que murieron tantas mujeres aquí o allá. Hoy hasta por Internet se compran las pastillas abortivas y por eso - 
negar la existencia del aborto sería como querer tapar el sol con un dedo. 


Queremos aclarar que la posición del PIT- CNT no ataca a ninguna religión. Se puede creer e ir a la Iglesia 
tranquilamente, pero también se debe -ser responsable cuando se decide ser padre y tener hijos, asumiendo 
que -hay que educarlos, criarlos, atenderlos y contar con los medios suficientes para convertirlos en seres 
dignos que no anden rodando después por las calles. 


SEÑORA LADO.- Ratifico lo que han dicho mis compañeras. 


Un eje central de nuestro trabajo tiene que ver con un aspecto que este Gobierno trata de priorizar: la 
igualdad de condiciones a través de la creación de políticas públicas. 


Cuando hablamos de igualdad de oportunidades, nos referimos concretamente a igualdad de condiciones de 
nuestras mujeres en un Sistema Nacional Integrado de Salud que implemente las normas previstas en este 
proyecto que esperamos se apruebe de una buena vez y que no siga quedándose encerrado acá, en nuestro 
Poder Legislativo, y salga a la luz para contemplar todas las situaciones y condiciones sociales. 


Por eso, traemos la palabra de nuestro movimiento sindical y de nuestras trabajadores que sabemos que no 
tienen para pagarse un aborto y no se lo hacen en las mejores -condiciones. 


El aborto existe desde hace muchos años, y frente a esta realidad tratamos de encontrar una solución. Como 
sociedad y sistema democrático estamos en condiciones de aprobar este proyecto, sin más demoras. 


Insistimos en esto porque, como ya se dijo, son decisiones de congreso de todo el movimiento sindical de 
este país. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a la Secretaría de Género, Equidad y Diversidad del PIT- CNT 
por los aportes efectuados. 


(Se retiran de Sala las representantes de la Secretaría de Género, Equidad y Diversidad del PIT- CNT) 
(Ocupa la Presidencia el señor Representante Amarilla) 


(Ingresa a Sala una delegación del Instituto Jurídico Cristiano, Uruguay) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión tiene el gusto de recibir a la delegación del Instituto Jurídico 
Cristiano, Uruguay, integrada por las señoras Silvana Ferreira y Mariana Errazquin, y por el señor 
Marcel Legarra. 


Les cedemos el uso de la palabra para que hagan referencia a los tres proyectos de ley a estudio sobre la 
interrupción voluntaria del embarazo. 


SEÑORA FERREIRA.- Queremos agradecer la oportunidad de tener esta instancia. 


El Instituto Jurídico Cristiano, Uruguay es una organización no gubernamental habilitada que propende a 
defender los derechos humanos. Tiene como objetivo primordial que todos somos seres humanos con una 
dignidad especial que es la que proviene de la imagen y semejanza que tenemos con Dios. 


En esta ocasión, queremos plantear algunos argumentos netamente jurídicos; por el escaso tiempo de que 
disponemos para expedirnos, no queremos abundar en cuestiones filosóficas y religiosas que sabemos que 
pueden generar debate. Además, tenemos conocimiento de que estos temas ya fueron debatidos en 
oportunidades anteriores. 


Con relación al foco puntual de lo que nos fuera encomendado a través del oficio de convocatoria a esta 
audiencia, queremos centrarnos primeramente en breves consideraciones puntuales acerca de los cuatro 
proyectos de ley que se nos encomendaron, en alguna consideración concreta con respecto al conflicto de 
derechos humanos que entendemos que existe en este debate y en algunas conclusiones. 


En cuanto a los cuatro proyectos de ley que están en discusión, primero analizamos el del Representante 
Nacional Fernando Amado, que figura en el Repartido N” 585. En su exposición de motivos él destaca que el 
aborto no es deseable pero luego habilita no solo el aborto hasta las doce semanas de gestación sino, 
inclusive, en casos especiales, hasta las dieciocho semanas y lo erige como un acto médico, lo que 
entendemos objetable. Todos sabemos que por su esencia y definición el acto médico propende a cuidar la 
salud y la integridad de todos los involucrados en la situación, con lo cual no estaría dada la condición para 
que se entienda que el aborto tiene el carácter de tal. Por esa razón, entendemos que no es idóneo habilitar la 
negación de la vida o, en definitiva, la eliminación de la salud sin ningún condicionamiento, sin expresión de 
causa, sin un fundamento legítimo o razonable. 


Con respecto al segundo de los proyectos que analizamos, que es el de varios señores Senadores y que figura 
en el Repartido N* 785, queremos destacar dos puntos. En primer lugar, que se trata a la violación como una 
posibilidad para habilitar el aborto, lo cual ya está regulado en nuestro Código Penal, por lo que entendemos 
que en este sentido no agrega nada. En segundo término, el artículo 6” induce a creer que el interés superior 
de la niña embarazada siempre va a ser el aborto. En el proyecto se habla de "menor" pero todos sabemos que 
es un término obsoleto en materia jurídica; el término correcto sería "niña o adolescente". Esto no solo no es 
verdadero sino que tampoco está científicamente comprobado que sea así. 


En lo que tiene que ver con el tercer proyecto, el del señor Diputado Posada, que figura en el Repartido 

N? 812, concretamente queremos destacar dos puntos. Por un lado, en esta iniciativa por primera vez se 
reconocen los conceptos de concebido y de feto, por lo tanto, al hacerlo estos se están erigiendo y deben tener 
un estatuto jurídico. Por otro, hay un aspecto relevante que habría que tomar en consideración que es la 
regulación de la objeción de conciencia. En este sentido, también se nos plantean objeciones. El artículo 10, 
relativo a este tema, plantea la posibilidad de que aquella persona que haya cambiado de opinión, o sea, quien 
entienda que ya no es objeto de conciencia con respecto a la práctica del aborto, pueda de forma tácita o 
expresa, por la mera realización de abortos, transformarse en una persona liberada de esa restricción. No 
obstante, la situación inversa no está prevista en la norma, con lo cual entendemos que es una limitación a la 
libertad de elección de los profesionales. Si bien el proyecto de ley prevé un plazo para que un profesional se 
pueda expedir con respecto a su objeción de conciencia, transcurrido el mismo luego podría suceder que una 
persona, a lo largo de su vida personal y profesional, llegue a concretar una objeción de conciencia por la 
práctica del aborto; sin embargo, en ese caso no podría variar su criterio. Por eso entendemos que en esto hay 
una violación al derecho a la libertad de elegir en sentido contrario a la práctica del aborto, en el caso de ser 
un profesional tendiente a proteger la vida. 


Con respecto al cuarto proyecto, el del señor Representante Nacional, contador Posada, pero sin 
identificación de número de Repartido, por lo menos de acuerdo con la documentación que nos llegó a 
nosotros, tenemos un par de consideraciones a exponer. En primer lugar, con respecto al nombre mismo del 
proyecto de ley. Se trata como excepcional a la interrupción del embarazo y cuando empezamos a estudiar en 
detalle lo que el mismo prevé percibimos que las supuestas causales de excepcionalidad son tantas como la 
penuria económica, social, familiar o etaria. Esto nos permite concluir que el carácter de excepcionalidad, tal 
como lo establece la Real Academia Española, al decir que lo excepcional es aquello que se aparta de lo 
ordinario o que ocurre rara vez, no estaría dado para definir a este proyecto como de excepcionalidad en la 
interrupción del embarazo. Las causales son demasiado amplias como para que exista excepcionalidad. 


En segundo término, con respecto al artículo 1%, todos los enunciados que allí figuran no agregan nada a 
nuestro ordenamiento jurídico, sino que son conceptos que surgen, por lo menos, de los artículos 7, 10 - 
relativos a la igualdad, 72 y 332 de la Constitución de la República, que es la norma maestra en materia de 
derechos humanos y de reconocimiento de los derechos a la personalidad del Estado republicano. Por lo 
tanto, el artículo 1% no agregaría nada al ordenamiento jurídico interno y tampoco a las previsiones 
internacionales, puesto que tanto en la Convención de los Derechos del Niño ratificada por Uruguay, como en 
la Declaración de Derechos Civiles y Políticos, en la Convención Americana de Derechos Humanos, abundan 
previsiones vinculadas al derecho a la vida, y son muy significativas como protección, conjuntamente con el 
ordenamiento interno. 


El Instituto Jurídico Cristiano, Uruguay entiende que estas son las objeciones puntuales y generales en un 
contexto de exposición de quince minutos para tratar cuatro proyectos, y queda a las órdenes para ampliarlos. 
No obstante, queremos aprovechar esta posibilidad para realizar consideraciones más generales con respecto 
a la situación jurídica del tema. 


Consideramos que estamos frente a lo que hoy la más moderna doctrina constitucional entiende que es una 
situación de conflicto de derechos. Estos conflictos se producen en todas las relaciones humanas y sociales y 
deben ser zanjados de alguna manera. La forma de hacerlo es buscando su armonización; es decir, 
necesariamente se debe velar por el respeto de las normas constitucionales y de las normas convencionales. 
Básicamente, debe ser así porque la norma constitucional es un documento contramayoritario reconocido por 
la doctrina unánime en materia de derecho constitucional y porque es un límite frente a los poderes 
constituidos. O sea que el legislador no puede infringir esas pautas para vulnerar los fines y valores 
consagrados allí. 


Entonces, como conflicto de derechos y por la necesidad de armonizar esos derechos, primeramente, hay que 
identificar los derechos que están en juego y, luego, buscar la fórmula de solución. Más allá de que en esta 
situación hay muchos derechos que están en juego, para restringirnos a lo esencial, debemos decir que 
claramente dos son muy importantes: el derecho a la vida del concebido y el derecho a la libertad de elección 
o de salud sexual y reproductiva de esa madre. Digo esto dejando de lado los derechos de libertad de elección 
de las instituciones, de los profesionales, del padre, y una serie más que deberíamos analizar con más tiempo. 
Pero si focalizamos el objeto de interés en la pugna o el conflicto que existe entre el derecho del concebido y 
el de la madre, evidentemente, debemos buscar una forma de armonización. Y de acuerdo con lo que nos ha 


enseñado el profesor doctor Martín Risso Ferrand, ex Decano de la Facultad de Derecho de la Universidad 
Católica, actual Catedrático de Derecho Constitucional, es necesario que exista una proporcionalidad en la 
legislación, que limita determinado derecho para buscar la armonización. O sea, cuando se pretende buscar 
una armonización de derecho no es suficiente con limitar un derecho, sino que esa limitación o restricción - 
debe tener cierta idoneidad, necesariedad y razonabilidad. En ese sentido, entendemos que abogar por la 
legalización o la despenalización del aborto como forma de solucionar causas que provienen de razones 
sociales, etarias, familiares, o de otra índole, como está planteado en las exposiciones de motivos e, inclusive, 
en el texto de algunos proyectos, no es el medio idóneo y tampoco resulta necesario. Consideramos que hay 
un error de fundamento en estas iniciativas. Seguramente, la solución sea reforzar aún más las políticas 
sociales, el sentido de solidaridad del Estado, seguir trabajando en materia de adopción -normativa que ya 
existe actualmente en Uruguay -y en cumplimiento de mayores y mejores acercamientos a la madre que está 
en situación de embarazo. 


Por otra parte, a título enunciativo, queremos señalar que el derecho a la vida consagrado en la Constitución 
no habilita restricción, por ser un derecho reconocido y anterior a la Carta. El derecho constitucional 
establece los derechos reconocidos y los derechos consagrados. El derecho a la vida es un derecho 
reconocido y no admite limitación. El derecho al goce de la vida -como ha enseñando el profesor doctor 
Cassinelli Muñoz- sí admite limitación pero, más allá de que debe tener las pautas que establece el artículo 7* 
de la Constitución, que son el límite formal de ley y el límite material de interés general, requiere pasar por 
un test que debe hacer la Legislatura con respecto a la necesariedad, razonabilidad de la medida que quiera 
adoptar para lograr el fin al que quiere llegar. 


Por lo tanto, nos cuestionamos si existe un fundamento jurídico legítimo que permita elegir el derecho de 
libertad sexual y reproductiva de la mujer sobre el derecho a la vida del concebido. 


Finalmente, quiero señalar que el Instituto Jurídico Cristiano, Uruguay entiende que el Estado es responsable 
a través de todos los actores públicos y de la sociedad civil también de tutelar necesariamente tanto a la 
madre como al niño. Hay marco normativo para las adopciones que sería la maternidad que no quiere 
concluir el proceso posterior al nacimiento. Se necesitaría reforzar los medios de información a las madres y - 
los subsidios de respaldo a los efectos de hacer viable lo que establece el artículo 42 de la Constitución, que 
dice: "[...] La maternidad, cualquiera sea la condición o estado de la mujer, tiene derecho a la protección de la 
sociedad y a su asistencia en caso de desamparo". 


Por lo tanto, legislar habilitando el aborto para paliar causas cuyas -razones son etarias, sociales, económicas 
o de otra índole, en definitiva, trasunta la incapacidad del Estado de lograr afinar y reforzar aún más las 
políticas sociales que permitan defender tanto la vida del concebido como la vida de la madre. En ese sentido, 
con respecto a la importancia del derecho a la vida, queremos rescatar las palabras del Presidente José 
Mujica, cuando en cadena de prensa el pasado mes de julio decía que cuidar la vida es un tema cotidiano a 
considerar y a darle valor en todas sus formas y variantes, porque la vida no se compra pero se puede acelerar 
su pérdida, y no hay ningún valor económico que la pueda reconquistar. Estamos de acuerdo con él en cuanto 
a que la vida es un milagro, y que no solo hay que respetarla cuando se habla de violencia doméstica, 
deportiva o de un copamiento, sino también cuando se habla de aborto, despenalización o legalización de la 
práctica. 


Por lo expuesto, el permiso a esta práctica es un permiso a un acto de violencia y, a nuestro entender, una 
rotura de conciencia. No es un permiso menor y para nuestra sociedad -implica una degradación moral, que 
es un descarte a lo no planeado o a lo que momentáneamente no es querido. Por esa razón, el Instituto 
Jurídico Cristiano defiende la vida en todas sus etapas para todos los seres humanos. Estamos convencidos de 
que existe un marco jurídico constitucional y convencional que ampara la vida del concebido y de la madre 
sin distinción. 


En definitiva, nuestro objetivo es acercarles estos comentarios, pensamientos y reflexiones para que como 
miembros del Poder Legislativo colaboren ejerciendo la representación que les hemos conferido de una 
forma madura, reflexiva y, a su vez, que se tome la mejor decisión. 


Quedamos a las órdenes para lo que necesiten. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del Instituto Jurídico Cristiano, Uruguay. 


(Se retira de Sala la delegación del Instituto Jurídico Cristiano, Uruguay) 
(Ingresa a Sala el doctor Pedro Montano, profesor agregado de la Cátedra de Derecho Penal de la Udelar) 


——— La Comisión le da la bienvenida al doctor Pedro Montano, Profesor Agregado de la Cátedra de Derecho 
Penal de la Udelar. 


SEÑOR MONTANO.- La idea es ser lo más breve posible. Agradezco la distinción y la generosidad de 
recibirme, sabiendo que tienen el tiempo tan comprometido. 


En esta exposición voy a abordar dos puntos. El primero refiere, concretamente, a determinados datos 
estadísticos que realizó el señor Diputado Posada en la exposición de motivos, que ahora se ha transformado 
en el proyecto consensuado o llamado de última versión. 


El segundo está relacionado con lo teórico, con el fundamento por el cual se entiende, desde los puntos de 
vista criminológico y penal, que también las normas son configuradoras de la realidad social. 


Las legislaciones en materia de aborto se han desarrollado, básicamente, en tres generaciones. La primera se 
remonta al "free choice" radical en Estados Unidos y al caso Roe versus Wade en 1973, y también a lo que 
sucedía en la Unión de las Repúblicas Socialistas Soviéticas, a partir de 1920. 


Luego vinieron las legislaciones llamadas circunstanciadas, en las que se toman en cuenta plazos, 

condiciones, circunstancias y procedimientos como, por ejemplo, la consulta preceptiva que tiene que hacer 
la mujer a un grupo -en algunos casos a una persona en concreto, el cual le otorga un plazo para reflexionar, 
que, en sustancia, es la solución que aporta el proyecto mayoritario -podríamos llamarlo así -de la Comisión. 


El tercer tipo de legislación -que actualmente está siendo considerada -tiene un perfil más bien solidario, de 
apoyo hacia la maternidad y está más acorde con el lineamiento general del artículo 42 de la Constitución de 
la República, en la medida en que ordena, dispone, proteger la maternidad, la cual no debe verse solamente 
como la madre o el hijo, sino como una relación madre- hijo. Esa relación es la que hay que proteger. Por lo 
tanto, se trata de una protección más integral que la anterior, en la cual priman los derechos de la madre. 


El primer caso que voy a citar es el de Roe versus Wade en 1973 en los Estados Unidos de Norteamérica, a 
través del cual podemos observar lo sucedido al cabo de diez años desde el cambio de jurisprudencia. Los 
norteamericanos son muy pragmáticos: se realizó un estudio que concluyó en que el número de abortos había 
incrementado prácticamente tres veces y que la tendencia era su consolidación. En la gráfica se puede 
observar la instalación del fenómeno en la sociedad. Esta tendencia se ha mantenido al cabo de los años, y 
por eso podemos decir que la legislación del "free choice", basada en la concientización que produce el 
fenómeno de la liberalización, no ha contribuido con el objetivo esperado de reducir el número de abortos, 
sino al revés. 


Podría decirse que Estados Unidos es un país muy distinto al nuestro, con otros caracteres: más pragmáticos, 
más fríos. Por tal motivo, también planteamos el caso de España -país con una idiosincrasia más parecida a la 
nuestra, en el cual se observa un fenómeno más llamativo, porque hasta la actualidad se mantiene en ascenso, 
a razón de un incremento del 11% anual. Esta legislación ha sido citada por el señor Diputado Posada en la 
exposición de motivos como uno de los ejemplos de situaciones que no son criminógenas o abortígenas -por 
usar un neologismo; sin embargo, se nota que el incremento ha sido muy potente. También se advierte que en 
los principios de la legislación se produjo un salto, consecuencia de un fenómeno de contención social que, 
llegado el momento, se hizo transparente y quedó consignado en las estadísticas, como una manera de 
expresión radical en su incremento. 


Es interesante el caso de Polonia, porque la legislación en este país tuvo una peculiaridad, y es que fue y 
vino. En una etapa fue muy liberal, como sucedía bajo el paraguas en el cual estaba amparado por la Unión 
de Repúblicas Socialistas Soviéticas. Había una costumbre clara en la sociedad y el número de abortos era 
muy importante: en el año 1970 el número de abortos estaba en el orden de los 170.000. Pero con la caída del 
muro se penaliza este delito y se produce un descenso radical que, a su vez, también marca una tendencia a la 
baja. De manera que la legislación no ha sido indiferente. Cuando en 1997 se vuelve a despenalizar el aborto 
-parcialmente en este caso -se incrementa el número de una manera destacada. ¿Por qué? Porque ya había un 


fenómeno muy contenido desde el punto de vista social, generado por una costumbre de tantos años, que se 
vuelve a hacer transparente y a demostrar una explosión. Sin embargo, cuando se vuelve a penalizar, 
nuevamente se reduce el número de abortos, marcando una tendencia también hacia la baja. 


En el informe que les reparto incluí los casos de Alemania, Islandia y Francia -cito las fuentes para que 
puedan ahondar al respecto, porque también aparecen citados en la exposición de motivos del señor Diputado 
Posada. 


Descuento la buena voluntad de los señores legisladores, en el sentido de que se trata de buscar legislaciones 
que no fomenten la práctica del aborto, porque se considera un mal social que hay que erradicar de alguna 
manera. Pero la erradicación del aborto tiene que realizarse de forma eficaz, y este tipo de legislaciones no 
han sido fructíferas, sino al revés. En las estadísticas de Islandia y Francia, que son planteados como modelos 
paradigmáticos, se advierte claramente el incremento que se ha producido a pesar de seguirse el mecanismo 
de la consulta de la madre y de otorgarle tiempo para decidir practicarse o no el aborto, y después proceder a 
él sin que esté penalizado. 


En cuanto a la parte teórica, que es la más abstracta, da los fundamentos de lo que acabamos de decir, 
traducido en números y estadísticas. 


Los ejemplos estudiados reflejan una clara incidencia de la norma penal en el número de abortos provocados. 
Esta relación tiene su explicación porque la ley tiene una función influyente: marca el camino por el cual la 
sociedad debe transitar. Prohibiendo conductas y estimulando otras, configura costumbres sociales. 


Hasta el siglo VI se designaba al derecho como "ius", luego pasa a denominarse "directum". Las expresiones 
en varios idiomas -"derecho", "droit", "diritto", "Recht" -reflejan ese poder conductor, direccional, 
conductual que tiene la norma jurídica en la sociedad. 


En temas como el del aborto, esa función -que podríamos llamar pedagógica, aunque no me gusta la 
expresión -directiva de la norma jurídica tiene una importancia trascendente porque refleja y trasmite valores. 
Esto se da sobre todo en ámbitos en los que hay una enorme carga ética, como es el caso del aborto. 


Como sabemos, el derecho penal es la forma más enérgica en que se manifiesta la eficacia conductual y se 
dice que es de "ultima ratio" porque se utiliza cuando no han funcionado otros sistemas de configuración de 
conductas en la sociedad. Marca aquellas conductas más graves que no deben suceder en determinada 
sociedad porque protege los bienes jurídicos que se consideran más importantes. Eso es el delito: la violación 
de un bien apreciado especialmente en la sociedad. Dice Roxin: "El concepto material de delito es previo al 
Código Penal y le suministra al legislador un criterio político- criminal sobre lo que puede penar y lo que 
debe dejar impune. Su descripción se deriva del cometido del Derecho Penal, que aquí se entiende como 
'protección subsidiaría de bienes jurídicos". [...] Los bienes jurídicos son circunstancias dadas o finalidades 
que son útiles para el individuo y su libre desarrollo en el marco de un sistema social global estructurado 
sobre la base de esa concepción de los fines o para el funcionamiento del propio sistema". 


La reacción a la violación del bien jurídico protegido es el máximo reproche ético social que se puede hacer a 
través de la norma penal y la pena que contiene. 


El derecho penal con sus prohibiciones asegura valores como el respeto a la vida, a la propiedad, a la libertad, 
etcétera. Ello es totalmente correcto en la medida en que el mantenimiento de valores de la acción sirve para 
la protección de esos bienes jurídicos a los que se refieren. 


Continúa: "La concepción actualmente dominante, a diferencia de lo que sostenía Mezger," -el autor alemán - 
"considera ya la norma en la que se basa el injusto como imperativo, como norma de determinación, que se 
dirige a la voluntad humana y le dice al individuo lo que debe hacer y dejar de hacer. [...] Junto a esto, la 
concepción hoy dominante pone también en la base del injusto una norma de valoración, en cuanto que la 
realización antijurídica del tipo se desaprueba por el Derecho como algo que no debe ser". 


En este campo es de especial importancia la función de prevención general positiva que caracteriza al 
derecho penal, y ello no tanto en consideración de la fuerza de conducción de los comportamientos que 
merecerían la aplicación de una pena, sino más bien por la autoridad sociopsicológica del mensaje emanado 
de los preceptos de las normas incriminadoras. 


La eficacia formativa y no meramente intimidativa del mensaje penal es esencial para una política criminal 
racional y moderna, que no busca una mera coherencia conceptual e intrasistémica de las hipótesis de delito, 
sino que actúa en base a precisos cálculos de probabilidad y prognosis acerca de la eficacia de las estrategias 
preventivas adoptadas. 


Los valores se hallan en la naturaleza misma de las cosas y preexisten al derecho. Deben ser reconocidos 
como tales y esta es la filosofía que inspira nuestra Constitución. La norma jurídica los reconoce y custodia; 
esa es su misión. Cuando se la erige en sustituto de lo moral, lo bueno y lo malo pasan a ser definidos por el 
consenso o por mayorías. Lo bueno o lo malo pasa a ser confundido con lo permitido y lo prohibido, con lo 
penado y lo liberado. 


Por eso es que importa tanto la rectitud -la justicia -de la norma jurídica, porque aun hoy goza de prestigio, de 
autoridad -precisamente está en sus manos ejercer esa autoridad tan influyente-, no sólo por su poder 
coercitivo, sino como formadora de opinión y de costumbres. No caben dudas de que el derecho es un 
elemento civilizador. Conlleva una carga pedagógica tan importante que influye en la manera de pensar de 
toda una civilización. Pero se requiere que no solamente sea un derecho penal simbólico, sino que realmente 
se aplique y funcione. 


Esta puede ser una crítica que se le haga a la legislación vigente de 1938, porque se dice que no ha sido lo 
eficaz que se pretendía. ¿Pero por qué no ha sido eficaz? Yo diría que este gran espacio de discusión que 
ustedes han tenido la generosidad de abrir habla, precisamente, de su vigencia. Y es una vigencia que se lleva 
al plano de lo discutido y de la capilaridad porque llega hasta los sectores más dispersos de la sociedad. 


Muchas veces influye la ignorancia pública, especialmente en los médicos, para la aplicación de la referida 
ley, y también, lamentablemente, casos de corrupción registrada en las instancias de persecución. 


Como dice Roxin -máxima autoridad en este tema: "Ciertamente existe hoy unanimidad acerca de que solo 
una parte de las personas con tendencia a la criminalidad cometen el hecho con tanto cálculo" -y frialdad - 
"que les pueda afectar una 'intimidación' y en que en estas personas tampoco funciona intimidatoriamente la 
magnitud de la pena con que se amenaza, sino la dimensión del riesgo de ser atrapados", de que el derecho 
penal realmente funcione, de que las normas efectivamente sean cumplidas y que, por lo tanto, sean eficaces. 
Entonces, no es tan eficaz una agravación de las amenazas penales -como se exige una y otra vez a nivel 
público, exigiéndole a ustedes, señores legisladores, aumentar las penas, como lo es una intensificación de la 
persecución penal. Un refuerzo y mejor entrenamiento de los agentes del sistema puede tener más éxito en la 
prevención general. 


Una norma jurídica que desproteja la vida humana -aun en aras de contemplar otro valor -erosiona este valor. 
Una excepción trae otra, y así, como en cascada, este muro de contención, protector de los valores de la 
sociedad, va cediendo. Y la dirección, el "directum" pierde nitidez, se tuerce. 


Es notorio que donde se liberaliza el aborto se afecta luego la dignidad humana en los campos de la 
experimentación, de la eugenesia y de la eutanasia. Como legisladores ustedes me podrían decir -y tendrían 
razón -que en una sociedad liberal lo lógico no es enseñar a través de las leyes, y mucho menos bajo la 
amenaza de la violencia institucionalizada, como la pena emanada del derecho penal. Por eso el rigor de la 
respuesta penal se da en situaciones muy excepcionales. ¿Cuándo debe proceder el rigor de la eficacia penal? 
Cuando el valor jurídico en juego es de máxima importancia, y su violación también lo es. Esto es 
precisamente lo que sucede en el caso del derecho penal, donde tenemos una vida humana y su agresión 
termina en su destrucción. 


Muchísimas gracias por su respeto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para nosotros ha sido un gusto contar con la presencia del doctor Pedro 
Montano y con la claridad del aporte que ha hecho a esta Comisión: le agradecemos sinceramente. 


(Se retira de Sala el doctor Pedro Montano) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Coordinadora Aborto Legal) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión Especial tiene el agrado de recibir a una delegación de la 
Coordinadora Aborto Legal, integrada por las señoras Leticia Musto, Soledad González y María José 
Scaniello. 


SEÑORA MUSTO.- Agradecemos a la Comisión por habernos recibido y celebramos que se esté 
tratando este tema, que ha sido tan postergado en el país. 


La Coordinadora Aborto Legal es un colectivo que reúne a aproximadamente veinte organizaciones en este 
país: de carácter feminista, de derechos humanos, del movimiento sindical, del movimiento estudiantil, de 
diversidad sexual, afrodescendientes, etcétera. Eso explica por qué estamos acá hoy. 


Como Coordinadora estamos buscando que haya un proyecto que establezca, como mínimo, que el aborto no 
sea delito hasta las doce semanas de gestación. Nosotros vemos que el proyecto hace grandes aportes, pero 
también tiene grandes limitaciones. Es por eso que queremos plantear algunas modificaciones que les hemos 
hecho llegar y queremos profundizar sobre algunos aspectos que consideramos centrales. 


También queremos compartir con ustedes la encuesta de Cifra -que seguramente conocen -de mayo de este 
año, de la que surge que el 51% de los uruguayos aprueba la despenalización del aborto. Como organización 
de la sociedad civil sentimos que representamos ese sentir de la gente. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- Voy a leer el informe del Relator Especial del Consejo de Derechos Humanos 
referido a la salud, que fue leído en la Asamblea de Naciones Unidas en mayo de 2011, en el que se insta 
a los Estados pertenecientes a Naciones Unidas a quitar las leyes penales que restringen el derecho al 
aborto: "Las leyes penales que castigan y restringen el aborto inducido son el ejemplo paradigmático 
de las barreras inaceptables que impiden a las mujeres ejercer su derecho a la salud y, por 
consiguiente, deben eliminarse. Estas leyes atentan contra la dignidad y autonomía de la mujer al 
restringir gravemente su libertad para adoptar decisiones que afecten a su salud sexual y reproductiva. 
Asimismo, generan invariablemente efectos nocivos para la salud física, al ser causa de muertes 
evitables, morbilidad y mala salud, y para la salud mental, entre otras cosas porque las mujeres 
afectadas se arriesgan a caer en el sistema de justicia penal. La promulgación o el mantenimiento de 
leyes que penalicen el aborto pueden constituir una violación de la obligación de los Estados de 
respetar, proteger y hacer efectivo el derecho a la salud. [...] El Comité de Derechos Humanos llegó a la 
conclusión de que la igualdad entre hombres y mujeres exigía la igualdad de trato en el ámbito de la 
salud y la eliminación de la discriminación en el suministro de bienes y servicios, e hizo hincapié en la 
necesidad de examinar la legislación relativa al aborto para evitar que se violasen los derechos de la 
mujer". 


Este informe es muy ilustrativo de los fundamentos que sostienen por qué se viola el derecho a la salud de las 
mujeres, qué implica la salud mental y que conlleva obligar a una mujer a llevar un embarazo a término. 


Por último el Relator Especial recomienda a los Estados a modificar las leyes restrictivas para el acceso al 
aborto seguro porque violan los derechos de la mujer a la salud y contribuye a reforzar las desigualdades 
entre hombres y mujeres. Específicamente, en uno de los puntos de las recomendaciones finales se insta a 
despenalizar el aborto y derogar las leyes conexas, contribuyendo al aborto legal y seguro. 


Volviendo a la realidad uruguaya, queremos destacar las dos muertes acaecidas en marzo de este año por 
aborto inseguro. Si bien parecería que venimos en un proceso de mejora, ya que estos sucesos no estaban 
aconteciendo -por lo menos no hay información al respecto, hubo dos muertes por esa causa. 


Asimismo, quisiéramos mencionar la morbilidad materna, que tiene que ver con la pérdida del aparato 
reproductivo en las mujeres. Este dato es menos conocido: no se sabe cuántas mujeres han perdido su 
capacidad de ser fértiles por la práctica de abortos en condiciones inseguras. 


Por estas razones es que creemos que el Estado uruguayo debe garantizar el derecho a la salud de las mujeres 
y a decidir sobre su propio cuerpo, sobre su salud sexual, sobre cuándo ser madres, es decir, sobre la 
reproducción, tanto de ella como de su pareja. 


SEÑORA SCANIELLO.- Nos parece importante aclarar algunos aspectos con relación al proyecto 
acordado entre el señor Diputado Posada y el Frente Amplio. 


Este proyecto de ley no modifica el tipo penal, limitándose a suspender la aplicación de la pena en 
determinadas circunstancias y condiciones -que el aborto se haga dentro de las primeras doce semanas de 
gestación, la salud de la mujer, la inviabilidad del feto y la violación, contradiciendo así el proyecto que fue 
aprobado en el Senado y también el proyecto inicial. Esto significa que se propone que la ley regule 
determinadas acciones a seguir para realizar una conducta delictiva sin ser penalizada, ubicando a las mujeres 
como criminales exentas de pena. Es decir que la mujer tiene derecho a no violar la ley cuando realiza 
conductas reguladas por esta. Por tanto, hay una contradicción en el primer artículo. 


Por otro lado, el artículo 2* del proyecto no despenaliza, sino que suspende la aplicación de la atribución de la 
pena, siempre y cuando se cumplan los requisitos establecidos. En consecuencia, se establece un 
procedimiento administrativo que debe seguirse para que esa conducta -que según el proyecto es antijurídica 
y sigue siendo delictiva -se exima de pena en cada caso concreto. 


Nuestra Coordinadora considera que la única manera de despenalizar la interrupción voluntaria del embarazo 
es estableciendo que para ello se deberán cumplir con ciertos procedimientos, tal como se ha hecho en otros 
países. Lo que se está solicitando que se lleve a cabo en Uruguay -teniendo en cuenta lo que se aprobó en el 
Senado -es que se despenalice hasta las primeras doce semanas de gestación. Por tanto, la interrupción del 
embarazo tendrá una respuesta penal diferenciada, ya sea que se haya cumplido o no, con el procedimiento 
establecido. Esto quiere decir que la mujer estará cometiendo un delito si realiza la interrupción del embarazo 
fuera de un procedimiento -que tiene que ver con el control del sistema médico, lo cual arrasa con los 
principios básicos de la mujer y con la autonomía de su cuerpo. Por tanto, las mujeres que no concurran a un 
servicio de salud y no realicen una entrevista con un equipo multidisciplinario serán penalizadas. En 
definitiva, si se aprueba este texto, no podríamos hablar de despenalización del aborto. 


A continuación, voy a referirme al derecho de salud de las mujeres y a la garantía de implementación de los 
servicios. 


En primer lugar, quiero recordar que la salud es un derecho humano, de mujeres y varones, y que su cuidado 
debe ser promovido y garantizado por el Estado. Por lo tanto, cualquier ley debe garantizar la 
implementación de los servicios a las mujeres y establecerla con claridad, así como sancionar el 
incumplimiento por parte del Estado. Por tanto, si una mujer plantea que necesita interrumpir su embarazo, es 
necesario que cuente con todas las garantías para que el procedimiento se lleve a cabo en los tiempos 
pautados, ya que el daño que sufran las mujeres por ese motivo será responsabilidad del Estado. Por tanto, si 
bien la reglamentación deberá establecer el modo de efectivizar dicho procedimiento, la ley debe imponerlo. 


Por otro lado, el procedimiento institucional nos genera alguna violencia. En realidad, consideramos que el 
proceso previsto es muy engorroso; según se dice, se llevará a cabo una entrevista con un equipo 
multidisciplinario para plantear la situación y se otorgará un plazo mínimo de cinco días para reflexionar. 
Luego de ello, la mujer deberá establecer por escrito su decisión, y recién a partir de allí comienza la 
intervención para la efectiva interrupción del embarazo. Por tanto, estamos hablando de un procedimiento 
bastante engorroso y tedioso. 


La Coordinadora del Aborto Ilegal considera que el proyecto que resulte aprobado debe garantizar, como 
mínimo, que las mujeres puedan abortar hasta las doce semanas de gestación sin ser penalizadas, tal como 
establece el proyecto de ley que ya cuenta con media sanción en el Senado y el redactado por el señor 
Diputado Posada. Según este proyecto, el aborto sigue siendo un delito si la mujer no cumple con el 
procedimiento establecido, lo cual es incongruente con la definición de delito. Por tanto, en la redacción se 
plantea una contradicción de tipo legal. 


Asimismo, nuestra Coordinadora considera que se deberían establecer garantías con respecto a los plazos de 
demora de los trámites por parte de los servicios de salud. 


Por último, queremos resaltar por qué se debería despenalizar el aborto en nuestro país. En primer lugar, 
porque las muertes a las que hizo referencia la señora González serían evitables. Nosotras consideramos que 


en Uruguay se debe tender a disminuir la mortalidad de las mujeres -que es un objetivo primordial para 
nuestro país, y para ello necesitamos leyes que garanticen el derecho a la salud. 


También consideramos que es un tema de derechos humanos garantizar que las mujeres puedan decidir de 
forma autónoma, libre e informadas -lo cual es muy importante -y no siendo tuteladas, porque tenemos 
derechos y la capacidad de decidir responsablemente. Por supuesto, también tenemos derecho a acceder a 
servicios de calidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la presencia de la Coordinadora del Aborto Ilegal. 


(Se retira de Sala la delegación de la Coordinadora del Aborto Ilegal) 
(Ingresa a Sala el doctor Santiago Altieri, profesor de Derechos Humanos de la Universidad de Montevideo) 


——— La Comisión tiene mucho gusto en recibir al doctor Santiago Altieri, profesor de Derechos Humanos de 
la Universidad de Montevideo. 


SEÑOR ALTIERI.- Agradezco a los integrantes de la Comisión por haberme recibido. 


Voy a hacer dos o tres puntualizaciones antes de comenzar a analizar el proyecto de ley. 


En primer lugar, quisiera decir que la bondad o maldad implícita en el aborto no es algo que concierna al 
Estado, ya que es algo que está en el arbitrio de la conciencia de cada persona. En realidad, se cometen 
muchas acciones inmorales que el Estado no sanciona; simplemente las tolera. Sin embargo, el Estado puede 
y debe cumplir algunas acciones externas que produzcan un grave daño. 


A continuación, voy a ceñirme a señalar las ventajas y desventajas de despenalizar el aborto o mantener su 
penalización. 


¿Que ventajas tendría despenalizar el aborto? En lo personal, identifico cuatro ventajas. Una de ellas sería 
que, en principio -tal como está planteado en el proyecto, se generaría un espacio regulado para informar y 
asesorar a la mujer que deberá tomar libremente esa decisión. En este caso, cabría preguntarse si es necesario 
legalizar el aborto para lograr ese fin, o si se puede obtener de otra manera. Una posibilidad podría ser que las 
ONG brindaran este servicio sin necesidad de legalizar el aborto. 


Por otra parte, también podríamos preguntarnos si la persona que se realizará un aborto tomó la decisión 
libremente. Por tanto, debemos considerar en qué sentido sumará libertad a la persona que está desesperada 
por abortar el espacio de información y reflexión que se propone en el proyecto. En realidad, creo que en ese 
momento la mujer tiene una limitación muy seria de su libertad y, por tanto, de poco podrá servir el consejo 
de algunas personas aunque ello, por supuesto, puede ser opinable. 


¿La persona puede ser consciente de las secuelas psicológicas que van a venir después de ese aborto? En ese 
sentido, creo que hay poco margen de libertad. Esa información previa podría servir si la persona estuviera en 
una situación de frialdad mental, de equilibrio, de no presión pero, claramente, esta no es la situación. 


La segunda ventaja que podría tener el hecho de despenalizar el aborto sería disminuir su número. Uno 
podría decir que en la medida en que legalizamos los abortos, por lo menos se generarían instancias de 
diálogos, de reflexión, la mujer podría dudar de hacerse o no el aborto y lograríamos algunos abortos menos. 
Estas sería una intención bastante lógica. 


La pregunta que deberíamos plantearnos es si realmente la legalización disminuye o no los abortos. Es un 
tema empírico. Parecería que en los países donde se ha despenalizado el aborto sucede al revés: cada vez hay 
más abortos, sube el número; casi en ninguno se ha podido bajar la cantidad. En algunos casos puntuales la 
mujer puede no hacerse el aborto por consejo de ese espacio regulado de información y asesoramiento. En la 
mayoría de los casos esto no se da. La intención de tratar de disminuir el número de abortos es buena, muy 
buena, diría que excelente pero en los hechos no se produce ese efecto. También sucede ello porque hay un 
reproche moral, social y legal evidente cuando algo está penalizado, prohibido. Entonces, cuando algo está 
prohibido es más fácil que la persona que está por hacer eso sepa que no es bueno hacerlo y, por lo tanto, se 


inhiba a llevarlo a cabo. Por eso es lógico que en los lugares donde se penaliza el aborto habitualmente hay 
menos abortos porque obra como una especie de barrera como sucede con la prohibición de fumar. 
Obviamente que si está prohibido fumar, la gente fuma menos. Y es evidente que hay un mensaje del Estado 
que dice que es malo fumar, que tiene un efecto positivo. Decir que está prohibido hacerse un aborto, es un 
mensaje tremendamente positivo como el de prohibido fumar. 


La tercera ventaja que tendría despenalizar el aborto es evitar los riesgos para la salud de la mujer que 
generan los abortos clandestinos. Es evidente que el aborto clandestino es indeseable desde todo punto de 
vista: por ser aborto y por ser clandestino. 


La pregunta a plantearse es si en Uruguay es un problema grave la muerte de mujeres provocada por abortos 
clandestinos. Más allá de que puede ser un problema a mi no me parece que sea grave pues según los datos 
oficiales durante los años 2008, 2009, 2010 y 2011 en nuestro país no murió ninguna mujer como 
consecuencia de un aborto. De todos modos, cualquier mujer que muere no es un problema sino un 
"problemón", pero creo que ello no es un motivo para legislar sobre este tema de esta manera tan fuerte. 


De pronto uno se podría preguntar si existe alguna relación entre la penalización del aborto y la mortalidad 
materna. ¿Hay estadísticas que indiquen que en los lugares donde está penalizado el aborto disminuye la 
mortalidad materna? Creo que es exactamente lo contrario. Por ejemplo, Chile, es el país que tiene la menor 
tasa de mortalidad de -toda Latinoamérica -es casi cero, y el delito de aborto es el máximamente penado; se 
pena toda forma de aborto y ni siquiera se permite practicar un aborto por violación. Es decir que no hay una 
conexión directa entre el aborto clandestino, la falta de atención médica y el aumento del número de muertes 
de madres. Se trata de dos variables distintas. El ejemplo de Chile también es un hecho empírico. 


Actualmente, la mayor parte de los abortos son químicos y, por tanto, no es que haya demasiados abortos 
clandestinos sino que hay una gran cantidad de abortos por medio de Misoprostol aunque se llega mucho 
menos que antes a esta instancia. También en este sentido me parece que esta es una norma extemporánea 
que pudo haber tenido mucha más relevancia en momentos en que el aborto era exclusivamente operatorio o 
sanitario ya que este tipo de medicamento genera otro tipo de aborto que no exige una operación. 


Por otra parte, si la intención es eliminar los abortos clandestinos, es clarísimo que así no se eliminan. 
Precisamente, en los países donde está despenalizado se hacen infinidad de abortos clandestinos; mucha 
gente no quiere hacerse el oficial o legal ya que no desea que ello figure en su historia clínica. Por lo tanto, 
aunque exista el aborto legal, la persona irá a otro lado y se lo hará de todas maneras. Ello es así en todos los 
países del mundo donde existe el aborto legal. 


La cuarta ventaja de despenalizarlo sería abrir la posibilidad de que el tema sea decidido por referéndum 
porque es un tema muy complejo que la sociedad uruguaya no ha resuelto en mucho tiempo. Entonces, 
brindémosle a la población la posibilidad de que este proyecto de ley sea sometido a referéndum y que se 
expida al respecto. La pregunta es si es buena política legislar por mayorías en el caso de los derechos 
humanos. 


Me especializo en derechos humanos y la historia indica que no es conveniente regular los derechos humanos 
por referéndum porque por naturaleza son derechos de minorías. Entonces es ilógico, a través de un 
referéndum, regular algo que defiende a minorías pues estas evidentemente no se pueden pronunciar. Eso se 
da en la generalidad de los casos. 


Imaginen los señores Diputados si, por ejemplo, en la Alemania nazi se hubiera hecho un referéndum sobre 
los derechos de los judíos, ¿quién hubiese votado a favor? Es una minoría y nunca hubieran ganado; habría 
sido aceptado públicamente. Estamos hablando de gente tan sensata como lo son los alemanes que hubieran 
votado a favor, en contra de los judíos. Ello hubiese sido así, precisamente porque los derechos humanos no 
son un tema de mayorías sino de minorías. Y en este caso es particularmente injusto porque la minoría que 
está en juego, la más afectada, no vota porque no nace, por lo que sería una votación viciada y desde el punto 
de vista democrático no tiene validez. La principal víctima no puede votar ni hacer valer su voto a los efectos 
de saber si su voluntad pesa. En este sentido pienso que sería muy difícil hacer la cuenta de los abortos que se 
practican, porque no está regulado. Se habla de treinta mil, de ocho mil, y si los sumamos todos durante los 
últimos cuarenta o cuarenta y cinco años, nos daría una cifra espeluznante y la votación seguro que se daría 
vuelta. Casi los mismos que nacen mueren por aborto. Si todos ellos pudieran votar, esta ley no saldría nunca 
por referéndum. 


La última pregunta que podríamos hacernos es qué ventaja tendría mantener la penalización del aborto, como 
sucede en el régimen actual. En primer lugar, cabe señalar que el régimen actual prohíbe el aborto pero no lo 
penaliza. No sé si esto se sabe, pero es evidente que actualmente el aborto está prohibido pero no penalizado. 
El régimen actual logra un equilibrio rarísimo y difícil de conseguir: deja el tema al arbitrio del Juez, es decir, 
no penaliza absolutamente a nadie. De hecho no hay ninguna mujer en la cárcel por este motivo ni lo habrá 
nunca porque, reitero, prohibe pero no penaliza. Marca una prohibición y dice que esto está mal, que es 
negativo para la sociedad y que no debe hacerse, pero lo deja en manos de la persona sensata, en este caso -el 
Juez que está viendo el caso concreto, con todas las condiciones que ello requiere. Entonces, por la 
tranquilidad, por la objetividad y la sensatez de un Juez ello no se pena, como es lógico. Me parece que este 
es un sistema sensato; no será el mejor, pero logra ese equilibrio tan difícil. 


La segunda ventaja de mantener el régimen actual es que se está utilizando la forma más lógica de proteger el 
derecho humano más importante. Si dejáramos fuera del sistema penal la protección del derecho a la vida, 
¿qué derecho dejaremos al amparo del derecho penal? ¿Qué otro derecho es más fuerte que el de la vida y 
vale la pena que le apliquemos el mayor peso de la ley? Es lógico que sea el sistema penal que lo rija; no 
estaría bueno que fuera otro sistema. 


En tercer lugar, permite que la mujer que está pensando en realizarse un aborto, que en general está en una 
situación de desesperación, reciba un mensaje que no le facilite eliminar la vida de su hijo. Precisamente, el 
estado de desesperación es el peor momento para dar un revólver a alguien que está en esa situación; por el 
contrario, hay que alejarla de la posibilidad de cometer algo de lo que después se va a arrepentir. Ocurre en el 
99% de los casos; el síndrome pos aborto es una realidad evidente y habla de la falta de libertad que tuvo la 
persona cuando lo hizo. Por eso, creo que no se resuelve el problema de una persona desesperada 
facilitándole una solución que le va a hacer mal a ella o a su hijo. 


La cuarta ventaja es que emite un mensaje social clarísimo: la vida humana es inviolable. Una ley que 
establece que en estos casos está prohibido matar vale infinidad, porque es lo que da coherencia a todo el 
sistema de derechos humanos. Cómo voy a explicar los derechos humanos a mis alumnos si cuando una 
madre quiere matar a su hijo, puede hacerlo. Se me cae la estantería de los derechos humanos. ¿De qué 
derechos humanos voy a hablar? Se tambalea la estructura de los derechos humanos. Cerremos la carpeta de 
los derechos humanos y hablemos de otra cosa, porque pasan a ser una herramienta política de discusión, no 
una realidad viviente en Uruguay. 


Por otra parte, como todos saben, el artículo 26 de la Constitución prohibe la pena de muerte. La 
Constitución tiene claridad en cuanto a que la vida humana, incluso la del delincuente más sanguinario, tiene 
un valor intocable. Puede no gustarnos lo que ha hecho, podemos tener ánimo de venganza, pero el Estado no 
puede matar a esta persona que cometió diecisiete homicidios con los mayores agravantes. Entonces, si el 
artículo 26 establece que no puedo matar a la persona más violenta, más dañina para la sociedad en términos 
de agresión, ¿qué me habilita a eliminar una vida inocente? El artículo 26 se queda sin lógica. La Suprema 
Corte de Justicia, en un fallo del año 2000 que me parece bueno tener presente, dice lo siguiente: 
"Corresponde señalar que la Carta reconoce la existencia de variados derechos fundamentales, pero ninguno 
de ellos -con excepción del derecho a la vida (art. 26) -tiene constitucionalmente carácter absoluto (...)". Al 
poner entre paréntesis "art. 26", señala que el derecho a la vida es el único derecho absoluto, inviolable, 
intocable. La penalización del aborto está trasmitiendo ese mensaje, aunque de hecho después no se pene a 
nadie porque es lógico. No se pena a una mujer que ya tiene un problemón con el aborto, pero debe existir la 
prohibición, el claro mensaje de que eso está mal; si no, se genera una incoherencia total con respecto al 
mensaje... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lamentablemente, se nos agotó el tiempo. Por favor, redondee su 
pensamiento. 


SEÑOR ALTIERI.- La quinta ventaja es que evita el fenómeno de la discriminación de los 
discapacitados. En todos los países donde está despenalizado el aborto, desaparecieron los chicos con 
Síndrome de Down. El artículo 10 del Código de la Niñez y la Adolescencia establece la no 
discriminación de los chicos con discapacidad. El aborto lleva como consecuencia natural la 
desaparición de chicos con Síndrome de Down; por lo tanto, hay una discriminación clarísima en ese 
sentido. Me parece que no saben en qué problema se están metiendo, porque es grave meterse con un 
grupo social especialmente victimizado como el de los niños con Síndrome de Down. 


¿El proyecto actual despenaliza o legaliza? Es evidente que no solamente despenaliza sino que legaliza. Se 
genera el derecho al aborto en el sentido de que cualquier mujer puede exigir que se le haga uno y, por eso, 
no es simplemente despenalizar sino que se está legalizando. 


Por último, ¿el aborto estará meramente tolerado o será una prestación sanitaria exigible? Aquí está la 
diferencia entre legalizar y simplemente despenalizar. Creo que el único proyecto que despenaliza pero no 
legaliza -aunque tampoco lo comparto -es el del señor Diputado Amado. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos sus aportes. 


(Se retira de Sala el doctor Santiago Altieri, profesor de Derechos Humanos de la Universidad de 
Montevideo) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Unión Cívica) 


——— Damos la bienvenida a la doctor María Victoria Perciante Ríos, al doctor Carlos Álvarez Cozzi y al 
señor Elbio Picarelli. 


SEÑOR ÁLVAREZ COZZI.- Agradecemos a la Comisión Especial por habernos recibido y tener la 
oportunidad de darles nuestra humilde opinión sobre el proyecto de ley relativo a la legalización y 
despenalización del crimen del aborto que tienen a estudio, como lo hiciéramos en años anteriores ante 
el Poder Legislativo con relación a iniciativas precedentes. 


En segundo lugar, para la Unión Cívica -cuya única razón de existencia es la tutela del bien común en sus 
cien años de historia política como expresión del pensamiento socialcristiano, fundadora en 1947, en 
Montevideo, de la Organización Demócrata Cristiana de América, ODCA-, defender la penalización obtenida 
en 1938 por nuestra iniciativa constituye un imperativo moral, además de jurídico, en el entendido de que un 
Estado que no defiende los derechos humanos de todas las personas, deja de serlo y pierde toda autoridad, 
quedando desligitimado en su accionar sucesivo. 


Nos enfrentamos a un grave tema que afecta la excelsa dignidad de la persona humana y que por ello no solo 
interesa al Estado y al derecho, sino a la moral natural, porque los principios "no matarás", "no causarás daño 
a otro" y "trata al otro como quieres ser tratado" existen en la conciencia de la humanidad desde sus albores. 
Por ello, se trata nada menos que de la obligación del Estado de proteger la vida naciente y no legalizar su 


destrucción. 


Esto hace necesario analizar, entre otros puntos, la vinculación de la norma legal interna con la normativa 
convencional, ratificada por el país en el caso de la Convención Americana de Derechos Humanos o Pacto de 
San José de Costa Rica. En el derecho internacional de los tratados, regidos por la Convención de Viena 
sobre Derecho de los Tratados, ratificada por nuestro país, se establece que el texto convencional ratificado 
por un Estado tiene rango supralegal, es decir, más valor que la ley interna. A tal punto ello es así que la 
Convención referida establece en sus artículos 27 y 33, en cuanto a jerarquía e interpretación de los 
convenios internacionales, que un país no puede dejar de cumplir lo preceptuado por un Tratado alegando 
que su legislación interna sea diversa. Queda el Estado obligado a modificar la legislación interna que se 
oponga a lo pactado internacionalmente, ya que de lo contrario deberá responder internacionalmente ante 
ello. 


En caso de que el Tratado sea preexistente a la ley que se pretende aprobar, en colisión con lo dispuesto en un 
Tratado ratificado por el país, como sería la situación actual, el Estado debe abstenerse de legislar en el 
sentido indicado, en aplicación del principio conocido como "pacta sunt servanda", es decir, los acuerdos 
deben ser cumplidos. 


Esa mayor jerarquía del Tratado con respecto a la ley también surge claramente del artículo 1* de la 
Convención Interamericana sobre Normas Generales de Derecho Internacional Privado, de 1979, ratificada 
por nuestro país, así como en lo procesal del artículo 524 del Código General del Proceso. El requisito de 
aprobación parlamentaria de un Tratado, como se sabe, es una exigencia constitucional para que luego, con la 


ratificación posterior del Poder Ejecutivo, pueda entrar en vigor, pero claramente no convierte a la 
Convención en una simple ley, como a veces se sostiene erróneamente, sino que por lo que se viene de 
analizar, en nuestro Derecho y en otros, la convención internacional tiene rango supralegal. A tal punto ello 
es así que conforme a la normativa citada sobre Derecho de los Tratados, el Estado que desee desaplicar un 
convenio internacional no puede hacerlo simplemente derogando la ley que lo ratificó, ni tampoco se puede 
derogar un artículo del Tratado, sino que debe reservar el artículo que desea se le desaplique al momento de 
la suscripción o de la ratificación del instrumento internacional o denunciar todo el Tratado, siempre 
conforme a lo regulado por el Derecho de los Tratados y con los plazos de carencia en la desaplicación que el 
mismo establece en la convención citada. 


Ahora bien, por el juego de lo establecido en un Tratado, cuando la Constitución de la República consagra 
derechos en los artículos 7” y 72, el primero de ellos, la vida -el primero, la vida, reitero-, se puede 
perfectamente colegir que la protección de la vida desde la concepción no solo está consagrada en el Pacto de 
San José de Costa Rica sobre Derechos Humanos, en especial el artículo 4”, aprobado por Uruguay a través 
de la Ley N 15.737, ratificado y en vigencia-, que como vimos ya tiene rango supralegal, sino que por la 
constitucionalización que la Carta Magna hace, entre otros, del derecho a la vida, podemos concluir junto con 
los doctores Héctor Gross Espiell -de feliz memoria -y Gonzalo Aguirre Ramírez, que en nuestro Derecho 
Positivo la protección de la persona humana desde el momento de la concepción hasta su muerte natural y su 
dignidad consecuente, no solo resulta amparada por los Tratados Internacionales en materia de derechos 
humanos, sino que inclusive estos derechos han sido asumidos por la Constitución de la República o 
constitucionalizados, en tanto derivan de la naturaleza humana o de la forma republicana de gobierno. 


Por lo tanto, la consecuencia ineludible es que cualquier proyecto de ley que atentara contra la vida de los 
"nasciturus" -sea despenalización, cualquier tipo de legalización o reproducción asistida en cuanto entraña 
muerte de embriones "sobrantes", naturalmente este último término lo digo entre comillas-, además de violar 
los Tratados Internacionales ratificados por Uruguay -que conlleva como dijimos, en forma subsiguiente, la 
responsabilidad internacional del país-, sería además inconstitucional por lo que, en caso de aprobarse, podría 
perfectamente entablarse ante la Suprema Corte de Justicia demanda de declaración de inconstitucionalidad 
por la vía de acción. 


El pretendido argumento de que el Pacto de San José de Costa Rica en su artículo 4” establece que la 
protección de la persona humana lo será en general desde el momento de la concepción, lejos de limitar el 
alcance de la misma, como pretenden quienes desean legitimar la violación de la tutela del derecho a la vida, 
es precisamente al revés, lo amplía al decir que se protege la vida del concebido en todos los casos desde el 
momento de la concepción. La expresión "en general" debe ser tomada en su acepción natural y obvia de "en 
todos los casos". Tanto ello es así que el propio artículo 4” del Pacto, en otro numeral, prohibe en los países 
en que la legislación prevea la pena de muerte -que no es el nuestro, por lo menos hasta ahora-, su ejecución 
sobre una mujer que se encuentre gestando. Nuestro Derecho no consagra la pena de muerte, ni siquiera la 
cadena perpetua de culpables, y creemos que no debería receptar condenas a muerte de inocentes indefensos 
en el vientre materno ni en una probeta. 


Reiteramos lo expuesto ante la Comisión de Salud Pública del Senado de la República en el año 2006 en 
cuanto a que en caso de que el Parlamento aprobara la legalización del aborto, inclusive calificándolo como 
un derecho de la mujer -actualmente con media sanción, el Estado uruguayo estaría generando 
responsabilidad internacional por el incumplimiento de lo dispuesto por el artículo 4* del citado Pacto de San 
José de Costa Rica. Inclusive, estamos convencidos de que el actual proyecto de ley presentado por el señor 
Diputado Posada, acordado con el Frente Amplio, no difiere en su esencia de los anteriores, en tanto más allá 
de alguna modificación, permite el mismo fin, que es la muerte de seres humanos inocentes en el vientre 
materno, con premeditación -en muchos casos-, alevosía y abuso de relaciones domésticas, ejerciendo 
violencia contra el ser más débil que existe sobre la faz de la tierra: el "nasciturus", que por su propia 
dignidad intrínseca el Estado tiene el deber de proteger. Éticamente no tendría diferencias -en mi modesta 
opinión -con la práctica de la desaparición forzada de personas ni con el mismo genocidio. 


Ya nadie discute, ni los propios partidarios del aborto, que el embrión no es parte del cuerpo de la mujer, por 
lo que el manido argumento de que la mujer tenga derecho a disponer sobre su cuerpo, precisamente, 
contradice el derecho a abortar porque el feto no es parte del cuerpo de la mujer, sino que es un nuevo ser 
genéticamente diferente a sus padres. 


Nos preguntamos con todo respeto, cómo antes de las doce semanas puede no haber vida humana relevante 
en el vientre materno, digna de ser protegida por el Derecho y el Estado, a tal punto que se autoriza su 
interrupción -eufemismo que implica la muerte del feto -y sí constituiría delito el practicado luego de esa 
fecha. Esto es la más clara prueba de que hay vida humana relevante en el vientre materno, porque algo que 
no es no puede pasar a ser alguien solamente por el mero transcurso del tiempo 


Ontológicamente cada uno de nosotros somos los mismos desde nuestra concepción hasta nuestra muerte. Es 
imposible pasar de ser una cosa a ser una persona, y bien sabemos que para nuestro derecho civil todo lo que 
no es persona es un bien o cosa -artículos 21 y 460 de Código Civil. 


El artículo 21 citado reza que es persona todo individuo de la especia humana. En tanto el feto es de la 
especie humana, no hay duda de que es una persona o debe ser tratado como tal por razones elementales de 
ética y jurídicas, no siendo este un tema que pase por las creencias religiosas sino por la moral natural y el 
Derecho, más allá de que naturalmente la creencia religiosa abona y profundiza este respeto irrestricto a la 
vida humana naciente. Y no puede haber razón alguna de interés general o bien común que autorice a la ley a 
suprimir un derecho como la vida, base de todos los demás, consagrado constitucionalmente y reconocido 
internacionalmente. 


¿Se ha pensado siquiera un instante en los problemas psicológicos y de salud física que experimenta la mujer 
luego de practicarse un aborto? ¿¿Acaso no se conocen las estadísticas internacionales que demuestran la alta 
incidencia del síndrome post aborto en la mujer en casos de suicidio? Por ventura, ¿este no es un problema de 
salud pública? ¿Se ha tenido presente que en los países que se ha abierto la puerta del aborto legalizado, 
como en España, luego no se pudo parar el abuso de las causales, convirtiéndose en los hechos en un aborto 
libre que ha llevado al aumento constante de dicho crimen? Dicho sea de paso, en España ahora van por la 
restricción. ¿Se ha tenido presente que aunque se legalice el aborto, con el consabido argumento de que así se 
destruye el negocio de las clínicas privadas, en realidad seguirán existiendo, salvo que la Policía y la Justicia 
actúen como debieran, en tanto dicha práctica ha continuado en los países en que se ha autorizado el mismo, 
porque en general -es lógico -las mujeres no quieren quedar registradas -sus compañeros tampoco -que 
eliminaron a su propia criatura y siguen prefiriendo la clandestinidad? 


Por ello la Unión Cívica, fiel a su tradición, entiende que la penalización del aborto prevista en la ley de 
1938, propuesta por su colectividad política, en consonancia con los principios invariables de nuestros 
Partido en defensa de la vida, en la que tanto trabajara el gran legislador, doctor Salvador García Pintos, de 
feliz memoria, a quien homenajeamos el año pasado en la antesala del Senado, tutela el valor vida naciente y 
sanciona su transgresión en los casos previstos por la normativa, la de ese ser inocente, que más defensa 
merece que agresiones a su derecho a la vida, base de todos los demás derechos en el sistema legal uruguayo 
y de los demás países civilizados. Se debe tener presente, además, que la ley vigente ya regula varias 
situaciones -antes de ingresar a la Comisión se lo dijimos a la prensa -en que se prevén eximentes de pena -la 
ley de 1938 no es severa sino que es bastante benigna, que de por sí constituyen hipótesis. Si bien en todos 
los casos el aborto es delito, en los hechos no se produce su punición. 


Resulta insólito que la violación de derechos menores a la vida, como la libertad y la propiedad, reciban 
sanción penal, pero si se aprobaran los proyectos a estudios de esta Comisión, antes de las doce semanas, 
cumpliendo los demás requisitos previstos, no solo no existirá sanción penal para castigar el ataque más 
directo al derecho a la vida naciente, sino que inclusive algunos sostienen -increíblemente -que el aborto es 
"un derecho" -lo digo entre comillas -de la mujer, lo que no se condice con la esfera de actuación de una 
persona cercenando injustamente los derechos de otra. 


En cuanto a los aspectos formales del trámite del actual proyecto de ley acordado entre el oficialismo y un 
Diputado del Partido Independiente -figura en la exposición escrita pero lo vamos a decir para que conste en 
la versión taquigráfica, coincidimos plenamente con las organizaciones provida que sostienen lo siguiente: 
"Lo que ha estado sucediendo en la Comisión Especial es: a. Se puso inconstitucionalmente en consideración 
un texto que no es proyecto; -b. Se intenta transformarlo en otro texto que tampoco es proyecto y que fue 
acordado sin presentarlo a la Cámara; -c. No lo logran, porque al ponerse a votación en general el primer 
texto la votación arroja resultado negativo (menos de los 5 votos requeridos para aprobar una resolución, 

art. 125 del Reglamento), lo que determina jurídicamente su archivo; -d. Al constatarse que no hay votos para 
su aprobación, la presidencia de la Comisión Especial procede el pasado día 9 de agosto a [...]" pasar por 
arriba las normativas del artículo 125 del Reglamento, "[... pretendiendo así continuar [... Jen forma 


[...Jinconstitucional la votación de artículos de un texto que en realidad reglamentariamente resulta 
archivado" 


Reitero que esto, desde el punto de vista formal, es lo que sostienen las organizaciones provida y que lo 
tomamos de manera textual porque -nosotros vamos a los argumentos de fondo y no a los formales. 


Los derechos humanos no pueden limitarse solamente a los nacidos o a las personas que tengan determinada 
raza, sexo, creencia religiosa o política, porque los mismos por definición son universales. En épocas en que 
parecería que los derechos humanos son solo de algunos, creemos -que constituye un gran descuido olvidar 
que la esclavitud fue históricamente abolida, que la muerte civil ya no existe, que el "apartheid" fue 
felizmente eliminado en Sudáfrica y que quizás dentro de no muchos años a la humanidad le parezca 
increíble que algún Estado hubiera podido legalizar el homicidio de otra persona y considerar un "acto 
médico" lo practicado en lo sagrado del vientre materno, ya sea por procedimientos químicos o quirúrgicos. 
No cedamos a la presión de los grupos abortistas y feministas militantes de la mal llamada "ideología de 
género", que parecen olvidar que la mitad de los fetos abortados son de sexo femenino. No cedamos frente a 
la presión de otros grupos que, quizás sin saberlo, están siendo funcionales a algunos grupos de presión que 
provienen desde fuera del país. No estamos endilgando esa intención a la Comisión, sino que simplemente 
estamos advirtiendo de esas presiones que sabemos que existen a nivel internacional. No es con la violación 
de derechos que seremos más libres, sino todo lo contrario. Como argumento coadyuvante debemos decir que 
somos un país que, además, necesita incrementar su población y que los elementos del Estado también la 
incluyen. No podemos permitir que nuestra población siga decreciendo. 


Por supuesto que a la Unión Cívica -como partido socialcristiano que es, con cien años de historia y fundado 
por Juan Zorrilla de San Martín -le preocupa la situación de las mujeres embarazadas. Hemos contribuido 
con un proyecto de ley presentado en la Cámara de Representantes por el señor Diputado Trobo, mediante el 
cual se busca proteger y alentar el embarazo de la mujer, pero sabemos que no se le ha dado trámite. ¿Qué 
enseñanza moral daremos a nuestros hijos si se legaliza la destrucción de la vida naciente indefensa? ¿Cómo 
mañana no seguiremos con otras vidas, que alguno considere sin valor, para también ponerle fin? Por 
ejemplo, se habla de CTI con niños inviables y con altos costos. ¿A ese estadio de degradación se quiere 
llegar? Aún estamos a tiempo de reaccionar. La promoción de un proyecto de ley de protección a la mujer 
embarazada y al adulto mayor facilitaría en un caso la adopción y, en otro, los cuidados a las personas en sus 
últimos años, con todo el respeto y el cariño que les debemos dar. 


Asimismo, ante algunos planteos recientemente realizados a la opinión pública, queremos afirmar de manera 
enfática que los derechos humanos -que son preexistentes al Estado y este no hace más que reconocerlos en 
sus Constituciones -no se plebiscitan sino que se deben respetar y garantizar. 


Ahora bien, si finalmente el proyecto se transformara en ley, modestamente, como ciudadanos, anunciamos - 
ya lo hicimos y creemos que nos va a acompañar el Partido Nacional junto con otros sectores políticos, y 
quizás también lo haga el Partido Colorado -la promoción de un referéndum derogatorio de la ley que habilite 
la muerte de inocentes en el vientre materno, por considerarlo un imperativo moral y, además, un derecho 
consagrado en la Constitución. 


Para terminar, seguimos pensando -por eso estamos en este ámbito -que nuestro Parlamento buscará el bien 
común de nuestra patria defendiendo la vida de los más débiles e indefensos, de tal manera que los más 
infelices sean los más privilegiados, como proclamaba nuestro Padre Artigas. ¿Dónde quedaría si no la tan 
reconocida solidaridad de los uruguayos? ¿No podemos ayudar a las mujeres embarazadas a seguir adelante 
con sus embarazos para dar a los bebés en adopción? No legitimemos con la legalización propuesta en el 
proyecto de ley a estudio algo que para nosotros es violencia doméstica en el propio seno materno, que 
contribuye a desaparecer a uruguayos concebidos en lo sagrado del vientre de la madre. 


Que Dios, dador de la vida, nos ilumine a todos. ¡Que viva la vida! ¡Que así sea! 


Muchas gracias por recibirnos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión les agradece el aporte que han hecho al trabajo de esta 
Comisión y por el tiempo que nos han brindado. 


(Se retira de Sala la delegación de la Unión Cívica) 
(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Jóvenes Investigadores en Ciencias Biológicas) 


——- La Comisión da la bienvenida a una delegación de la Asociación de Jóvenes Investigadores en Ciencias 
Biológicas, integrada por la señora María Inés Varela Vega y el señor Juan Pablo Tosar Rovira, a efectos de 
exponer sobre el tema que nos ocupa. 


SEÑOR TOSAR.- Antes de comenzar queremos agradecer habernos conferido este espacio para podar 
dar nuestro parecer sobre un tema que trasciende el ámbito de lo científico y presenta numerosas 
aristas en el terreno de lo social, filosófico, religioso, jurídico, económico, demográfico y también 
político. Por lo tanto, desde nuestra formación científica es para nosotros un desafío contribuir a 
elucidar una problemática tan compleja y amplia. Por otro lado, nuestra condición de jóvenes nos 
incita a enfrentar el desafío, y aquí estamos. 


¿Qué decir del aborto en sí sin llover sobre mojado? En primer lugar, corresponde hacer un diagnóstico de 
nuestra sociedad. No es cierto eso de que todos estamos contra el aborto, pero hay que tener en cuenta tal o 
cual cosa. Desde luego que hay gente que está a favor del aborto, entendiendo estar a favor como lo que es: 
considerarlo un hecho bueno o al menos no intrínsecamente malo. De lo contrario, no se entiende que esta 
misma Comisión haya propiciado una votación afirmativa sobre un texto que habla del derecho de toda mujer 
a someterse a un aborto. No se puede concebir un hecho como negativo y desaconsejable y, al mismo tiempo, 
presentarlo como un derecho. Desde luego que hay ciudadanos que se manifiestan a favor del aborto como tal 
y velan por la completa liberalización de su práctica. ¿Cuál es entonces el rol del legislador? ¿Escuchar las 
demandas de los distintos grupos activistas sociales y procurar una solución salomónica que contemple 
parcialmente a ambos? Preferiríamos pensar que no, que el legislador debería regirse por el criterio de 
justicia y propiciar solamente aquellas leyes que entienda justas. 


Podría decirse que existen tres posturas diferentes en este tema. Están quienes se manifiestan a favor del 
aborto y, en consecuencia, de su legalización. Luego, están aquellos que entienden que el aborto es un mal a 
evitar, pero que se muestran favorables a que la ley regule su práctica de alguna manera. El tercer grupo lo 
componen aquellos que están en contra del aborto y entienden que la ley debería siempre desestimular su 
práctica en vez de avalarla en determinadas circunstancias. Es importante hacer estas distinciones porque los 
argumentos que manejan quienes adhieren al primer o segundo grupo son completamente diferentes, pero a 
veces se mezclan según la ocasión. 


A menudo se dice que es mejor no perder tiempo en hablar del aborto en sí, porque todos tenemos claro lo 
que es, que la discusión debería llevarse al terreno de si tal o cual proyecto de ley es mejor que tal o cual otro. 
Nosotros entendemos que este es el ámbito adecuado para hablar de este tema, por lo tanto, la discusión de 
fondo no la podemos eludir y menos aquí. 


¿Qué es un aborto? Eso es lo primero que habría que definir. ¿Es un acto médico, una acción profesional en 
beneficio de la salud de una persona o es la interrupción voluntaria de la vida de un ser humano indefenso en 
el vientre materno? Si no llegamos a un consenso en este tema no podemos seguir adelante. Ambas 
definiciones son inconciliables entre sí. 


Al solicitar audiencia nos pareció que nuestra exposición debía necesariamente versar sobre el tema del 
comienzo y desarrollo de la vida humana. ¿Eso que se aborta es un ser humano? Uno de nuestros compañeros 
realizó un señalamiento interesante, mucho más elocuente que citar las opiniones de científicos expertos en la 
materia o que salir a hablar del ADN y los cromosomas. Es la simple razón del artillero. Desde que los 
principales impulsores de la legalización del aborto en nuestro país admiten públicamente que hay vida 
humana desde la fecundación de un óvulo por un espermatozoide humano, no hay nada más que decir al 
respecto. Si hay un primer punto de entendimiento, podremos dar un paso adelante y profundizar en la 
cuestión. 


Al ser nueva vida humana, el cigoto y todos sus estadios de vida posteriores conforman una individualidad 
biológica, un ser único distinto de la madre y del padre. Y cuando decimos distinto no decimos 
independiente. Si el criterio de individuo se definiese por el criterio de la autonomía, tampoco serían 
individuos los bebés recién nacidos o las personas en estado de coma. Además de individuo, es un individuo 


de la especia humana porque de la unión de dos gametos humanos, por definición, no puede originarse otra 
cosa que no sea individuos de la especie humana. Hasta aquí llegamos con la ciencia, lo que viene después es 
la simple aplicación de la legislación vigente. 


El Código Civil de la República Oriental del Uruguay establece en su artículo 21: "Son personas todos los 
individuos de la especie humana". Esta expresión no da lugar a dos interpretaciones. Por consiguiente, 
cuando decimos que el aborto es la eliminación intencional de la vida de una persona, no lo decimos desde 
una perspectiva filosófica subjetiva, sino a la luz de la legislación vigente. Y como el Código Civil seguirá 
vigente si se aprueba o no un proyecto de aborto, en caso de que este resultase finalmente aprobado, todas las 
disposiciones correspondientes referirán a la eliminación de una persona, que por ser persona también es 
sujeto de derecho. 


Aun aceptando todo esto, seguirán habiendo grupos que sostengan que hay personas cuyos intereses deben 
prevalecer sobre la vida de otras, es decir, personas de primera y personas de segunda categoría. A ese nivel, 
nosotros no tenemos nada más que plantear, y será el legislador quien debe libremente adherir o no a esa 
postura. 


SEÑORA VARELA.- La argumentación se vuelve más compleja con quienes adhieren al segundo 
grupo, es decir, quienes se manifiestan en contra del aborto pero a favor de que la ley regule la práctica 
en sentido positivo en algunas circunstancias. ¿Cuáles son aquí los argumentos que se manejan? 


Tal vez lo más repetido es que el aborto clandestino es inseguro y provoca la muerte de muchas de las 
mujeres que lo realizan, que es una situación que se agrava en los barrios más pobres. La legalización del 
aborto se presenta entonces como una medida de salud pública y de equidad social. Lo cierto es que los 
números oficiales no indican en absoluto una situación de emergencia sanitaria. En 2008, 2009, 2010 y 2011, 
no murió ninguna mujer por aborto clandestino en nuestro país. Estos son datos que brinda el Ministerio de 
Salud Pública y, en consecuencia, son fiables. En 2012 hemos tenido que lamentar dos decesos, pero lo cierto 
es que la tendencia es a la baja. No puede ser que las políticas de salud se tomen en el año 2012 en función de 
un pico excepcional que hubo en el número de muertes maternas en el año 2001. La situación de hoy en día 
es enteramente diferente. Además, la tendencia a la baja del número de muertes maternas ocasionadas por 
aborto provocado obedecer a la tendencia a la baja que presenta el número de muertes maternas totales 
conforme transcurre el paso del tiempo. Existen estudios que demuestran claramente cómo la disminución de 
las muertes maternas depende de factores tales como un aumento en el acceso a los sistemas de salud por 
parte de las mujeres embarazadas, la atención del parto por personal calificado, y un aumento en el nivel 
educativo alcanzado por la población femenina en general. Se puede avanzar en todos estos puntos sin la 
necesidad de recurrir al aborto. 


En mayo del corriente año se publicó un interesante artículo en el cual investigadores chilenos muestran 
cómo la prohibición total del aborto en su país no implicó un aumento en los índices de mortalidad materna 
ni en el porcentaje de muertes maternas a causa del aborto provocado. Dejamos a disposición de la Comisión 
la evidencia que lo atestigua. 


Se dice que el aborto clandestino es inseguro por definición, y que por lo tanto al legalizarlo se vuelve 
seguro. Sin embargo, la realidad muestra algo diferente. Luego de la prohibición total del aborto en Chile, 
todos los abortos pasaron a ser clandestinos, y por tanto, inseguros. Tenemos pues un experimento natural 
que nos permite poner a prueba esta hipótesis. ¿Aumentó el índice de mortalidad materna? No, siguió 
disminuyendo año a año. La tendencia a la baja no se vio afectada por el cambio en la legislación. 
¿Aumentaron al menos las muertes maternas por aborto provocado? Tampoco, siguieron bajando año tras 
año. 


El índice de muertes maternas cada cien mil nacidos vivos es un indicador recomendado por la Organización 
Mundial de la Salud para comparar la calidad de los sistemas sanitarios de distintos países. En el año 2010 la 
revista "The Lancet" publicó un estudio basado en datos provenientes de ciento ochenta y un países durante 
los años 1980 a 2008. Llamativamente, entre los países con menores índices de mortalidad materna se 
encuentra la República de Irlanda, número seis en el mundo, Malta, número ocho y Polonia, que comparte la 
posición número nueve, donde el aborto es ilegal. Países supuestamente con legislación muy avanzadas sobre 
estos temas, como el Reino Unido o Estados Unidos se encuentran en muchos escalones por debajo, 
ubicándose en las posiciones números veinticinco y cuarenta, respectivamente. El país de Latinoamérica con 


menor índice de mortalidad materna es Chile y lo sigue muy de cerca Uruguay. Países de Latinoamérica 
donde el aborto es legal, como el caso de Cuba, se encuentran muy por debajo. 


Estos números muestras claramente que la legislación que un país pueda tener sobre el aborto no define 
necesariamente la vida o la muerte de su población femenina en edad reproductiva. Son otros los caminos por 
los que se debe avanzar, si una mayor asistencia sanitaria a la mujer embarazada es el objetivo deseado. 


Tampoco es válido afirmar que cuando el aborto es legal desaparece el aborto clandestino, ni que el aborto 
legal deja de ser inseguro para la mujer. Al analizar datos oficiales brindados por CDC de Estados Unidos, en 
el período 1991- 2006 hubo en ese país ciento veintisiete muertes maternas por aborto legal y seis por aborto 
clandestino. Estas seis muertes dan la pauta de que el aborto clandestino nunca desaparece del todo y las 
ciento veintisiete víctimas restantes son un ejemplo ilustrativo de lo que es en realidad el aborto "legal y 
seguro". 


Alguien sin dudas podrá decir que lo que pasa es que en Estados Unidos hay muchos más abortos que acá. Sí, 
claro. Los datos más recientes disponibles en la página web del Center for Disease Control -CDC, de - 
Estados Unidos, muestran que desde el año 1973, cuando se legalizó por vía judicial el aborto en todos los 
Estados de ese país, el número total de abortos legales realizados aumentó año a año, hasta un pico de casi 
1.4 millones de abortos realizados en 1990. Es decir que en el lapso de diecisiete años el número anual de 
abortos realizados aumentó casi dos veces y media, comenzando luego una tendencia a la baja que se 
estabiliza en torno al millón de abortos registrados en 2007, casi el doble de los iniciales. 


Otros países muestran figuras muy similares. En España se registraron casi setenta mil abortos legales en 
2001, setenta y siete mil en 2002, ochenta mil en 2003, ochenta y cinco mil en 2004, noventa y un mil en 
2005, ciento un mil en 2006, ciento doce mil en 2007, ciento dieciséis mil en 2008, ciento once mil en 2009 y 
ciento trece mil en 2010. 


SEÑOR TOSAR.- La naturaleza educativa de la ley no puede dejar de desconocerse. En los países en 
los que el aborto se legaliza cada año hay más. No es que suban de golpe al año siguiente de 
promulgada la ley, sino que lo hacen de forma sostenida. La sociedad se va educando en el aborto. Las 
presiones e inhibiciones para no cometerlo van gradualmente desapareciendo. Si se está en contra del 
aborto deberían buscarse mecanismos que desestimulen su práctica en vez de fomentarla 


¿Qué otros argumentos emplean quienes están en contra del aborto, pero a favor de un cambio legal en el 
sentido permisivo? Dicen que la ley vigente es inefectiva y caduca, que existe pero no se aplica, que no 
cumplió sus cometidos. Se ha dicho muchas veces en este mismo Parlamento que aunque el aborto sea ilegal, 
igual se hace, y por eso hay que cambiar la ley. Ese es un argumento peligroso, porque lo mismo se aplica 
para las leyes que prohiben el homicidio, el hurto, la violación, el narcotráfico, etcétera. 


Se dice también que la ley vigente es mala, porque impone pena de privación de libertad a la mujer que 
aborta. Pero si uno se pregunta cuántas mujeres hay presas por haber abortado, la respuesta es: ninguna. 
Entonces, el argumento cambia y se dice que la ley no se respeta, porque el hecho de no haber mujeres presas 
es señal de que no se aplica. Aquí lo que hay es un profundo desconocimiento de la ley vigente por parte de 
muchas personas. La ley relativa al aborto que está vigente en Uruguay establece la despenalización total e 
irrestricta del aborto en varias circunstancias. El artículo 328 del Código Penal en sus incisos 2* y 3” dice que 
cuando el aborto de produce con el consentimiento de la mujer, por causa de violación o por causas graves de 
salud, será eximido de pena. En caso de angustia económica o cuestiones de honor la despenalización es 
posible, pero no deja de quedar a criterio del Juez, pero en los casos anteriores no hay dos posibilidades: el 
aborto no se penaliza. 


Se dan estimaciones del número anual de abortos realizados en nuestro país. Estimaciones que no dejar de ser 
estimaciones. La experiencia que surge de los países que han legalizado el aborto es que el número real es 
siempre muy inferior al estimado previamente. Pero aun cuando los números estimados se acerquen 
remotamente a la realidad, nadie podrá jamás saber el número de abortos que se dejaron de cometer por la 
simple razón de que el aborto es ilegal. La naturaleza disuasiva de la ley, es algo en lo que hay que creer, 
pues no se puede probar directamente. 


Se dice también que debe darse respuesta a la mujer que ya ha tomado la decisión de abortar. Inclusive, 
algunos dicen que la mujer que decidió abortar ya no es madre, porque determinó que su embarazo no 
seguiría adelante. De este modo, convierten a la duda entorno a la posibilidad de abortar en una posición 
irrevocable. Además, obligan a vivir a la población en dos facciones: los que están con la madre y los que 
están con el hijo; entre ellos están enfrentados. 


Nuestra experiencia es que, en muchos casos, el problema no es el hijo o la hija que viene en camino, sino las 
circunstancias dolorosas que rodean al embarazo y enormes dudas en cuanto a la posibilidad de subsistir en el 
futuro con un nuevo hijo a cargo. Cuando comienzan a aparecer ayudas solidarias, que están disponibles, 
pero que muchas veces no se conocen, cambia el entorno y también las decisiones. Esto lo podemos 
atestiguar a escala pequeña, por casos puntuales que nos ha tocado vivir, pero sabemos que existen 
organizaciones sociales en las que esto es cosa de todos los días. Para subsanar las situaciones que rodean los 
embarazos más difíciles de sacar adelante, es necesario legislar, pero no en pro del aborto. 


También se nos ha hecho llegar el proyecto de ley sustitutivo o acordado entre los miembros de esta 
Comisión. Aunque ninguno de nosotros tiene formación jurídica podemos realizar señalamientos desde el 
sentido común. 


Lo primero que cabe decir es que el aborto es un delito o no lo es, pero no puede serlo y no serlo al mismo 
tiempo. El artículo 2%, como dice el "nomen turis", es un artículo de despenalización. Si es de 
despenalización, supone la existencia del delito. Además, eso queda claro cuando habla de la no aplicabilidad 
de los artículos 325 y 325 bis del Código Penal, que establecen el delito de aborto para la mujer que lo realiza 
y para los terceros, respectivamente. Por consiguiente, se entiende que dichos artículos seguirán vigentes. Sin 
embargo, el artículo 9” refiere a la obligación de realizar abortos para las instituciones de salud. Es decir, se 
expresa la obligación de infringir el artículo 325 bis del Código Penal. Esto no tiene sentido. No se puede 
forzar a ninguna persona física ni jurídica a infringir la ley. 


Como todas las disposiciones que se opongan a la ley sancionada deben derogarse por el artículo 13 aparece 
una contradicción entre el artículo 325 bis del Código Penal y el artículo 9 de este ante proyecto de ley, lo 
que implica la derogación del primero. La consecuencia es que se mantiene el delito de aborto para la mujer - 
artículo 325 del Código Penal, aunque no se aplica en determinadas circunstancias la pena en él prescripta. 
Pero se deroga el delito de aborto efectuado por el médico y el resto del personal de la institución en la que se 
realice. Tenemos, pues, un proyecto de despenalización del aborto para la mujer y de legalización del aborto 
para aquellos que lo practican. ¿Qué debe hacer una mujer para abortar y no ir presa? Presentarse ante su 
médico, dar cuenta de su intención de abortar, comparecer ante un consejo interdisciplinario y volver a los 
cinco días a realizarse la intervención quirúrgica. De todo este procedimiento sabrá que deja constancia en su 
historia clínica. No hay que ser muy clarividente para predecir lo que, seguramente, haría el Poder Ejecutivo, 
una vez sancionada esta ley. 


Derogado el artículo 325 bis del Código Penal, nada impedirá la venta libre de fármacos abortivos en las 
farmacias. En una sociedad en la que el aborto famacológico parece haberse vuelto costumbre es deber de los 
legisladores preguntarse cuántas mujeres optarán, efectivamente, por el mecanismo propuesto. La opción del 
aborto farmacológico va a estar presente en los hechos y su carácter anónimo y privado, sin duda, traerá a 
muchas mujeres a esta modalidad, que seguirá siendo clandestina. ¿Qué suerte correrán estas mujeres? Los 
atenuantes eximientes de pena que se establecen en el artículo 328 del Código Penal no corren, pues exigen 
que el aborto sea realizado por un médico. Si este proyecto fuera sancionado y la ley se aplicara las mujeres 
que aborten en sus casas con pastillas deberían ir presas. ¿Hay voluntad política de que esto suceda? Es claro 
que no. 


En consecuencia, se está procurando sancionar una ley a sabiendas de que en la mayoría de los casos no se va 
a aplicar. ¿No es esto lo que se critica de la ley vigente? Si el aborto clandestino es la consecuencia no 
deseada de la ley de 1938, el nuevo texto a consideración, lejos de subsanar esta situación, la agrava. La 
modalidad del aborto más frecuente en Uruguay y la previsiblemente más aplicada en el futuro seguirán en la 
órbita de la clandestinidad. 


Agradecemos enormemente la atención que nos han brindado, si es necesario realizar aclaraciones sobre 
algún punto de lo dicho quedamos a las órdenes para suministrar todo el material que sea requerido. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos muchísimo el aporte que han realizado así como también la 
utilización del tiempo exacto, ya que facilita el trabajo de esta Comisión que tiene una larga tarea. 


(Se retiran de Sala delegados de la Asociación Jóvenes Investigadores Ciencias Biológicas) 
(Ingresan a Sala delegados del Centro de Bioética Rioplatense) 


——— La Comisión da la bienvenida a los doctores Víctor Bordoli Cordero y Orlando Gil, del Centro de 
Bioética Rioplatense, a quienes cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR GIL.- Soy médico y desde el año 2002 estoy sumamente preocupado porque en mi país, a 
través de una ley, se pretende justificar la muerte de un embrión. 


Para nosotros, los que tenemos alguna idea de la biología y alguna más vaga de la medicina, la vida es 
sagrada. El derecho a la vida es el primero de los derechos sin el cual no puede existir civilización alguna. 
Por lo tanto, rogamos al Poder Legislativo de nuestro país que tome conciencia de que un aborto es matar un 
ser humano. ¿Todos fuimos embriones o acaso nos trajo la cigúeña? ¡Todos fuimos embriones, señores! Es 
algo que hay que entender; hay que hacer conciencia; hay que madurar el pensamiento. Esto no es solo 
teológico, ni político, ni judicial, ni filosófico: es el derecho a la vida. 


Alguien preguntó una vez a un médico: "Si un sifilítico, un alcohólico, un loco encarga a un ser humano, ¿lo 
matás?". Y contestó: "Si es así, lo mato". Entonces, le dijo: "Ah, perfecto: mataste a Beethoven" ¿Qué les 
parece? ¿Cuántos Beethoven habrá en nuestro país, que sufren la muerte de una manera absolutamente 
violenta y de cualquier manera injustificada? 


Por lo tanto, voy a ser más que lacónico, más que breve, porque el único concepto que me interesa es que 
cada uno de los ciudadanos de nuestro país y, en especial, los señores legisladores, hagan conciencia de que 
no estamos para matar a ningún ser humano por pequeña que sea la etapa de su evolución. Empezamos en el 
cigoto, cuando se une el espermatozoide de nuestro padre con el óvulo de nuestra madre. Ahí empieza un 
nuevo ciudadano, un nuevo ser humano; y eso merece el máximo de los respetos, el máximo de la 
consideración y el máximo apoyo del Estado y, por supuesto, del Gobierno en nombre de propio Estado. 


Podríamos hablar de muchas cosas porque, realmente, este es un tema tremendamente inquietante y espinoso, 
pero en aras de la brevedad voy a dejar mi exposición aquí, porque tengo mucho interés en que mi 
compañero, el doctor Bordoli, esgrima argumentos jurídicos que entiendo que son muy importantes. 


Les agradezco muchísimo que me hayan escuchado. 


SEÑOR BORDOLI.- Señor Presidente, miembros de la Comisión: en primer lugar, me quiero referir al 
texto que nos hicieron llegar en virtud del acuerdo entre algunos legisladores del partido de Gobierno y 
el señor Diputado Posada. Esta iniciativa -que no es un proyecto de ley, porque no ha sido presentado a 
la Cámara -es un texto de legalización del aborto y no de despenalización. ¿Por qué? Por la sencilla 
razón que establece para todo el mundo deberes hacia el aborto: deberes de realizar los abortos y de 
autorizarlos. En ese sentido, no se puede autorizar ni imponer el deber de realizar algo que es delito. 
Entonces, evidentemente, el acto queda legalizado. Si se obliga a personal de la salud, a instituciones de 
salud privadas y públicas a realizar abortos, estamos ante una legalización. 


En el artículo 1” se establece que la interrupción del embarazo no se penará porque, por supuesto, lo que está 
penalizado no se pena; y eso es lo que pasa acá. No se trata de una despenalización; no es que el delito 
permanezca y no se pene: el delito no permanece porque se impone el deber de realizarse. Y en derecho no se 
puede imponer el deber de realizar algo que es delito; por lo tanto, el delito queda derogado y se transforma 
en obligación y en acto médico. 


Vamos a ver lo que dicen algunos artículos. El artículo 3” determina que la mujer "deberá"; que el equipo 
interdisciplinario "deberá"; que el equipo interdisciplinario "deberá", otra vez. Y dice que se coordinará de 
inmediato "el procedimiento": así se lo llama. Todo eso implica deberes de realizar el aborto que lo 
transforman en un acto legal; de lo contrario, si fuera delito y simplemente no se penara, no se podría 
establecer ninguno de estos deberes. 


El artículo 4” dice: "Velar para que el proceso de decisión de la mujer permanezca exento de presiones de 
terceros, sea para continuar o interrumpir el embarazo". Esto quiere decir que es legal, porque el Estado 
presiona para que no se cometan delitos, y si esto lo es, no puede decir que el proceso tiene que estar "exento 
de presiones de terceros" para interrumpir el embarazo. 


En lo que tiene que ver con los deberes de los profesionales, se establece: "dar contención y apoyo a la 
decisión de la mujer respecto a la interrupción de su embarazo". Si la decisión es interrumpir el embarazo, ¿el 
Estado va a apoyar un delito? No; simplemente se legaliza el aborto. 


También se habla del "personal de la institución específicamente involucrado en el objeto de esta ley". Y si el 
objeto de esta ley es el aborto, entonces, no es delito. 


Por otra parte, se habla de las exenciones y se extiende el plazo de tres a nueve meses para el caso de bebés 
fruto de violación. Yo pregunto, ¿qué culpa tienen los bebés de esto? Ninguna. 


Además, se dice: "cuando se verifique un proceso patológico, que provoque malformaciones congénitas 
incompatibles con la vida extrauterina": esto es eugenésico. Entonces, estamos ante una legalización que es 
eugenésica y que además abarca a los bebés fruto de violación. 


Asimismo, cuando se habla del consentimiento de menores de edad, se dice que cuando no exista 
asentimiento de padre o tutor, este podrá ser prestado por el Juez. Ahora bien, el Juez no puede prestar 
asentimiento a un delito; entonces, resulta claro que aquí hay legalización. 


Después está el tema de que se declara "acto médico". Señores: si es delito, no es acto médico y si es acto 
médico no es delito. Por lo tanto, acá hay una legalización del acto de abortar, porque se lo transforma en 
acto médico. Eso provoca que los médicos, como el doctor Gil, quien es médico, ginecólogo, desde hace más 
de cincuenta años, terminen obligados a practicar abortos. Se me dirá que se establece la "objeción de 
conciencia". Sí, pero está limitada: no es para todos los casos. Además, se obliga a las instituciones, incluidas 
las confesionales y a las del Estado a realizar el supuesto delito. 


El compañero Juan Pablo Terra, quien hace muchos años nos inspiró en la creación del Centro de Bioética 
Rioplatense, sostenía que no se le podía imponer este tipo de cosas a una parte de la sociedad. ¿Por qué? 
Porque si hay una parte de la sociedad que es contraria en su conciencia, en este caso, a los abortos, no se 
pueden pagar precisamente los abortos con sus impuestos. Eso atacaría la libertad de conciencia de ese grupo 
de personas y las somete a situaciones de conciencia insostenibles. 


En el caso de las mutualistas es igual, porque se habla de objeción de conciencia -limitado, como dije -de 
médicos y personal técnico. Yo digo: ¿y los funcionarios que no son técnicos o médicos? ¿Y los socios que 
pagan esta cosa con su cuota mutual? ¿Y la gente en general? Los grupos que estamos en contra del aborto, y 
pagamos con nuestros impuestos el funcionamiento del Estado, ¿también pagaremos con nuestros impuestos 
los abortos? 


En síntesis, este texto establece un sistema nacional de aborto legalizado sostenido por el Estado, con los 
impuestos de todos. 


Para finalizar, me quiero referir al problema formal: la votación de este texto que fue votado el día 9 del 
corriente mes en esta Comisión, arrojó como resultado 4 en 6. Y por el artículo 125 del Reglamento, 4 en 6 es 
negativo, no es afirmativo. Y en cuanto a la supuesta reconsideración y rectificación de ayer, se trata de 
conceptos contrarios. Si hay reconsideración no hay rectificación, y si hay rectificación no hay 
reconsideración. La rectificación solamente se puede hacer en la misma sesión y antes de pasar al punto 
siguiente. En el caso de la reconsideración debe ser planteada por algún señor legislador y pasó exactamente 
lo contrario. El señor Diputado Cantero Piali no planteó reconsideración, sino rectificación. Además, dijo 
específica y explícitamente que no planteaba la reconsideración. Por lo tanto, la Mesa no podía, 
reglamentariamente, poner a consideración ni poner a votación la reconsideración. 


En definitiva, la votación supuestamente válida del día 9 de agosto es cuatro en seis, negativa y, por lo tanto, 
el texto, que no es proyecto, se archiva. ¿Por qué el texto no es proyecto? Porque en el Senado nunca fue 
votado en general en la Comisión. Por lo tanto, en la Comisión se votaron artículos sueltos y lo que votó el 
plenario son artículos de un texto que no es proyecto por no haber sido votado en general en la Comisión. Me 


refiero a un texto que nunca fue presentado al Senado, porque el que fue presentado no fue votado por el 
plenario. 


En el mes de febrero, nosotros presentamos un recurso contra el trámite de un texto que no es proyecto, ante 
la Presidencia de Cámara que lo rechazó. Pero está omisa en elevar el recurso jerárquico a la propia Cámara, 
que es el jerarca. Desde aquí intimamos severamente a la Presidencia de Cámara a que eleve el recurso 
jerárquico a la Cámara, porque la Constitución obliga a resolverlo. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Gracias a ustedes. Ha sido un gusto tenerlos aquí en la mañana de hoy y 
escuchar sus fundamentos y argumentos en este tema que, sin lugar a dudas, es delicado y divide 
aguas. Agradecemos el tiempo brindado. 


(Se retira de Sala la delegación del Centro de Bioética Rioplatense) 
(Ingresa a Sala una delegación del Círculo Católico de Obreros del Uruguay) 


——— La Comisión da la bienvenida a la delegación del Círculo Católico de Obreros del Uruguay. 


SEÑORA LÓPEZ.- Es un honor para nosotros que nos hayan recibido y agradecemos realmente esta 
posibilidad. Vamos a entregar un sobre que contiene el estatuto de la institución. Nuestra delegación 
está integrada por la señora Graciela Rodríguez, Secretaria de la Asociación de Funcionarios del 
Círculo Católico; por la señora Yandinoca Sosa, Presidente de la Asociación de Funcionarios del 
Círculo Católico; -por la escribana María Cecilia López Collazo, ex Secretaria General de Directorio 
del Círculo Católico y socia; por el señor Luis Alberto Figares, Vicepresidente del Círculo Católico; por 
el escribano Gonzalo De Castro, Jefe de Sector Jurídica del Círculo Católico; por el doctor Leonardo 
Cipriani, Director Técnico Adjunto del Círculo Católico; por el doctor Álvaro Domínguez, Profesor 
Grado 4 de Ginecotocología de Udelar; Médico Ginecólogo del Círculo Católico; Representante de 
Gremio Médico de la Institución (AMTCCOU) y por el doctor Marcelo D' Agostini, Profesor Agregado 
Grado 4 de Ecografía de Hospital de Clínicas; Médico Ginecotocólogo del Círculo Católico; Médico 
Ecografista. 


Solicitamos concurrir a la Comisión para poder exponer nuestra posición con respecto al proyecto de ley a 
estudio, sancionado por la Cámara de Senadores en diciembre próximo pasado, denominado Interrupción 
Voluntaria del Embarazo, así como de los proyectos alternativos o modificativos que están a estudio de esta 
Comisión. 


Deseamos darles a conocer cómo es nuestra Institución y por qué -somos contrarios a dichos proyectos. 


El Circulo Católico de Obreros del Uruguay tiene 127 años de vida; fue fundado en 1885. Nació como un 
movimiento para dar respuesta a la situación de obreros y sus familias cristianas, en cuanto a atender su salud 
y otras áreas sociales. En estos 127 años de historia la Institución ha cumplido un rol protagónico en cuanto a 
acciones de responsabilidad social, de seguridad social, creó las primeras pensiones a la vejez, las primeras 
asignaciones familiares antes de que existiera una ley de seguridad social, luchó por la ley de las ocho horas, 
es decir, ha tenido una participación activa en todos estos movimientos. 


Hoy, como parte del Sistema Nacional Integrado de Salud, seguimos avanzando, adaptándonos y 
adecuándonos a las nuevas normas y reglamentaciones. Realmente, trabajamos en ese sentido. Tenemos un 
programa de niñez, de mujer, de atención a víctimas de violencia doméstica, que nos hace referentes en la 
materia dentro del sistema. Eso lo dicen las autoridades del Ministerio y de la Junasa. Además, trabajamos en 
conjunto con el Mides, por ejemplo, otorgando refugio a las mujeres víctimas de trata de blancas; trabajamos 
con Madrinas por la Vida, donde atendemos a las mujeres jóvenes, adolescentes, con posibilidad de abortar - 
cabe aclarar que nuestros equipos de salud las atienden en forma gratuita -y las acompañamos para que 
tengan ese niño y -puedan tener una maternidad feliz. 


Como todos saben, nuestra Institución está basada en los principios cristianos de respeto a la vida, de 
dignidad y solidaridad, y concebimos la vida humana a partir de la gestación, de la concepción y la 


defendemos y protegemos; así lo entendemos filosóficamente porque está en nuestros fundamentos como 
Institución. En ese sentido, es que venimos a plantear nuestra posición, pero con total respeto por las 
posiciones diferentes. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Soy ginecólogo, Profesor Adjunto de la Cátedra de Ginecología y Obstetricia 
de la Facultad de Medicina de la Universidad de la República, Vicepresidente de la Sociedad de 
Ginecología del Uruguay y especialista en reproducción humana. 


En primer lugar, quiero agradecer a los señores Diputados por habernos recibido y permitirnos plantear 
nuestra postura, la cual es muy concreta y sencilla. 


En realidad, no hay dos opiniones en cuanto a que desde el momento en que el espermatozoide fertiliza el 
ovocito y se forma un embrión, primero de dos células, después de cuatro, de ocho, etcétera, hay vida; y esa 
vida es la que, progresivamente, en su camino hacia el útero, en donde se implanta, dará un nuevo ser. 


Independientemente de todas las posiciones religiosas y filosóficas, no hay dos opiniones al respecto; 
respetando absolutamente todas las posiciones, solicitamos que se respete la nuestra, que refiere a preservar 
vida ante todo y ante todos. Esa es nuestra función como médicos y como ginecólogos: la vida antes que 
nada. 


SEÑOR D'AGOSTINL.- Soy médico ginecólogo, Profesor Agregado en la Clínica Ginecotocológica B de 
la Facultad de Medicina del Hospital de Clínicas y Jefe de la Unidad de Ecografía Ginecológica de ese 
servicio. 


Estoy totalmente de acuerdo con lo manifestado por el doctor Domínguez; solo quiero decir que gracias a los 
aportes de la tecnología, que ha tenido avances importantes en los últimos años, hemos podido objetivar la 
vida humana. Es sabido por todos que con un equipo de ultrasonido podemos ver actividad cardíaca fetal 
embrionaria a partir de las cinco semanas de gestación, es decir, con tres semanas de embarazo. También 
podemos ver el desarrollo del embrión entre las seis y siete semanas, momento en que podemos escuchar la 
actividad cardíaca. Asimismo, podemos ver que entre las siete y diez, once o doce semanas de gestación el 
ser humano está completamente formado: tiene sus cuatro miembros, estructuras intracraneanas, tórax, 
abdomen, corazón, estómago, riñones, vejiga; etcétera. O sea que en el primer trimestre del embarazo el 
desarrollo del ser humano se puede objetivar mediante el ultrasonido. 


SEÑOR CIPRIANI. Soy Director Técnico Adjunto del Círculo Católico. 


Todos coincidimos en tutelar y proteger a la madre y al concebido, que es el niño por nacer. Como 
profesionales de la salud, y en especial como médicos, sentimos la obligación de cumplir con el sentido de 
nuestra profesión y de proteger la vida en todo momento, en especial, en la etapa de mayor fragilidad. 
También coincidimos en que la mujer debe ser apoyada, guiada y acompañada, y nunca discriminada, 
abandonada o juzgada. Creemos que la mejor forma de hacerlo es acompañando su embarazo y su 
maternidad, cuidando así las dos vidas. 


Esto es lo que hemos hecho siempre y cada día en nuestra institución: guiamos a las mujeres que nos vienen a 
decir que quieren abortar y las ayudamos a que decidan tener su hijo. Por tanto, no solo nos preocupamos, 
sino que nos ocupamos de esas madres: las apoyamos de manera asistencial y las conectamos con algunas 
organizaciones. La experiencia que tenemos es de una aceptación del 100%. 


Además, podemos decir que esas mujeres que deciden continuar con su embarazo se convierten en madres 
que cuidan y aman a sus hijos de una manera excepcional. 


Por último, quiero decir que en nuestro país existen normas que despenalizan el aborto en determinados 
casos, como los abortos clínicos o legales, y nosotros entendemos, como así también la institución, que eso 
no debe ser modificado. 


SEÑOR DE CASTRO.- Soy escribano y el Jefe del Departamento Jurídico de la institución. 


Cuando se nos planteó el proyecto de ley relativo a la interrupción voluntaria del embarazo, entendimos que 
desde el punto de vista jurídico ya había sido suficientemente ilustrado por parte de los catedráticos más 
importantes del país. No obstante ello, y sin perjuicio de manifestar nuestra posición contraria al proyecto por 
las razones esgrimidas por los doctores, resaltamos que si este proyecto llegara a convertirse en ley sería 
inconstitucional, ya que sería contrario a lo que establecen los artículos 5%, 7%, 10, 39, 54, 72 y 332 de la 
Constitución de la República. Además, también estaría contrariando el Pacto de San José de Costa Rica, es 
decir, la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 


SEÑORA LÓPEZ (doña Cecilia).- Hemos leído los proyectos de ley -el que fue aprobado por el Senado 
y el elaborado por el señor Diputado Posada -y, evidentemente, ambas iniciativas plasman, de diferente 
manera, la objeción de conciencia del equipo de salud. Ambos proyectos también establecen que las 
instituciones de salud que formamos parte del sistema estaremos obligadas a cumplir con lo que 
disponga dicha ley, es decir, llevar a cabo la práctica de la interrupción voluntaria del embarazo, o 
excepcional, de acuerdo a cada uno de los proyectos 


En este sentido, queremos dejar constancia de que nuestro ideario -que consta en los estatutos de nuestra 
institución, que está basado en los principios cristianos, establece que para nosotros hay vida humana a partir 
de la gestación. Entonces, desarrollar acciones de esa naturaleza sería ir en contra de nuestro ideario y 
violentaría nuestra conciencia. Si no se quiere hablar de conciencia colectiva -por lo que se maneja 
filosóficamente, podemos decir que ese procedimiento violentaría nuestro pensamiento y nuestro ideario. 


Entonces, tal como recomendó el Parlamento Europeo en 2010, solicitamos, en caso de que cualquiera de 
estos proyectos se convierta en ley, no ser obligados a realizar, autorizar, participar o asistir de cualquier 
forma en la práctica de la interrupción voluntaria del embarazo por ser, precisamente, contraria a nuestro 
ideario. Para hacer esta solicitud nos fundamos en la libertad de asociación, en la libertad de empresa y, sobre 
todo, en que entendemos que tenemos la misión de proteger a los más débiles o desamparados. Nosotros, 
como bien se dijo, queremos proteger las dos vidas y no queremos elegir entre un derecho y otro; no 
queremos confrontar derechos, sino apostar a poder salvar las vidas de la madre y del niño. 


Por tanto, si este proyecto se convierte en ley, queremos que se respeten los derechos de todas las partes 
involucradas. Entendemos que solo de esa manera vamos a poder lograr una práctica efectiva de la 
democracia y un ordenamiento social más justo. 


SEÑORA SOSA.- Soy Presidenta de la Asociación de Funcionarios del Círculo Católico, que es un 
apéndice de la Federación Uruguaya de la Salud e integra el PT CNT. Por lo tanto, nuestra posición 
es la que reivindica nuestro congreso: nosotros estamos a favor del aborto y defendemos la vida de la 
mujer; entendemos que la mujer debe tener la opción de elegir y decidir con respecto a su cuerpo. 


No obstante ello, queremos decir que gracias al Sistema Nacional Integrado de Salud, actualmente todas las 
instituciones tienen policlínicas como para hacer pensar a la mujer a fin de que valore si tendrá o no ese bebe. 


Entendemos que debe haber conciencia institucional, por lo que se debe exigir la libertad de conciencia 
institucional. 


Venimos a acompañar a nuestra institución porque conocemos la institución en la que trabajamos, sus 
estatutos y sabemos perfectamente qué atención da. Como se dijo anteriormente, en la policlínica, se atiende 
a todo aquel que lo necesita y se le aconseja sin cobrarle; esa mujer después podrá valorar qué desea hacer. 
Reiteramos que nuestra posición es la del PIT CNT, la del Congreso de la Federación Uruguaya de la Salud, 


pero entendemos que es importante que a la hora de aprobar este proyecto de ley se establezca la libertad de 
conciencia institucional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Valoramos en grado sumo los aportes realizados. Agradecemos su presencia. 


(Se retira de Sala la delegación del Círculo Católico de Obreros del Uruguay) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Comisión Nacional Pastoral de la Familia y la Vida) 


——- La Comisión tiene el agrado de recibir a una delegación de la Comisión Nacional Pastoral de la Familia 
y la Vida de la Conferencia Episcopal del Uruguay, integrada por la doctora Gabriela López Ferrari y el 
licenciado Víctor Hugo Guerrero. 


SEÑORA LÓPEZ FERRARI.- Somos Secretarios Ejecutivos de la Comisión de la Pastoral de la 
Familia y la Vida de la Conferencia Episcopal del Uruguay. Agradecemos a la Comisión la oportunidad 
que nos da de aportar a la reflexión que se está realizando sobre este proyecto de ley de 
despenalización del aborto que, de la lectura que hemos podido hacer, resulta ser de legalización. 


Desde el punto de vista científico -no solo desde una óptica religiosa, sin lugar a dudas existe un nuevo ser 
humano, con su propio ADN, diferente al de sus progenitores, desde el momento de la concepción. Esto 
también lo plantea el ex Presidente Tabaré Vázquez al vetar la norma aprobada entonces: "Descubrimientos 
revolucionarios, como la fecundación In Vitro, y el ADN con la secuenciación del genoma humano, dejan en 
evidencia que desde el momento de la concepción allí hay una vida humana nueva, un nuevo ser. Tanto es así 
que en los modernos sistemas jurídicos -incluido el nuestro -el ADN se ha transformado en la 'prueba reina' 
para determinar la identidad de las personas, independientemente de su edad [...]". 


Este nuevo ser humano, con su propio ADN, es persona, como lo expresa el Pacto de San José de Costa Rica 
-ratificado por Uruguay y de carácter vinculante para nuestro país -en el numeral 2 del Artículo 1: "Para los 
efectos de esta Convención, persona es todo ser humano". Y en el Artículo 3 agrega: "Toda persona tiene 
derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica". En el Artículo 4 dice: "Toda persona tiene derecho a 
que se respete su vida. Este derecho estará protegido por la ley y, en general, a partir del momento de la 
concepción. Nadie puede ser privado de la vida arbitrariamente". 


Afirma Tabaré Vázquez: "Esta ley afecta el orden constitucional (artículos 7%, 8%, 36%, 40%, 41%, 42%, 44%, 72* y 
332%) y compromisos asumidos por nuestro País en tratados internacionales, entre otros Pacto de San José de 
Costa Rica aprobados por Ley N* 15.737 de 8 de marzo de 1985 y Convención Sobre Derechos del Niño 
aprobada por Ley N* 16.137 de 28 de septiembre de 1990". En efecto, existen disposiciones como el 

artículo 42 de nuestra Carta Magna, que obligan expresamente a proteger a la maternidad. El Pacto de San 
José de Costa Rica -convertido en ley interna como manera de reafirmar su adhesión a la protección y 
vigencia de los derechos humanos -contiene disposiciones expresas, como sus Artículos 2 y 4, que obligan a 
nuestro país a proteger la vida del ser humano desde su concepción, además de otorgarle el estatuto de 
persona. Si bien una ley puede ser derogada por otra, no sucede lo mismo con los tratados internacionales que 
no pueden ser derogados por una ley interna posterior. 


Siendo una persona humana tiene derecho a la vida desde la concepción hasta su culminación natural y nadie 
puede adjudicarse el derecho de eliminarla y mucho menos legalizando el supuesto derecho materno. No 
existe ningún tratado internacional firmado por Uruguay ni por ningún país del mundo por el cual se 
consagre el derecho al aborto, como algunas personas pretenden hacer creer. Esta interpretación distorsionada 
del derecho internacional fue intencionalmente introducida por las agencias de derechos humanos de la ONU 
en 1996 en la Conferencia de Glen Cove. De allí en adelante se interpretarían distorsionadamente los tratados 
de derechos humanos por parte de las comisiones de derechos humanos, que no tienen autoridad para sentar 
jurisprudencia vinculante. 


En virtud del Pacto de San José de Costa Rica, que sí es vinculante para Uruguay, nuestro país está obligado 
a defender el derecho a la vida desde la concepción, por lo que no puede ser legalizado el aborto ni durante 
los nueve meses, ni durante los primeros tres meses, pues en este caso no se estaría protegiendo el derecho a 
la vida desde su concepción, tal como se comprometió. El carácter vinculante de este Pacto fue recientemente 
reconocido por la Suprema Corte de Justicia de México, cuando dieciocho Estados mexicanos reconocieron 
el derecho a la vida desde la concepción. 


Afirmamos tanto el derecho a la maternidad como el derecho a la paternidad, como dice nuestra 
Constitución. El artículo 40 establece: "La familia es la base de nuestra sociedad. El Estado velará por su 
estabilidad moral y material, para la mejor formación de los hijos dentro de la sociedad". 


El artículo 41 dice: "El cuidado y educación de los hijos para que éstos alcancen su plena capacidad corporal, 
intelectual y social, es un deber y un derecho de los padres. Quienes tengan a su cargo numerosa prole tienen 
derecho a auxilios compensatorios, siempre que los necesiten.- La ley dispondrá las medidas necesarias para 


que la infancia y juventud sean protegidas contra el abandono corporal, intelectual o moral de sus padres o 
tutores, así como contra la explotación y el abuso". 


El artículo 42 establece: "Los padres tienen para con los hijos habidos fuera del matrimonio los mismos 
deberes que respecto a los nacidos en él.- La maternidad, cualquiera sea la condición o estado de la mujer, 
tiene derecho a la protección de la sociedad y a su asistencia en caso de desamparo". 


Dejamos constancia de que el texto a consideración de esta Comisión prescinde totalmente de los derechos y 
deberes inherentes a la paternidad. Si bien nos consta que en otro texto propuesto se alude a la consulta al 
padre luego de que la mujer decidió abortar, cabe preguntarnos qué sentido tiene si la decisión ya está 
tomada. 


Otro aspecto a tener en cuenta es que al legalizar el aborto, lejos de disminuir su número, aumenta. Salvo 
escasas excepciones, este fenómeno sucede en la gran mayoría de los países del mundo donde el aborto deja 
de ser delito. El número de abortos creció constantemente después de la legalización en Cuba, Rusia, Japón, 
Estados Unidos, Francia, España, Australia, Nueva Zelanda, Canadá, India, Portugal, Reino Unido, México 
D.F., entre otros. Las estadísticas oficiales de los servicios de salud de los países donde el aborto se legalizó 
muestran este aumento. Un ejemplo muy significativo es España, que es el país de Europa con mayor 
incremento de abortos. Se han incrementado en un 115%, pasando de 53.843 en 1998 a 115.812 realizados en 
2008, según el Instituto de Política Familiar. 


La BBC de Londres dice claramente: "El número de abortos creció continuamente en el Reino Unido desde 
que fue legalizado 40 años atrás. Hubo 22.000 abortos legales en 1968 contra 194.000 en 2006, un aumento 
del 4% con relación a 2005". 


El mundo actual dispone de datos suficientemente claros para saber que al despenalizar el aborto su número 
aumenta. Sin embargo, en todos los países donde se lo intenta legalizar se repite lo contrario. Esto es 
simplemente una estrategia internacional utilizada cuando se quiere convencer un país a legalizar el aborto. 


Es muy importante tener en cuenta las consecuencias del aborto tanto en la mujer como en el varón, llamadas 
secuelas posaborto, que con tanta frecuencia encontramos en personas que han vivido esta dolorosa 
experiencia. Las estadísticas muestran que estas secuelas afectan a la persona, a su entorno y a la sociedad en 
su conjunto. 


Estadísticas confiables de los países en los que el aborto ya está despenalizado muestran que dentro de los 
síntomas se generan conductas autodestructivas. Por ejemplo, las mujeres que abortan tienen cinco veces más 
riesgo de padecer posteriores adicciones a drogas o alcohol que las mujeres que dan a luz. Las mujeres que 
abortan y quedan nuevamente embarazadas tienen cinco veces más riesgo de abuso de sustancias en sus 
futuros embarazos, exponiendo a sus hijos a sufrir defectos congénitos por dicha práctica. El 65% de las 
mujeres que han abortado tiene mayor riesgo de padecer depresiones clínicas a largo plazo, alteraciones del 
sueño como insomnio, pesadillas, sueños recurrentes, entre otros. Estos estudios fueron publicados en 
"American Journal of Drug and Alcohol Abuse, 2000", en "American Journal of Obstetrics and Gynecology 
Dec. 2002" y en " Medical Science Monitor 2003". 


La ley en Estados Unidos -tal como sucede con el texto en cuestión -no protege al varón en lo que al aborto 
se refiere. El doctor Alberto Iglesias, residente en Miami, afirma que el aborto del hijo crea en el varón 
síntomas de depresión y ansiedad -entre otras consecuencias -por no haber podido salvarle la vida, y puede 
crearle consciente o inconscientemente rechazo hacia las mujeres y una gran desconfianza ante situaciones 
semejantes, incluso llevarlo a la impotencia sexual y promiscuidad. 


Queremos leerles el testimonio breve de una joven que pasó por la experiencia del aborto y fue acompañada 
por integrantes de la Pastoral de la Familia y la Vida en su proceso de sanar las secuelas de su aborto. Nos 
pidió que si hablábamos con legisladores, les trasmitiéramos esto y les mostráramos las imágenes de un 
aborto. Dice: "Me llamo Mariana González y pasé por un aborto, quizá por falta de decisión y presión de mi 
pareja. Puedo asegurar que es la peor experiencia que pasé en mi vida, desde los dolores, las contracciones y 
ver como una vida y mi vida se iban entre mis manos. Al igual que también puedo decir que si alguien me 
hubiera mostrado otro camino, por más difícil que fuera, lo hubiera seguido, más aún si hubiera estado bien 
informada sobre lo que iba a pasar. Mi bebé tenía dieciocho semanas de gestación. Nunca pensé encontrarme 
con algo así, y cuando ya no tenía vuelta atrás, me di cuenta del daño enorme que había hecho, pero no puedo 


volver el tiempo atrás para evitar hacerle daño a ese pequeño bebé que no tenía culpa de nada, quien yo debía 
cuidar y proteger. Luego de pasar por esta experiencia que fue sumamente traumática no pude dormir. Dejé 
muchas veces de comer. No tuve ganas de seguir. Quería abandonar todo e ir a cuidar a mi bebé. Gracias al 
apoyo incondicional de mi familia y amigos estoy tratando de salir adelante, pero de lo que estoy segura es 
que nunca me voy a olvidar de esa noche y la voy a recordar con mucho dolor". 


Ella fue aconsejada a abortar con misoprostol, pero lamentablemente, las consejerías olvidan decir con 
claridad por lo que van a pasar y que esa experiencia va a ser un dolor permanente en su vida. 


Podemos decir también que este texto votado en Comisión no contempla la laicidad, porque según las 
encuestas realizadas en los últimos tiempos, más de la mitad de los uruguayos están en contra de despenalizar 
el aborto. Ahora, a través del Estado -que somos todos los uruguayos -y el Fonasa, se busca que tanto los que 
estamos en contra como los que están a favor del aborto financiemos los abortos que se practiquen, aunque 
esto sea contrario a nuestras convicciones y desatendiendo la opinión de la mayoría de los uruguayos, como 
lo muestran las últimas cuatro encuestas de opinión divulgadas en los programas televisivos con más "rating" 
de nuestro país. 


Además, esta iniciativa atenta contra las instituciones y todas las personas que las conformamos, en este caso 
la Iglesia Católica. Pensamos que el aborto es la forma más radical de violencia intrafamiliar. Se menciona en 
el articulado que todos los servicios de asistencia médica tanto públicos como privados habilitados por el 
Ministerio de Salud Pública tendrán la obligación de realizar la interrupción involuntaria del embarazo a las 
usuarias que lo requieran en las hipótesis previstas en la ley, ya fuera en forma directa o indirecta, mediante 
las contrataciones de servicios pertinentes. Más adelante, el mismo artículo expresa que quienes soliciten ser 
excusados de participar en dicho acto médico bajo ninguna circunstancia podrán ser objeto de sanciones o 
actos que afecten su desempeño laboral. 


Este proyecto no solo no contempla la libertad de ideas y creencias de cada religión, tal como lo establece el 
artículo 5* de la Constitución, sino que además obliga y sanciona estrictamente a las personas e instituciones 
públicas o privadas que pensamos diferente. 


Este proyecto de ley busca despenalizar el aborto durante los nueve meses de la gestación. La estrategia de 
despenalizar el aborto en los nueve meses del embarazo que se presenta en este proyecto de ley no es nueva. 
Ya ha sido utilizada en Brasil y Argentina recientemente, por aquellos que quieren despenalizar el aborto en 
toda América Latina para controlar la población. Mientras los primeros artículos del proyecto dicen que el 
aborto estaría despenalizado sólo hasta las doce semanas, los últimos derogan todos los artículos que 
penalizan y consideran delito el aborto. Además, en el articulado se sitúa el aborto como un acto médico. 
Entonces si el aborto es un acto médico y son derogados todos los artículos que lo consideran un delito, el 
aborto es un acto que puede ser practicado en todos los casos, hasta en el noveno mes de la gestación, por 
sola voluntad de la mujer. 


Detrás del aborto existen presiones internacionales. Hoy en día, muy pocas personas desconocen la existencia 
de intereses internacionales para imponer el aborto a los países. Detrás de estas presiones existen fundaciones 
internacionales como las fundaciones Rockefeller, Ford, MacArthur y muchas otras. Todo este esfuerzo se 
inició en 1952, cuando John Rockefeller III fundó junto al professor Kingsley Davis, de la Universidad de 
California, una organización llamada Population Council. Esta financió estudios demográficos en los cinco 
continentes y programas de planificación familiar en los países en desarrollo. Desde los años sesenta pasó a 
promover el lobby político al gobierno americano para que reconociese el crecimiento poblacional mundial 
como un problema de seguridad interna de Estados Unidos. Como fruto de este lobby, se redactó el famoso 
Informe Kissinger que afirmaba: "ciertos hechos tienen que ser considerados: ningún país redujo el 
crecimiento de su población sin recurrir al aborto". 


También se aprobó el Título X, que refiere a Programas Relacionados al Crecimiento Poblacional, que tuvo 
como resultado que la USAID contratara al doctor Ravenholt para dirigir su oficina poblacional y que dicha 
oficina entre 1968 y mediados de los 70 gastara US$ 1.700:000.000 para distribuir cientos de millares de 
aparatos para la práctica del aborto en prácticamente todos los países del mundo, entrenaran médicos para 
practicar el aborto tanto legal como clandestino y se llevara a cabo la esterilización forzada y la 
anticoncepción. Fue el mismo doctor Ravenholt quien declaró que su trabajo logró impedir en una década el 
nacimiento de mil millones de seres humanos y que él y su equipo lograron reducir sensiblemente los 


números del crecimiento poblacional de cualquier país en cinco años a través de contracepción y en solo dos 
años, a través del aborto. 


En los documentos que vamos a enviar vía mail consta el detalle de todos los aparatos para realizar abortos 
enviados a Latinoamérica y específicamente a Uruguay para montar clínicas clandestinas de abortos 
comenzando en 1977 y 1978. Se trata de cinco aparatos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha culminado su tiempo; vamos a otorgarle un minuto más para redondear. 
SEÑORA LÓPEZ.- Muchas gracias, prácticamente estoy terminando. 


Después de los años 70 el trabajo de USAID fue continuar con la iniciativa privada a través de una 
organización fundada por la propia USAID conocida como IPAS, que promovía el aborto legal y clandestino. 
Es Frances Kissling, la Presidenta de la ONG Católicas Por el Derecho de Decidir, quien en nuestro país 
recientemente escribió el prólogo de Iniciativas Sanitarias del Uruguay en el año 2008. Ella también es quien 
explica cómo su organización fue fuertemente financiada por la Fundación Ford y cómo trabajó durante 
meses en México al servicio del IPAS para crear y organizar clínicas de abortos clandestinos en el Distrito 
Federal. 


Sin embargo, todo este esfuerzo no fue suficiente para disminuir el crecimiento poblacional a cero, según se 
pretendía. La única manera, según Kingsley Davis, de lograr el crecimiento cero, sería a través de cambios 
drásticos en la estructura social que hiciesen que las parejas no deseasen tener más hijos. Explicaba que 
cambios suficientemente básicos para afectar la motivación de tener hijos serían cambios en la estructura de 
la familia, en el papel de las mujeres y en las normas sexuales. 


La Fundación Ford creó en 1990, con base en estos conceptos, el término "derechos reproductivos" y realizó 
un informe para llevarlos a cabo. El reconocimiento de lo establecido por este programa se está viendo 
reflejado claramente en nuestro país a través del censo que se llevó a cabo. Constantemente y hace ya 
algunos años, nuestro Presidente muestra preocupación por la poca cantidad de habitantes que existe en 
Uruguay, sabiendo que este es un factor de desarrollo muy importante para cualquier país del mundo, como 
lo mencionó en una entrevista en radio El Espectador, la señora Margarita Varela. 


Estas presiones en Uruguay y en toda Latinoamérica se realizan a través de diferentes organismos, 
principalmente de la UNFPA, Fondo de Población de Naciones Unidas, que desde hace tiempo está 
financiando fuertemente las políticas de género y la legalización del aborto, como podemos ver en la página 
de UNFPA Uruguay. A modo de ejemplo, mencionamos US$ 53.855 recibidos por Iniciativas Sanitarias en el 
año 2006 para el proyecto Uruar 203 implementado por RUDA, que es el organismo de ejecución, en el que 
Rafael Sanseviero fue el coordinador del proyecto y el funcionario autorizado de RUDA para aceptar las 
solicitudes de pago. 


Si bien Iniciativas Sanitarias del Uruguay expresa dentro de sus objetivos disminuir el aborto provocado en 
situaciones de riesgo y salvar a las madres y a los niños, vemos que en la práctica por sus estadísticas no es 
efectivo, considerando que el 90% de las mujeres que acuden a Iniciativas se practican el aborto y en lo que 
va del año murieron dos mujeres por abortar con misoprostol. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Le ruego que redondee. 


SEÑORA LÓPEZ.- Sin embargo, vemos que existe una fuerte financiación internacional y están 
impulsadas y apoyadas como el doctor Aníbal Fagúndez, miembro del consejo poblacional de 
Rockefeller que también hizo el prólogo de Iniciativas. 


En conclusión, no vemos el beneficio para nuestro país y sí, lamentablemente, todo lo que puede ocasionar. 


Queremos terminar simplemente diciendo: "Si quieres la paz, defiende la vida", en este mes de reflexión 
nacional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos su presencia y los aportes que han vertido para el trabajo de la 
Comisión. 


(Se retira de Sala la delegación de la Comisión Nacional Pastoral de la Familia y la Vida) 


(Ingresa a Sala el representante de RTM Radio Trans Mundial) 


——— La Comisión da la bienvenida al licenciado Esteban Daniel Larrosa Kowalczuk en representación de 
Radio Trans Mundial, a -quien con mucho gusto le cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR LARROSA.- Muchas gracias por esta oportunidad. 


Desde mi rol de licenciado en sociología voy a plantear algunas consideraciones de carácter general, que creo 
son conveniente tener en cuenta para el análisis de esta temática. 


Una de las preguntas fundamentales que se hace la sociología es qué mantiene unida a las personas viviendo 
en familias, en grupos o en sociedades. ¿Qué nos mantiene unidos? ¿Qué nos cohesiona? ¿Qué nos da el 
pegamento para estar juntos? Zygmunt Bauman, un sociólogo polaco, contemporáneo, ha definido a nuestra 
era como modernidad líquida, en la que el vínculo social ha dejado de ser sólido. Él dice que los fluidos se 
desplazan con facilidad, fluyen, se derraman, se desbordan, salpican, se vierten, se filtran, gotean, inundan, 
rocían, chorrean, manan, exudan y, a diferencia de los sólidos, no es posible detenerlos fácilmente. Sortean 
algunos obstáculos, disuelven otros, se filtran empapando todo, emergen de sus encuentros con los sólidos en 
forma incólume en tanto que estos últimos, si es que siguen siendo sólidos, tras el encuentro sufren un 
cambio: se humedecen, se empapan y hasta son modificados. 


Bauman señala que esta es la condición de la era actual y que la liquidez es de hecho una metáfora adecuada 
para entender todo lo que está ocurriendo al día de hoy en los ámbitos de la vida social. De hecho, la 
modernidad ha sido un proceso de licuación constante, de buscar derretir los sólidos para lograr cambiar 
moldes sociales tradicionales muy arraigados e implantar nuevas estructuras. 


Eso surge claramente con al nacimiento del humanismo a partir del movimiento renacentista. Esta idea de 
Bauman de derretir los sólidos en realidad no es nueva. Cuando desde el ámbito de la sociología se analizan 
los estudios, se encuentra que fue una frase acuñada hace un siglo y medio por los autores del Manifiesto 
Comunista, que se referían a una sociedad que se encontraba demasiado estancada para su gusto y demasiado 
resistente ante los cambios que ambicionaban, ya que en esa época todas las pautas estaban congeladas. 


Más tarde, en el siglo XX aparece un señor llamado Kurt Lewin, también polaco, quien como analista 
organizacional dice que para producir el cambio en las empresas, en primer lugar hay que descongelarlas. 
Una vez más está diciendo que en el estado líquido es cuando se pueden modificar las estructuras, de manera 
de poder establecer una nueva conformación. Más tarde, esa idea fue tomada por un profesor de la 
Universidad de Harvard, llamado John Kotter, quien realiza sus famosos ocho pasos en el ámbito de los 
negocios para la planificación estratégica a los efectos de realizar cambios organizacionales. 


Recordemos, sin embargo, que Bauman dice que todo esto no debía llevarse a cabo para acabar 
definitivamente con los sólidos ni para liberar al nuevo mundo de ellos para siempre, sino que se debe 
realizar para hacer espacio a nuevos y mejores sólidos, para reemplazar el conjunto heredado de sólidos 
defectuosos y deficientes por otros, que son mejores e, inclusive, lo más perfectos posibles y, por eso mismo, 
inalterables. Sin embargo, el siglo XXI nos encuentra con que hemos derretido todo. Los sólidos ya no están 
presentes. Actualmente en la sociedad no hay nadie, no hay institución ni capacidades, que permitan 
solidificar los vínculos entre las personas. 


Recuerden la pregunta que planteaba al principio: ¿qué nos mantiene unidos? Bauman nos plantea que 
estamos volviendo a una cohesión social muy inestable, con familias líquidas, con amor líquido -tiene un 
libro que se llama "Amor líquido" que es fabuloso -y con sociedades líquidas, en las que no hay cohesión 
sino conflicto, volatilidad, relaciones impersonales y virtuales, y en las que el valor de la vida no tiene más 
medida que el de la utilidad en pro de una satisfacción personal. Por ello, no es de extrañar que un encuestado 
conteste que cuando un vínculo o una relación comienza a molestar, siempre se puede oprimir la tecla 
suprimir. 


En este caldo de cultivo aparece el tema del aborto: en la modernidad líquida -como le gusta decir a Bauman, 
en un mundo con grupos competitivos, contrastantes, que entran en conflicto, que se presentan en la escena 
social con visiones de la vida, que compiten entre sí para imponerse al otro. Como analista, creo que la 
búsqueda actual no es la del consenso social o la del pacto social -como prometía la modernidad -sino la de 
imponerse en juegos de poder, tal como dice Francios Lyotard en su libro "La condición postmoderna", para 
sortear obstáculos e imponer una visión particular del mundo sobre los otros. 


Luego de que el aborto llegó a ser legal en los Estados Unidos, en el año 1973, la mayoría de los 
observadores asumieron -según el sociólogo norteamericano James Henslin -que el problema social estaba 
terminado y que los oponentes al aborto se tranquilizarían. Sin embargo, hasta los grupos con visiones 
religiosas divergentes se unieron para generar una oposición más activa en contra del aborto. Inclusive, los 
grupos pro- abortistas, no conformes con lo logrado, siguieron agregando reclamos y pidiendo nuevas 


medidas legislativas. Es decir: sumaron más elementos conflictivos en la relación con los grupos del otro 
lado 


Casi a cuarenta años de ese momento -el año que viene se cumplen cuarenta años del famoso veredicto del 
año 1973-, se mantiene constante la batalla pública entre los dos grupos ante las cortes judiciales y los 
medios de comunicación, y el tema no para sino que se vuelve cada vez más conflictivo y tensionante. 


Además, debemos tener en cuenta lo que está ocurriendo a nivel social en España, Gran Bretaña y otros 
países de Europa con respecto a este tema. 


Entonces, es de esperar que ante una despenalización del aborto en Uruguay, no se generen consensos 
sociales sino más liquidez y volatilidad entre los vínculos de los grupos con visiones diferentes y conflictivas. 
Es más: ustedes mismos habrán visto en esta Comisión que cada vez que se anuncia el tema en una 
legislatura, aparecen más y más grupos organizados, que se presentan para argumentar su posición en un 
sentido o en otro y que tienen visiones cada vez más radicalizadas. Así surge de la lista de convocados a esta 
Comisión para el día de hoy. Si uno la compara con la de otras legislaturas, ve que cada vez hay más grupos. 
Y cada vez el tema se hace más tensionante y más radicalizado. 


Por otro lado, el sociólogo británico Anthony Giddens, expresa que estos movimientos sociales, que tienen 
como objetivo la transformación de un elemento concreto como puede ser este, están confrontados porque no 
desean realizar el debate de fondo, en el que podrían encontrar acuerdos y construir soluciones. Entonces, 
vemos que las propuestas legislativas, de los grupos de presión, de los lobby que se hacen en los diferentes 
partidos -todos tenemos que ver, alinean a los diferentes actores para utilizarlos como agentes políticos para 
lograr sus objetivos. Yo no he visto -al menos no públicamente -de parte de lo los actores en juego, la 
disposición a realizar el ejercicio y el esfuerzo de sentarse a dialogar con quien está en la vereda de enfrente 
para ver en qué cosas están de acuerdo respecto al valor de la vida. Si uno rasca el fondo de estos grupos y 
mira lo que ha sido su argumentación, ve que en ambos la vida es considerada como algo sagrado, que hay 
que cuidar, proteger y sustentar desde el punto de vista social. Sin embargo, focalizan el tema desde ángulos 
diferentes. Por un lado, están los que lo focalizan desde el punto de vista del niño no nacido y, por otro, los 
que lo hacen desde la visión de los derechos de la mujer. Como se radicalizan las posiciones y las propuestas 
de legislación muchas veces siguen operando en función de ese tipo de lobby o de grupos de presión, no se 
contribuye a la búsqueda de consensos sino a la imposición por medio del ejercicio del poder de una posición 
sobre otra. Entonces, no se concilia sino que se echa más leña al fuego de este problema. En este contexto 
social y tal como está planteada la sociedad líquida que describe Bauman, esto puede llevar a procesos tan 
largos como los que se han dado en Estados Unidos. 


Por eso, la sociedad líquida, que permite deshacer los sólidos de ayer, encuentra un hombre más autónomo 
pero más solitario y, paradójicamente, más confrontativo. El principio del amor al prójimo que predicaba 
Jesús y que daba un contexto integrador y de cohesión social al mundo occidental -donde se basa nuestra vida 
civilizada, se ha traducido en temor, en xenofobia y en intolerancia. Cada vez nos encerramos más, vemos al 
otro como un enemigo al que hay que derrotar en una suerte de exterminio ideológico del oponente. Se ha 
perdido la idea de prójimo y vemos al otro como un ente al que hay que asimilar -como esos androides que 
asimilan una cultura -para hacerlo pensar de mi misma manera, al que hay neutralizar o exterminar 
ideológicamente. 


Sin embargo, al igual que Bauman no pierdo la esperanza de revertir la deshumanización de procesos como 
los que estamos viviendo. Del mismo modo, enfatizo la necesidad de encontrar los sólidos que nos ayuden a 


responder la pregunta que formulaba al principio: ¿qué nos mantiene unidos como sociedad? ¿Por qué no 
armamos grupos, los que están a favor del aborto por un lado y los que no lo están por otro, y formamos 
sociedades diferentes y cerradas, y nos mantenemos divididos? ¿Qué hace que nos mantengamos juntos? 
¿Existen motivos por los cuales seguir juntos en ese contexto? 


Como cristiano, tiendo la mano a esta Comisión para ser un agente de entendimiento. Parto de base que todos 
somos criaturas de Dios, desde el niño concebido en su primer día en el vientre de la madre, la mujer, con 
todos sus derechos y con todas las problemáticas que ha tenido a lo largo de la historia, hasta los 
movimientos sociales y los legisladores, que sinceramente buscan dar respuestas para construir una sociedad 
más solidaria e integradora ante una realidad que se lleva a miles de uruguayos antes de que lleguen. En 
medio de una sociedad líquida, que produce este tipo de efectos, es importante que podamos encontrar los 
sólidos. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece su exposición. En lo personal, creo que nos aportó una 
visión original, atractiva e interesante sobre esta temática, que despierta seguir su alocución. 


(Se retira de Sala el representante de RTM, Radio Trans Mundial) 
(Ingresa a Sala la Asociación Familia y Vida) 


——— La Comisión tiene el agrado de recibir a los doctores, Gustavo Ordoqui y León Muñoz, representantes 
de la Asociación Familia y Vida. 


SEÑOR MUÑOZ.- Soy médico, y como tal vengo a hablar fuera de toda connotación política, religiosa 
o filosófica. 


En primer lugar, a pesar de que no sea necesario, me gustaría recordar algunos artículos de la Constitución de 
la República, del Código Civil y de algunos pactos a los que suscribe nuestra República. 


El artículo 7 de la Constitución de la República dice: "Los habitantes de la República tienen derecho a ser 
protegidos en el goce de su vida, honor, libertad, seguridad, trabajo y propiedad. Nadie puede ser privado de 
estos derechos sino conforme a las leyes que se establecieron por razones de interés general". Por su parte el 
artículo 8” consagra: "Todas las personas son iguales ante la ley no reconociéndose otra distinción entre ellas 
sino la de los talentos o las virtudes". El artículo 26 establece: "A nadie" -insisto: a nadie -"se le aplicará la 
pena de muerte". 


Por otra parte, el artículo 21 del Código Civil establece: "Son personas todos los individuos de la especie 
humana". 


A su vez, el artículo 6” de la Declaración Universal de los Derechos Humanos establece: "Todo ser humano 
tiene derecho, en todas partes, al reconocimiento de su personalidad jurídica". y el artículo 6* del Pacto 
Internacional de los Derechos Civiles y Políticos determina que "El derecho a la vida es inherente a la 
persona humana. Este derecho estará protegido por la ley. Nadie podrá ser privado de la vida 
arbitrariamente". 


Por otro lado, el Artículo 1.2 del Pacto de San José de Costa Rica -que, por supuesto, todos conocen -dice que 
persona es todo ser humano, el Artículo 3 que "Toda persona tiene derecho a la personalidad jurídica" y el 
Artículo 4 que "Toda persona tiene derecho a que se respete su vida. Este derecho estará protegido por la ley 
y, en general, a partir del momento de la concepción. Nadie puede ser privado de la vida arbitrariamente". 


A su vez, la Convención sobre los Derechos del Niño, en su artículo 6, consagra: "Los Estados Partes 
reconocen que todo niño tiene el derecho intrínseco a la vida.- 2. Los Estados Partes garantizarán en la 
máxima medida posible la supervivencia y el desarrollo del niño"; el artículo 3.1: "En todas las medidas 
concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, 
las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será 
el interés superior del niño". 


Por lo tanto, el derecho a la vida es universal, lo tiene todo individuo de la especie humana; es irrenunciable, 
por cuanto el ser humano no es su propietario, y ni él ni nadie pueden disponer de la vida. Además, es innato, 
porque este derecho se tiene por pertenecer a la especie humana y el orden jurídico solo lo reconoce. 


Es imprescriptible, es decir, no se pierde ni se adquiere con el transcurso del tiempo, e incondicional, pues no 
está condicionado ningún otro suceso que no sea la existencia misma del ser humano. 


Entonces, la única condición para ser titular del derecho a la vida es estar vivo, gracias a Dios como nosotros. 
El derecho a la vida de cada ser humano engendra en los demás el deber de la protección de ese derecho, y de 
custodia, y todos los demás deben reconocer la existencia de ese ser humano y de sus derechos. 


Por último, sin vida, no hay libertad ni posibilidades de ejercer los demás derechos. 
Luego de este muy breve resumen legal, quisiéramos pasar a lo que es el inicio de la vida humana. 


Vamos a entregar a la Comisión un libro que hemos escrito en la Asociación Familia y Vida, que se llama 
"Salvemos a los dos.- A propósito del veto del doctor Tabaré Vázquez". Todo lo que estoy diciendo está 
respaldado con las citas correspondientes. 


Está más que demostrado científicamente que la vida humana comienza desde la concepción, desde la 
fecundación, desde que el espermatozoide penetra en el óvulo y se forma ese nuevo ser, que tendrá 
características propias que lo van a definir. Es un código genético que es diferente al de cualquier otro ser 
humano, único e irrepetible, y parte del padre y de la madre 


Además, esto ha sido reconocido en la Ley N” 18.849, donde se crea el Registro Nacional de Huellas 
Genéticas y se reconoce que la identidad de la persona parte del ADN. 


Entonces, el ser humano es tal desde la concepción y hasta su muerte, y en cada etapa lo único que existe es 
una variación de ese ser humano en lo que hace a su desarrollo y crecimiento. 


También por el hecho de tener un ADN propio es más que obvio que no es el mismo ser que la madre, por lo 
que no es parte de su cuerpo, si bien necesita de la madre para su desarrollo embrionario y fetal para crecer y 
nacer. Ya es vida, es un ser humano y necesita de la madre, pero no es parte suya. Quiero que este concepto 
quede bien claro, porque muchas veces se dice que la madre tiene derechos sobre ese niño, porque es parte de 
su Cuerpo, pero ya vimos que, conforme a las leyes, nadie tiene derecho sobre la vida de otro. 


Desde el punto de vista médico, ya el Juramento Hipocrático decía: "Aplicaré mis tratamientos para beneficio 
de los enfermos, según mi capacidad y buen juicio, y me abstendré de hacerles daño o injusticia. A nadie, 
aunque me lo pidiera, daré un veneno ni a nadie le sugeriré que lo tome. Del mismo modo, nunca 
proporcionaré a mujer alguna un pesario abortivo". 


El aborto no se puede considerar un acto médico, y esto debe quedar bien claro. Es todo lo contrario a un acto 
médico. Nuestra noble profesión, tan denostada hoy día, tiene la función de hacer sentir bien a los demás, de 
acompañarlos en su enfermedad y, si se mueren, en su muerte, no matarlos. Los médicos no podemos matar a 
nadie, sino acompañar en todo el proceso de vida, desde la concepción hasta la muerte; esa es nuestra función 
de médico. Para eso estudiamos; para eso nacimos como médicos, y no se nos puede pedir más que eso. 


Entonces, no se trata de un tema de objeción de conciencia, sino de ciencia, porque se está negando lo que 
científicamente está probado, de que dentro del vientre de la madre hay un niño, que es un ser humano. 
Además, la objeción de conciencia no va a evitar la muerte del niño, porque con los proyectos que se intentan 
promover hay que proporcionar a la madre la posibilidad de que aborte, ya sea con otro médico o en otra 
institución. Entonces, se está obligando a los médicos y a las instituciones de salud a que brinden los 
servicios del aborto, de matar a un niño. 


Además, quiero decir que ninguna enfermedad se cura con un aborto. Un aborto puede ser un motivo para 
que, en el marco de una enfermedad crónica, se produzca una descompensación, pero no va a haber cura. El 
aborto es una situación concomitante en una madre que padezca alguna enfermedad, pero no podemos decir 
que la vayamos a curar abortando. 


Por último, en lo que refiere a la relación médico paciente, no podemos decir que un paciente nos pueda 
indicar el tratamiento que le debe ofrecer el médico. Nosotros tenemos, por formación y estudios, la 
capacidad de elegir el tratamiento adecuado para las personas y de brindárselo. Por supuesto, tendremos que 
hablar con la persona para saber si está de acuerdo y habrá un contrato tácito o escrito, según el caso, pero lo 
proponemos y definimos nosotros, y no puede venir nadie a exigir algo con lo que no estemos de acuerdo. 


Por otra parte, quiero referirme a dos aspectos de los que no se habla mucho, pero que son importantes. Me 
refiero al síndrome post aborto en las mujeres. Más del 60% de las mujeres que sufren esta calamidad 
padecen este síndrome, que se presenta con depresión, inestabilidad emocional, aumento significativo de la 
incidencia de muerte de cualquier causa -inclusive, por suicidio-, acompañado de trastornos de ansiedad y de 
sueño, lo cual muchas veces requiere un tratamiento psiquiátrico. Además, estas mujeres tienen una mayor 
incidencia en el abuso de drogas. Además, el aborto se ha visto asociado a un aumento de la incidencia en el 
cáncer de mama, como se refiere en varias citas médicas. 


Conclusiones: la vida humana comienza desde la concepción. 


Desde la concepción todo ser humano es una persona, toda persona tiene derecho a la vida y desde la 
concepción existe el derecho intrínseco a la vida. En toda medida que pueda afectar a una persona por nacer 
tenemos que velar por su interés superior. Cuando haya un conflicto entre los derechos o intereses de una 
persona por nacer y los de una persona adulta, prevalecerán los primeros. Hay que recalcar que el aborto es 
un delito contra la vida de una persona. Estamos matando a una persona y el médico o las instituciones 
médicas no pueden ser exigidos en nada que esté fuera de su competencia profesional, que es la de velar por 
la vida y la salud de las personas. 


Muchas veces se alude a los casos de violación, que sin duda son situaciones dramáticas, pero probablemente 
si el embarazo hace sufrir a la mujer más que por el tema de la violación, lo que ella necesita no es un aborto 
sino una consulta psiquiátrica y psicológica y, eventualmente, un tratamiento acorde. 


También es importante hablar de lo que sería la evaluación de la madre en los casos en los que se propone un 
aborto. No basta con un panel interdisciplinario que informe a la madre acerca del procedimiento o de los 
riesgos que ya hemos nombrado. Son necesarias una pericia psicológica y una pericia psiquiátrica para 
diagnosticar que la madre sea competente desde ese punto de vista en el momento en que está solicitando un 
aborto, y que no haya presiones externas que la lleven a esa situación. Asimismo, se debe verificar que el 
niño sea realmente el producto de una violación y no de otra relación que pueda tener la madre, como puede 
pasar. 


Por otra parte, sería bueno mostrar a la madre al niño vivo dentro de su vientre a través de una ecografía. 
Todos sabemos que eso muchas veces hace cambiar de opinión a las madres. Ver a su hijo vivo en el vientre 
creo que es algo que puede ayudarla mucho a no cometer un asesinato. Sería bueno informar acerca de las 
opciones que ofrecen las ONG provida. 


Confieso que me siento raro viniendo a hablar a la Comisión como médico para exponer en contra de que se 
utilice a los médicos para matar a nuestros pacientes, de que se obligue a esto a los médicos, a las 
instituciones médicas o al sistema de salud, cuya función es totalmente opuesta, como ya lo dije en mi 
exposición. Reitero que me siento muy raro y hasta disgustado. 


Si bien aprobar un proyecto que legalice el aborto lo convertiría en un acto legal no dejaría de ser reprobable 
desde el punto de vista moral, ético y médico y, además, contrario a las evidencias científicas que demuestran 
que existe vida desde la concepción. 


Muchas gracias. 


SEÑOR ORDOQUI.- Soy profesor de Derecho Médico en la Universidad de Montevideo e integro la 
Asociación Familia y Vida, que no tiene ningún fin político, religioso ni filosófico. Simplemente, 
trabajamos en función de la vida y la familia. 


La primera importante preocupación que queremos manifestar es el terrible disgusto que nos causa venir a 
opinar sobre algo que ya está aprobado. Es la primera vez en mi vida que me pasa una cosa de estas y luego 


de haberse dicho acá -palabras textuales -que estas Comisiones conforman una parodia de la democracia. O 
sea que venimos acá a formar parte de una parodia 


Realmente nos han agraviado estas cosas porque hace muchos años que venimos tratando de colaborar en 
estos temas, tomándolos en serio. 


Se hizo un estudio -lo vamos a dejar a la Comisión -y estamos lejos de venir a repetir las mismas cosas. Por 
ejemplo, alguno de ustedes, como Diputados, ya han votado la Ley N* 18.849, ya han aceptado que el ADN 
es determinante de la identificación de la persona. Entonces, nadie con seriedad jurídica y científica nos 
puede venir a decir que lo que está en el seno de la madre no es una vida humana. Antes era muy frecuente 
buscar algún argumento en cuanto a si el feto sufre o no. Ahora, más allá de la prueba del ADN, reconocida 
por el doctor Tabaré Vázquez como la prueba reina. Ustedes mismos, como Diputados, aprobaron esa ley que 
está vigente. Hoy, en nuestro sistema jurídico la identidad de las personas está marcada por el ADN. Esto no 
lo dice Ordoqui, no lo dice la ciencia, sino que lo dice una ley que ustedes mismos aprobaron. Desde nuestro 
punto de vista sería una grave incoherencia ir en contra de este criterio. 


Acá tenemos dos niveles de inconstitucionalidades. La que todos ustedes conocen y que a veces no admito 
cómo se puede dejar de asumir: simplemente está consagrado el derecho a la vida y ni siquiera aparece en la 
exposición de motivos; está consagrado el artículo de que no hay pena de muerte y todo eso se ignora 


También hay otras graves inconstitucionalidades que en este momento están siendo procesadas por 
constitucionalistas y que vamos a presentar oportunamente, pero voy a decirles solamente una, que tenemos 
que considerar con otro criterio. Me refiero a la del artículo 42 de la Constitución, que establece: "[...] La 
maternidad, cualquiera sea la condición o estado de la mujer, tiene derecho a la protección de la sociedad y a 
su asistencia en caso de desamparo". 


No es consagrando un aborto la forma de amparar la maternidad. La Constitución establece todo lo contrario: 
a las madres hay que protegerlas con leyes de protección a la mujer embarazada. Aquí ya hay dos proyectos 
de ley en ese sentido. No es destruyendo a las pobres como se termina la pobreza. No es matando a los 
concebidos como se termina el problema del aborto, que es lo que se está sugiriendo aquí. 


También vamos a presentar otro informe sobre inconstitucionalidades más graves todavía, pero estamos 
esperando la firma de los constitucionalistas; espero que lo entreguen esta semana. 


El proyecto de ley contiene falsedades muy gruesas. No nos pueden venir a decir con sentido de lógica que el 
aborto no constituye un instrumento de control de los nacimientos. Esto no lo tiene que decir una ley. 
Disminuyen o no disminuyen los nacimientos. 


En la página 144 del libro que les voy a entregar figura una serie de estadísticas sobre lo que pasó en los 
países que consagraron el aborto: la natalidad cayó sensiblemente. Se quiera o no, la natalidad se está 
afectando seriamente en un país como el nuestro que, además, no tiene crecimiento, lo que es particularmente 
grave. 


Hay aspectos que causan risa. Por ejemplo, decir que el equipo interdisciplinario va a informar a la mujer 
embarazada sobre el apoyo social y económico. ¡Señores! ¡Vamos a decir la verdad! ¿De qué apoyo 
económico estamos hablando? Pensemos lo que ha hecho el Centro Hospitalario Pereira Rossell hasta el día 
de hoy. ¿A alguna mujer embarazada se le ofreció apoyo económico? Sin embargo, en el proyecto se hace 
referencia, con toda paz, a los programas disponibles de apoyo social y económico, que sabemos que no 
existen. ¡Entre bomberos no nos vamos a pisar la manguera! ¿Qué le estamos diciendo a la mujer si eso es 
mentira? No hay ninguna posibilidad. 


Si el equipo interdisciplinario es como el que hoy funciona en el Centro Hospitalario Pereira Rossell, va a ser 
solamente para promocionar el aborto, y eso no parece en absoluto recomendable. 


Además, hay un atentado gravísimo contra la familia y la patria potestad. El artículo 7” nos está llevando a 
prescindir de los padres. El artículo 16 del Código de la Niñez y la Adolescencia establece que los padres 
tienen el deber de "[...] Prestar orientación y dirección para el ejercicio de sus derechos". Y acá se propone 
que los padres no intervengan cuando la propia hija puede estar en un problema y se plantea que en ciertos 
casos pueden ser sustituidos por el Juez. Realmente es un atentado grosero a la patria potestad. 


También se plantea un atentado contra la libertad de asociación. ¿Cómo vamos a imponer a las instituciones 
que realicen abortos? Recientemente, el año pasado, la Resolución N* 1763 de la Unidad Europea estableció 
claramente que a las instituciones no se les puede imponer este tipo de pautas. Nosotros tenemos una libertad 
de asociación reconocida en la Constitución y tenemos estatutos reconocidos legalmente que responden a 
ciertos valores legales. No puedo imponer al Hospital Evangélico o al Círculo Católico que a partir de 
mañana realice abortos. Eso es totalitarismo, es una imposición totalmente sin sentido. 


¿Saben por qué estamos tranquilos nosotros? Desde ya diagnostico lo que va a ser el fracaso de este proyecto 
de ley. Aquí se establece que la mujer debe expresar por escrito y avalar con su firma el acto de su aborto. La 
experiencia que tenemos es que en todos los países donde se ha pedido a la mujer que en esta circunstancia 
cumpla el requisito de la firma, no lo hace nunca porque ninguna madre va a poner por escrito el acto que 
pueda estar cometiendo, sabiendo de la irregularidad que cometió. 


Terminamos diciendo que para nosotros es una verdadera tristeza, como abogados, como médicos, ver que 
nuestras profesiones van a estar al servicio del homicidio. 


En el día de ayer escuchaba en la televisión que hay partidos políticos que sacan como eslogan que están a 
favor y que respetan la Constitución, y yo veo que están tranquilamente en contra de la vida como si fuera la 
cosa más normal del mundo. 


SEÑOR POSADA.- Creo que en este caso no corresponden alusiones de carácter político. 

SEÑOR ORDOQUIL.- Yo no hablé de ningún partido político sino que lo hice en forma genérica. 
(Diálogos) 

SEÑOR PRESIDENTE.- Le agradecería al señor Ordoqui que pusiera punto final a su intervención. 


SEÑOR ORDOQUI.- Simplemente, entendemos que lo peor que puede estar ocurriendo en el sistema 
parlamentario es engañarse con la Constitución y decir que se la respeta cuando, en definitiva, se está 
proponiendo legalizar el crimen más abominable que puede concebir la civilización. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión les agradece su presencia. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación Familia y Vida) 
(Ingresa a Sala una delegación del Consorcio Latinoamericano de Libertad Religiosa) 


——- La Comisión da la bienvenida a los representantes del Consorcio Latinoamericano de Libertad 
Religiosa, la doctora Carmen Asiain y el doctor Gabriel González. 


SEÑOR ASIAIN.- Nosotros somos la representación uruguaya del Consorcio Latinoamericano de 
Libertad Religiosa, institución no confesional formada por juristas de Latinoamérica interesados en el 
estudio de las relaciones Estado- confesiones religiosas desde el punto de vista de la libertad religiosa. 


Concita nuestro interés el tratamiento de estos temas, pero no vamos a hablar de la protección de la vida, de 
la despenalización del aborto. Vamos a circunscribirnos al análisis del punto libertad de conciencia, tanto en 
su dimensión individual como colectiva o de ideario de las instituciones. 


Hay varios proyectos de ley a estudio que exhiben algunos matices. Precisamente, focalizándonos en el punto 
libertad de conciencia, vamos a analizar de qué manera protege la conciencia individual el proyecto aprobado 
por el Senado. A nuestro juicio, es el que ofrece mayor protección con respecto a otros, en tanto habla en 
forma amplia de todo el personal de salud, no circunscrito a médicos o miembros del equipo quirúrgico, y 
establece el derecho a negarse de acuerdo a su conciencia a la realización de prácticas abortivas. Los otros 
proyectos ofrecen limitaciones no solo subjetivas -hablan de médicos o personal quirúrgico, sino también 


establecen algunos plazos. La última versión que estaría transada políticamente no establece esos plazos, pero 
tiene algunas limitaciones en cuanto a que el facultativo debería declarar su condición de objetor de 
conciencia y quienes que no la hayan expresado luego no la podrán invocar 


Los Tratados Internacionales de derechos humanos que rigen en la República con una jerarquía superior a la 
ley -algunos doctrinos los colocan con superior jerarquía a la Constitución -establecen que no puede limitarse 
esta libertad. 


Puede darse el caso de que un profesional cambie de opinión o se convierta a determinada creencia religiosa. 
Ese derecho a cambiar de religión o de creencia está expresamente contemplado, protegido en el derecho 
internacional. Es lo que se conoce como "objeción sobrevenida"; es decir, el médico que antes no era objetor, 
por equis motivos, de conciencia ética, científica o religiosa, cambia y se transforma en objetor. Eso no está 
contemplado y resulta una limitación que no estaría amparada por la amplia cobertura que tiene nuestra 
Constitución en el artículo 54, que establece: "La ley ha de reconocer a quien se hallare en una relación de 
trabajo o servicio, como obrero o empleado, la independencia de su conciencia moral y cívica; [...]" 


Evidentemente, este reconocimiento, que también proviene del derecho internacional y es explicitado más 
ampliamente, no se circunscribe a que cada trabajador, obrero y empleado, como dice aquí, tenga una 
religión o creencia y en su intimidad la profese, se traduce en un amparo del derecho, orden jurídico, a las 
manifestaciones externas; es decir, en cuanto estas creencias trasuntan a las conductas, actos externos. 


SEÑOR POSADA.- Es la segunda delegación que hace referencia a este hecho y me parece que vale la 
pena aclararlo. 


Hay una obligación establecida en algunos de los proyectos en cuanto a declarar la eventual objeción de 
conciencia, pero es claro que es siempre revocable en un sentido o en otro. Eso es parte de un Estado de 
Derecho. No tiene por qué estar establecido directamente en una ley puesto que la propia Constitución y otras 
leyes de la República amparan ese derecho. 


Quería dejar esta constancia sin ánimo de entrar a debatir. 


SEÑORA ASIAIN.- En la versión final del proyecto del señor Diputado Posada se establece que 
quienes no hayan expresado objeción no podrán negarse a realizar abortos... 


(Diálogos) 
——— Entiendo que quiere decir que basta con que se esgriman objeciones. Mejor aún. 


La protección que establece el derecho internacional a la conciencia en general, no solo religiosa, es bastante 
más amplia de la que estamos acostumbrados en Uruguay, y se expresa en una libertad de cultos que 
generalmente se refiere más a lo íntimo, que a tener una religión. Además, incluye la libertad de cambiar de 
religión y de manifestar mediante actos externos la religión o creencia, individual y colectivamente. Me 
interesa retener los términos individual y colectivamente, porque luego nos vamos a ocupar del ideario de las 
instituciones, tanto en público como en privado, por la práctica. ¿Qué es la práctica? Es ejercer en los hechos 
cotidianos, en la vida, conductas conformes con esas creencias, con el culto y la observancia. ¿Qué es la 
observancia? La observancia de los preceptos religiosos. Estos derechos están amparados de antemano. Una 
ley no podría atentar contra estos derechos de una persona, pero bienvenida la aclaración del señor Diputado. 
También está prohibido por uno de los artículos del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de las 
Naciones Unidas, de 1966, del cual Uruguay forma parte. Allí se establece que nadie será objeto de medidas 
coercitivas que puedan menoscabar su libertad de tener o de adoptar la religión o las creencias de su elección. 


El artículo 54 de la Constitución de la República proclama ampliamente la libertad de lo señalado. La 
Constitución no establece limitación. Si la introdujera una ley, los artículos 7*, 54, el 7* y 72 -haría que fueran 
ilegítimas. 


¿Necesitamos una ley para esgrimir objeción de conciencia? No. Nos amparamos en el bloque de los 
derechos humanos, en el marco constitucional. Entonces, si existe una ley, lo que puede hacer es regular su 


ejercicio para facilitarlo, para garantizarlo, nunca para retacearlo. Zanjadas las dudas, me gustaría abocarme 
al ideario constitucional. 


Se ha dicho mucho en nuestro medio que las personas tienen conciencia y son respetables, pero que las 
instituciones no, por lo tanto no, es amparable la objeción que puedan plantear. Es cierto que no la tienen, lo 
que poseen son principios informadores. Tienen conciencia las personas que se agrupan alrededor de una 
vida, que constituyen una institución -persona jurídica o no -o una agrupación, con una identidad muy 
definida. Se trata del ejercicio de la libertad de conciencia ejercido en forma asociada, protegido también 
desde la libertad de asociación. 


El artículo 16 del Pacto de San José de Costa Rica sobre libertad de asociación establece que todas las 
personas tienen derecho a asociarse libremente con fines ideológicos, religiosos, políticos, económicos, 
laborales, sociales, culturales, deportivos o de cualquiera otra índole. Es decir que las personas tienen 
derecho de conducirse en la vida de conformidad con estos fines. Piénsese qué sucedería si se impusiera a un 
partido político o equipo deportivo a actuar contrariamente a su ideología, que imprime su característica o 
identidad. Se trata de instituciones que por su diversidad conforman el pluralismo inherente a una democracia 
en un Estado de Derecho, por lo que la democracia se hace patente respetando esos ámbitos de distintos 
pensamientos. Se trata de que la institución, que tiene fines determinados, no sea compelida a actuar contra 
su ideario, ni a abandonarlo. 


Nosotros venimos en representación del Consorcio Latinoamericano de Libertad Religiosa, pero se nos 
ocurren instituciones como el Círculo Católico de Obreros del Uruguay y el Hospital Evangélico. En su 
momento existía la Mutualista Israelí. Entonces, existiendo otras instituciones, por lo pronto las públicas, que 
no objetan a la realización de abortos, ¿por qué constreñir el ideario, los principios fundamentales y los 
estatutos de una institución obligándola a realizar prácticas contrarias a dichos principios? Se las enfrenta un 
dilema: tener que abandonar su ideario, negándoles -el ejercicio de la libertad de conciencia, creencias, 
etcétera y cumplir con la ley, o cerrar por no poder cumplir con la ley sin negar su ideario. Entonces se estaría 
abortando instituciones, muchas de las cuales ya tienen el Estatuto aprobado por el Estado y, evidentemente, 
con derechos adquiridos. Cuando se introduce una medida legislativa ha de contemplarse cuál es la situación 
en la sociedad. 


Consideramos una falacia decir que no es admisible la objeción de ideario que pueda oponer una institución. 
Pensemos en el Estado, que también tiene un ideario y está plasmado en la Constitución como, por ejemplo, 
el orden público. ¡Cuántas veces los Jueces han esgrimido la excepción del orden público uruguayo para no 
homologar algunos institutos como la bigamia, que vienen con pretensión de otros países! O sea que el 
Estado también tiene su identidad, adhiere a determinados principios y ha sido objetor de conciencia por 
excelencia en estos temas. Repito que las instituciones no tienen conciencia, son las personas de carne y 
hueso que las conforman las que la tienen. 


Sería ilustrativo mirar las soluciones del derecho comparado cuando se introdujeron estas innovaciones 
legislativas. Nuestros vecinos en Argentina cuentan con el Programa Nacional de Salud Sexual y Procreación 
Responsable, ley del año 2003, que no introduce la despenalización del aborto, pero sí prácticas de entrega de 
anticonceptivos, de esterilización, etcétera. La propia ley tiene una previsión en su artículo 10 que dice que 
las instituciones privadas de carácter confesional que brinden por sí o por terceros servicios de salud, podrán 
con fundamento en sus convicciones, exceptuarse del cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 6*, 

inciso b), de la presente ley, que es el que refiere a las prácticas que las instituciones médicas tienen que 
brindar. 


De manera que contemplando el pluralismo existente en la sociedad establece una excepción para las 
instituciones privadas de carácter confesional o para aquellas que tengan un fundamento en sus convicciones 
para negarse. Estamos hablando de 2013, no de épocas pretéritas. Perú tiene una norma similar de 2010. 


En Europa varias legislaciones han introducido la despenalización del aborto, y otras algunas prácticas 
sensibles a la bioética. La mayoría de los países de Europa contempla muy bien el tema de la oposición de 
conciencia, pero algunos no. Uniformicemos. La Resolución N* 17.063, de 2010 dictada por el Consejo de 
Europa dice que ninguna persona, hospital o institución será coaccionada, considerada civilmente 
responsable o discriminada debido a su rechazo a realizar, autorizar, participar o asistir en la práctica de un 
aborto, la realización de un aborto involuntario o de emergencia, eutanasia o cualquier otro acto que cause la 
muerte de un feto humano o un embrión, por cualquier razón. También establece que es responsabilidad del 


Estado asegurar que los pacientes, en los casos en que sea despenalizado el aborto, tengan acceso. El Estado 
tiene que organizar el servicio -la institución es exceptuada, y esto se hará derivando a las pacientes a otras 
instituciones que no objeten esa práctica. 


Dijimos que no queríamos entraren la despenalización del aborto en sí, pero si se va a hacer, solicitamos que 
no se retacee la libertad de conciencia. Voy a decir un atrevimiento de nuestra parte, pero es preferible que 
nada se diga, que tanto las instituciones como las personas puedan acudir al régimen general, a la protección 
que brinda el orden jurídico, y no tener que estar luchando con acciones de inconstitucionalidad, con una ley 
que vulnera esta libertad de conciencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de nuestros invitados quienes, sin lugar a dudas, 
han aportado una visión muy interesante para el trabajo de la Comisión. 


(Se retira la delegación del Consorcio Latinoamericano de Libertad Religiosa) 
SEÑOR AMARILLA.- Quisiera saber cuál va a ser el régimen de trabajo para el día de mañana. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el día de ayer acordamos que sesionaríamos el miércoles, desde la hora 9 
hasta la hora 10 y 15, a los efectos de acudir a la convocatoria de la sesión extraordinaria de la Cámara 
de Representantes. Luego, retomaríamos el trabajo de la Comisión a partir de la hora 11 y 30. 


SEÑOR AMARILLA.- Por otro lado, a los efectos de definir la agenda para la primera semana de 
setiembre, quisiera saber cuáles serán los días en que sesionará esta Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se ha definido que vamos a trabajar el martes y el jueves; falta definir si 
también nos reuniremos el miércoles. La Mesa solicita que en el día de mañana se traiga una posición 
en tal sentido. 


SEÑOR AMARILLA.- En cuanto a las invitaciones, me preocupa que se tramite con la debida 
antelación la comparecencia del doctor Tabaré Vázquez, teniendo en cuenta que puede tener 
inconvenientes de agenda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Las invitaciones fueron tramitadas en tiempo y forma por la Secretaría de la 
Comisión. Todas fueron enviadas, lo cual no implica que necesariamente se tenga una respuesta: eso 
depende de cada uno de los invitados. 


SEÑORA LAURNAGA.- Quiero decir que hay una diferencia entre una invitación y una convocatoria: 
acá no hay nadie obligado a comparecer. 


Por supuesto que habíamos previsto cursar la invitación al doctor Tabaré Vázquez, lo que la Secretaría ya 
hizo. En ese sentido, quiero dejar claro que nosotros podríamos generar una operación política del estilo de 
esta, invitando a un ex Presidente, como el doctor Sanguinetti, para que venga a expresarse y con ello crear 
una situación pública de interés particular, contraponiendo una visión a la otra. De todos modos, no lo vamos 
a hacer, porque ello no nos parece adecuado. Ahora bien, cualquier ciudadano, hombre o mujer, Presidente o 
no Presidente, tiene la libertad de hacer lo que quiera: venir o no venir. 


Simplemente, quiero dejar constancia de que la actitud personal -no estoy comprometiendo a nadie -con la 
que venimos no es la chicana política, sino la de dar un debate que no lleve a situaciones innecesarias que no 
condicen con la calidad de las parlamentarias y de los parlamentarios de esta Comisión. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- A mí no me parece mal que se invite a todos quienes puedan aportar al 
debate de la Comisión. En el caso de los ex Presidentes, creo que se trata de muy buenas opiniones. La 
Diputada nombraba al doctor Julio María Sanguinetti, quien en el período pasado votó en el Senado a 
favor de una ley con estas características. Asimismo, cuando se discutía el tema en el Parlamento, el 
doctor Jorge Batlle, quien era el Presidente de la República, anunció que lo iba a vetar, lo que después 
hizo el doctor Tabaré Vázquez. 


Entonces, en el caso de que se plantee una situación concreta, como bien se decía, la Comisión envía la 
invitación pero nadie está obligado a venir. No hay que descartar absolutamente nada. 


Inclusive, pienso que la jornada de la mañana de hoy nos sirvió para reafirmar lo que defendíamos en la 
primera sesión que tuvimos, cuando decíamos que había que recibir a todo el mundo, porque vinieron 
instituciones que, en lo personal, yo no conocía e hicieron aportes muy importantes. Voy a poner un ejemplo: 
no sabíamos con qué perspectiva iba a venir la delegación de la Radio Trans Mundial Uruguay, que planteó 
una posición filosófica muy buena que nos fue muy útil a todos. Entonces, pienso que no corresponde 
rechazar ningún tipo de invitación. 


Finalmente, quisiera consultar si se han cursado los pedidos a las diversas cátedras, tal como votamos 
oportunamente, de manera que se nos puedan suministrar los informes correspondientes. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Efectivamente, se han cursado todas esas solicitudes; la Secretaría ha tenido 
una tarea muy eficiente; hemos firmado las notas y supongo que ya están en manos de las diferentes 
instituciones. 


SEÑOR AMARILLA.- Antes de finalizar, quiero decir que en esta reunión se ha mencionado algo que 
ya se había expresado en la prensa con respecto al tema de las chicanas. Yo que soy abogado advierto 
que "chicana" significa pérdida de tiempo a nivel judicial. Y no creo que escuchar al doctor Tabaré 
Vázquez en la Comisión sea una pérdida de tiempo, porque -esto lo dije cuando lo fundamenté en su 
momento, además de su actuación como mandatario de Estado en lo que fue el documento del veto - 
varias organizaciones hicieron referencia a él, tiene una militancia profesional y cotidiana a favor de la 
vida humana. En función de tal compromiso, que fue plasmado en ese documento, además de ser 
público y notorio en su vida profesional, creo que es importante escuchar sus comentarios. 


Reitero que no considero que sea una pérdida de tiempo y por eso en su momento fundamenté su invitación. 

SEÑORA LAURNAGA.- Quiero aclarar -que no me parece una pérdida de tiempo escuchar al ex 
Presidente Vázquez, al ex Presidente Sanguinetti o a quien sea. Sí creo que no podemos hacerle perder 
tiempo al doctor Vázquez solo a los efectos de tener un elemento más para el juego político; nada más 


que eso. 


Esta es una interpretación personal, que ni siquiera compromete a nadie del Frente Amplio ni a otros 
compañeros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos, se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


